
i..( 
i '· ,' 

UNIVERSIDAD PANAMERICANA 

ESCUELA DE DERECHO 

CON ESTUDIOS INCORPORADOS A LA U. N. A. M. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA COMO 
TRIBUNAL DE CONTROL CONSTITUCIONAL 

T E s s 
PARA OPTAR POR EL TITULO DE 

LICENCIADO EN DERECHO 
QUE PRESENTA 

ALFONSO MARTIN LEON ORANTES 

DIRECTOR DE TESIS: 

LIC. HECTOR DAVALOS MARTINEZ 

------·~ TESIS CON 
FALl,A -~~_Q~1GEN 

MEXICO, D. F. 1990 



UNAM – Dirección General de Bibliotecas Tesis 

Digitales Restricciones de uso  

  

DERECHOS RESERVADOS © PROHIBIDA 

SU REPRODUCCIÓN TOTAL O PARCIAL  

Todo el material contenido en esta tesis está 

protegido por la Ley Federal del Derecho de 

Autor (LFDA) de los Estados Unidos 

Mexicanos (México).  

El uso de imágenes, fragmentos de videos, y 

demás material que sea objeto de protección 

de los derechos de autor, será exclusivamente 

para fines educativos e informativos y deberá 

citar la fuente donde la obtuvo mencionando el 

autor o autores. Cualquier uso distinto como el 

lucro, reproducción, edición o modificación, 

será perseguido y sancionado por el respectivo 

titular de los Derechos de Autor.  

 



I N D I C E 

Página 

INTRODUCCION 

CAPITULO I 3 

I.-EL CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD 

l. GENERALIDADES 5 

1.1 EL REGIMEN CONSTITUCIONAL COMO MEDIO 
DE CONTROL DEL PODER 5 

1.2 EL PRINCIPIO 
CONSTITUCIONAL 

DE SUPREMACIA 

1.3 LA SUPREMACIA CONSTITUCIONAL EN EL 

11 

DERECHO 15 

1.4 EL ESTADO DE DERECHO Y EL PRINCIPIO 
DE LEGALIDAD 18 

2. CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD 25 

2.1 LA DEFENSA DE LA CONSTITUCION 25 

a) Teoría de Jellinek 27 

b) Teoría de Hauriou 29 

2. 2 ANTECEDENTES HISTORICOS 34 

2.3 DIVERSOS SISTEMAS DE CONTROL DE 
CONSTITUCIONALIDAD 47 

a) Sistema Político o control de la 
Constitucionalidad por medio de 
un Organismo Politico 47 

b) Sistema Judicial o Control 
Judicial de la Const1tuc1onalidad 48 

e) Sistema Mixto o Defensa de la 
Const1tttción por Orgáno Mixto 52 

di Sistema Neutro o Defensa de la 
Constitución por Orgáno Neutro 53 



3. SISTEMAS QUE HAN ADOPTADO NUESTRAS 
CONSTITUCIONES. 
(Referencia Histórica) 56 

NOTAS BIBLIOGRAFICAS AL CAPITULO I 72 

CAPITULO II 74 

II. EL SISTEMA JUDICIAL APLICABLE EN MEXICO 
HASTA ANTES DE 1988. 76 

l. CONSIDERACIONES PREVIAS 76 

2. EL PODER JUDICIAL FEDERAL 79 

2.1 EVOLUCION HISTORICA 79 

2.2 DUALIDAD DE FUNCIONES 
JURISDICCIONALES DE LOS TRIBUNALES 
FEDERALES 89 

3. LA FUNCION JUDICIAL DE LOS TRIBUNALES 
FEDERALES 90 

3.1 GENERALIDADES 90 

3.2 LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 94 

3.3 LOS TRIBUNALES DE CIRCUITO 98 

3.4 LOS JUECES DE DISTRITO 100 

4. LA FUNCION DEL CONTROL CONSTITUCIONAL 
DE LOS TRIBUNALES FEDERALES 102 

4.1 GENERALIDADES 102 

4.2 SUPUESTOS COMPETENCIALES 104 

NOTAS BIBLIOGRAFICAS AL CAPITULO II 126 

CAPITULO III 127 

III. EL NUEVO MARCO JURIDICO DEL SISTEMA 
JUDICIAL MEXICANO 
(Reforma Judicial 1988) 128 

l. INICIATIVA PRESIDENCIAL Y LA REFORMA 
EN SI MISMA 128 

2. ANALISIS CRITICO 156 



CAPITULO IV 163 

IV. EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL EN OTROS 
SISTEMAS JURIDICOS 
(Visión comparativa) 164 

1. INTRODUCCION 164 

2. ALEMANIA FEDERAL 164 

3. AUSTRIA 166 

3. BRASIL 169 

5. ECUADOR 170 

6. ESPAllA 171 

7. ESTADOS UNIDOS DE NORTEAMERICA 174 

8. GUATEMALA 180 

9. ITALIA 183 

10. PERU 185 

NOTAS BIBLIOGRAFICAS AL CAPITULO IV 190 

CONCLUSIONES 191 

BIBLIOGRAFIA 200 



I H T R o D u e e I o N 

El presente trabajo tiene por ob;eto hacer un análisis 

sobre la reforma judicial q~e entrara en vigor el afio pasadc, y 

de la cual Fe ha11 derivado multitud de opiniones tendientes a 

calificar a nues~ra Supr~ma Corte de Justi:ia como un Tribunal 

Constituci~~al. Nosotros no confor~es co11 dicha opinión, nos 

hemos pr0puesto reali=ar un e3tu1io profundo sobre lo que es el 

co11trol constitucional y los diferentes sistemas que existen 

para llevarlo a cab~ la evolución de nuestca máximo tribunal a 

lo largo de la historia, asi :orno de las diversas instituciones 

que han estado vigentes en los diferentes ordenamientos 

juridicos de nuestro país y propiamente un cuidc.doso análisis de 

la reforma e11 cuestión y de los nuevos textos constitucio11ales 

en vigor. Finalme11te presentaremos una visión comparativa en 

=elac1~n con 3lgunos sistemas jurid1cos extrdnjeros y la maner3 

en qtt~ ésto5 llev3n a cabo el control de la Constitucionalidad, 

para asi, teni~ndo ya un3 panorámica general del tema en 

e.:;tudio, pc.:1.ar válid3.m-=1~te conclLü:.-, 1? qna a1:01.-a1 de una manera 

aFr1ori poc!amvs .J.fi!·!':'.a'!..-: -:.n Suprema Corte de Justicia no ~s un 

T:ibunal Ctn¡titucional y consideramos que a6n se e~cuentra 

lejos de st:!rlo. 

La Reforma Judici3l de 1988, ant¿s qu~ enaltecer a 

11'.~-=st.r: m~x~~c tribt:nal ha desvirtuado su función Y su 

j ~rarq'...:i 3, r-vr J.:) r:;.tte propcndz:err1os algun,;s soluciones con el 

afán je q:;-: 1 a .:u¡:!.·o?r.·-:: Co.:.-~e de J 1Jsticia, no sólo reivindique 

par! ~i s~ resr~t~~¡:i~~j d~ la ~u& ~:emp~e ha ~ozadc, sioo que 



aC.emás !1agan de la miEma, u:i Tri!Jttnal fu.:rte e indep€:nd:ente que 

verd~J~ra~~nt~ luch~ p0~ los valores, el derecho y la correc~a 

imparti"."iói. e~ j·":~::.c:.a. 
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I.-EL CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD 

1. GENERALIDADES 

1.1 EL REGIMEN CONSTITUCIONAL COMO MEDIO DE CONTP.OL 

DEL PODER. 

El reconocimiento, la fcrmulación de normas y el respeto 

por la vigencia de las libertades individualeE, en fttnci6n 

propia, es 

precisame:1te, 

una tarea inherentP al 

mediante la creación de 

poder público, y es 

un orden jurídico y 

sccial, que permita el goce y el d1sfr~te de esas libertades s 

como el poder logra equilibrarse con 133 exige!l~ias y con los 

reqt1erimientos de la libertad de! l1ombre. 

Pero también es ciert0, tal y com0 10 aftrma Montes­

quie~1 que quien ejerc~ el ~0de~. por la prc:pi~ n~turdleza del 

mismo, tiende abus~r de él, y, e~ ese caso, las libertarles 

individuales sólo tendrí~n. por st1pt1est0, un ~ar~cter teórico y 

puede afirmarse, que casl únicam2nte literario. Si Eol3mente se 

reconociera a las libertad~s individuales y se les elevará a la 

categorí3 de normas a~ observancia general, rest1:ta obvio que la 

fragilidad de los derechos del hombre, así oomo su vigencia 

podría hacer que éslos llegará:1 a quedar a merc'Ó!d d12 la buena fe 

de los gob~rnantes. 

Es pe>r ello, qui:> el sólo hecho de la e:<ist:encia r;lis;na de 

las libertades pftblicas, ~xiye para que s\1 gcce se~ ~f~ctiv:, 

del eJercicio permanente de ést:ts y dÚ:1 rn/I~, de ,:;u r:on .. i:11:a 

evolución, o sea, que no basta con la sala existe:1cia de ~111a 

organización jurídica que las recc:1oz:a y qu-: las pr0m·tlg1.:.:-, 



sine q•JE:, resulta especialmente necesaria la acción ejercida a 

trav~s de las limitacioces leg~les, que controlen las acciones 

de los gobernantes, y qtle también creen un sistema, 

parti~ularment~ eficaz par3 la protección de las libertades 

individuales. 

Queda clarc que las libertades pQblicas, los derechos 

del hombre, entonces, tienen tanto valor en la vida social y en 

la política práctica cuanto valor tienen sus garantias. No basta 

reconocerlas y declararlas, sino que es necesario que el titular 

de una libertad pQblica, disponga de un medio para hacer que 

ésta seé respetada, en el caso de que sea desconocida o violada. 

Un régimen de derecho positivo, qu~ organice las 

libertades públicas, debe contener tanto a las garantías 1 como 

las sanciones corresp1)ndientes, que sean absolutamente 

efectivas, para qu.e éstas aseguren la vigencia auténtica de las 

libertades, por lo que e:; necesario crear y activar estas 

ga1·antías y, de esta forma limitar las acciones d~ los 

gcbe1:na:1tes que, al ejercer el pvder, pueden; tal Y· como decía 

el a11tor de EL ES?Ir.!T'J Df. 1,;..5 LE'lES, abusar de él. 

Come resultado de. lo ante:rior, debemos inferir que, en 

la 1·e~] id3.d pol itica de las c0rr,t·.nidades hnmanas, se encuentran 

e:n jueq-~ tL·.:::· factores hien dif-::renciados entre si, que teniendo 

ca:la ta~'J d·: 1.•::~ _, ~·, ~1.. :,;.:;;._:¡ e, •• · ~)of.li.3 1 as:: ·.::'OmJ sus e~-:igencias 

relacior.au y q'.'·~ !'0r.. e p;de1· la auto~idad, o bien, el 

Estad·~· ~~ lib~rt3d d~ loE i~d!~iducs, e!l ~a~tc que son ?erscnas 



humanas, con su vocaci5n propia e inalienable - tanto individual 

como social; y por último, el crden, o se.3., L:i. estructura 

jurídica y el poder - los goberna;.tt-s -, que asc(.:iad::> con ':!l 

derecho, se crea para organizar racionalme.~te el ejercicio d?l 

propio poder, las relacion¿s de éste ccn los gobernados e 

igualmente, las de estos 1lt1~os eritre si mismos. 

Mauric10 Haur_·iol\, el gran )Uri.:.~a francé~, considera que 

el juego armcnioso entre estos tres fact0r~s, es, precisamPnte, 

el que determina tanto la existencia, como la finolidad del 

medio m&s efica=, que hasta ahora ha encont~ado el hombre para 

limitar las acciones de los gobernantes o sea: EL P.EGIMEll 

CONSTITUCIO!IAL. No cabe duda que el régiir.en constitucional, es 

un sistema de limitació11 del poder y, por ta11to, es una garantía 

de la libertad de los individuos. 

El mismo Hauriol1 dice qu~ la f inalida1 del régimen 

constituc10nal es la de mantener un equilibrio estable, que esté 

siempr~ a favor de la libertad, entre les factores de acción, la 

propiü libertad y el poder, y el factor de resistencia, que es 

l.:i q,'..:::? ll3.11 1 ~T'l0S el orden. "El poder, a la manera de un péndulo, 

oscila ent~e el ~rden y la lib~rtad, para poder mantener di:ho 

equil ihrio. cuando el péndnlo -el poder-, se inclina totalmente 

haci! ¿l lado del orden, ap~rec~n lo regí~enes conservad~res, 

es~:=!=!~ari~.~. qu~ no f3~cr~cen los cdmbics ni el prc~r¿so. 

cuar.:!c el péna·~1lo en cambio se inclina ha.::ia el otro lado, o 

sea, hacia el de la libertad, es cuando surgen los periodos 

revolucionarios que sen, precisamente, la negación de tod0 el 



ord•n jurídico.• (1) 

A:;. í mi.::mc, co1¡tinu.:indo con las ir:haa del maEstr,1 Al ft'.."nso 

th:.-rieg::i, e] rfJ1m.,:or. r:-onstitucioe::i.l, tienE come. medlsi de acción 

p3ra logr3t la fi~~liJad q~~ le c~rrespond~, la creación rte un 

ord·:::~ form.:'11, 0~)j<.•'.:ivo :¡ s.:istendti:o c~:.imo resnltado dt: la uniiSn 

del pod~r y de la lib~rt~J, Qt!0, ~~ i11~1eiiato se limi~~:1 3 ~i, 1 

se subordinan al crde:1 cre}do precis~m~ .. ~~ p~r tllos mism); 

Est2 ord~t:, cre~dJ a tr~vé~ J0 la u~i511 del p0d~r ~ de 

la libertad, tlene su ~xpr0si~11 ffi~S ~a~acteristica en las 

canstiti..1cione.; y más ccncre:tam.:nte en la~· (~0n~titucicnes 

escritas. docurr.2::t-:~, QU€! son vt;.rdaderaz leyes 

fundament1l~s, s.:m también el pr<JCE:di;i1ier.tc técnic? má::; ad~c1.1a~10 

y efi:a: q~e e:~1~t~ vara la lim_tac1ó~ de la5 ac·ison~3 de l0s 

g:)bernant;::::, o SE: ·1, del E.st.J.d:J. 

El 1:1-:~af!.ismo dE· la limitdciC.1 d~l pv:1er med:31;te l.1s 

consti:~cl?nes escrit3S conFis~~ en: las norma~, esto ~s ~3~ 

disposici0nes de la c~nstitución que s~ imp~ne:t a tod0s les 

g:::;bet·nante~, los cuales ne pu<-:den mcd'..ficdt·la.;, sin-:i que de-ben 

de ad~c'1Jr a éstas todos sus act:)s, en virt·td 1-? un ~rinciplo 

esen::::.a~ ü12- ~ir::hc s1.sto:ma, que r,~ Jt:-nomin.:;, la s•1p¿,·er..1c::a de la 

conrt1tui;101L Gr":lcié\:::. a ~st~ principio, S'"! i;r.p·:-::.::. 'i t<:dJs los 

gcbe::':1an '=et, i:=ualqui'!ra qu.: sea la ro·:, 

repr~3~11te:1, ya s~a el eje~utivo, el legis:at~v- o ~1 jud~cial. 

La ~~pr~macia de !as :3n2~ituc~~1~es ~scr1tas, s~ explica 

y que1a justificada por el hech'J Ce- ;-.<:: se :'C1nsid.:·:-a q1:e 13. 

constitu~i6~ es la ley fur1d~mer,tal. la n0r~s st:~r~~5 d~~ 



ordendmiento jurídico nacional, la ~uperl¿y y, aün más, por la 

circunstancia de que siendo 13 con~tituci¿n creac:6n d~ un 

organismo especial. el poder constit11yente - cal1f1cado como 

''SC5ERAN0''-, ¿5t3 110 pu~je ser mcdificad~. si:.c s0lam2nte 

Pd3ilndo a través de una serie de procedi1n1e11tos especiales, 

siempre y cu~:1do se trate de una constituc:~J! ~ígida como la 

nuestr3 

Sie11dc las constitucian~s y, por tanto, el régim~n 

constiturional t1n siste~a t~c~i~c de li~itaci~n ~e! poder de l~s 

gobernantes, de una manera natur::il, l.:i lib.:>rt:id, .:iSOci3da con el 

poder, ha hecho desde los inicios de ~s~e sistema nacido en el 

siglo XVIII, que dichos jocum'2nto5 conteng:ln, C·Jrn,J parte;; 

eser:ciales, dos clases de no::ma.s: Un-3.::i 11.::.wad_\f de d:!..stribu.::ión, 

e11 las ct1al~s se establece la divisi¿n de! p~~~r pa~a ~u 

ejercicio, y, a través de ellas, ~e atri!:Juye a caj.3 una de 13.s 

ramas del mi3m0 su propia c~mpet~ncia. :.1 atra ser1~ de 11orm~s 

son las llamadas de organi:ación y e;1 ella~ se consigna, 

expres3mente, la de::laración solemn~ de 

libertades públ.lLdS recor.oci:las po!.· el E.st:i. .. _!o a favor de sus 

ciudadanos. De esta raaner3, incor~ord11do -!l t~~:to escrit0 de !a 

cons~itu:ión, cierta can~id3d de ~eglas espe:ial~s, que se 

relacionan co11 la a=eptac1ón de lds libe~t3des ~ública~. se 

int~ntó poner a éstas, fue~a d~l alcan~e j~ 1~= ~~:i011e: a~ los 

gobernantes y limitar definit1v3ment~ st1 p.Jd~r. 

Carlos Schmitt, e11 un prof~:nd0 aná:isis que ~ealiza 

sobre el concepto ''constitucién'', se refier-~ d lo qt1e ~1 llam~ 



"el concepto ideal de 13 constituci611'', y afirma quP 

frecuentemente se designa com~ ''verdadera'' o ''a11téntic¿' 1 a U!)d 

constitución, pero sólo por razones politicaE es decir, en tanto 

que dichos documentos resp'Jitdt:-n d 11n cierto ideal de 

constitución. Agrega Schmitt, que además e11 el pro~¿so histó~ico 

por el cual han atrav~;Jado la.s constít11ciones mod~2rnas, ha 

prosperad~ c•Jn tal pe~sist~:1~i3 ttn determiJ~ddc concepto ideal, 

que, a pa~ti1· del siglo XVIII, sólo han sido designadas como 

conslLtu~iJn~3 aq~Jll1s qu~ c11mvlen con lag requisitos de la 

libertad burguesa y que contienen algunas garantias de dicha 

libertad. 

Ld doctrina y la tradición política han reconorido como 

las garantías esenciales de la libertad burguesa, las 

siguientes: 

1) El reconocimie~to expreso y solemne de los derechos 

ftmdai11entale.s del hombte, :le las lib~rtades públic"ls 

individuale~. 

~) La división de los poderes, pdra su ej~rcicio. 

3) Una p•rt1cipa:ión del puablo en •l poder legislativo, 

median~e una adecuada r~p:esentación popular. 

Este conca~to ide~l de la constitución, t~davia vigente, 

en la maycri1 de l·:">S Est:id;.')s de~ mund:- se car3.cteri:.a po:!.·qu~ 

f::ente ~ad€!" del E5tado, se tr~ta ~nt~ tcdo de proteger al 

ciudadanJ ~n :cntrJ d~ 13 ~osibilid3d d& un abus: del pod~r. Los 

~edio: y los mét~do~ de cJntrol scbre el E3tado, se organi:an de 

mejer fcL·ma que el propirJ Estado y se crean, para ello, u11as 

1[1 



segt1ridade3 en contra de posibles ataques estatales, 

i1:tr~:'!:toier.:lo "frenus 11
, limitacion'?s y cortapisas en ~l 

ejerci:1~ del pod~r público. 

D~bid0 a las razone3 expu~stas anter1orme~te, carlas 

Sch~i:t concluye EU andlisl~, afirmandJ q~e lo característico 

d~l Estado je [~rache l1ber1l bu~qu¿s es el e•?EplazRmiento de 10 

p0líticc; la l!m1~a=iSn por m~di0 del est~blecimientc de normas 

de trdas lar: manifestacio:1es de vida d~l Estado y 13 

t~ansfcrraación de la mayori3 de sus act1vidade~ en competencias 

limitadas, en principio y riguros3mente circunscritas. (2) 

Sin embargc. la decl3ración solemne de las libertades 

póbli:3s, sig~ifica automátic~mEnte, el establecimiento de ~nos 

princir:~s so~re los =uales se basa 13 unida~ p0litica de un 

puebl,,, y =uy3 vigencia se recon0ce corno ~l supuesto más 

impo1·tar.~e del surgimiento de la formación de esa unidad . 

. ~simismo, no ::abe la menor duda, que el principio de división de 

poderes y la participoción del pueblo en el poder legislativo a 

tra~4~ 1~ una ad~cu~da represe11tación popular, constituyen 

cont:.·ol de pacer; 

del régimen constitucional como medio de 

pero tal y com0 quedó establecido 

ante~io~rn~nt~. ¿l po~~r deb@ man~ener un equilibrio qtte ni se 

i1.~l¡1:2 ~~~ · 1 ·":~t~ h~c¡d el ladc del orden, desplazando el 

a.s;:~:!:.' ¡J::.:: < .. , !11 l:.:1c i a e: lJ.j:J C-? la 111:<?1 t=.d dE-saparecien::lo 

t?l c!·C.~n. 

1.2 E:. PRHl-EIO DE SUPPEHA:IA C'.'.:NS':":7UCI'l!lAL 

t! f:incip10 de s~premacia co:1st:tt1cional de11ota una 



cuali:~ad -::n la :-·Jnsti:'..1ción ju1:idL:") positiva que, lógicame~1·:.: 

hace que 4sta ~~ c~:1f1111e como ''LEY FUNDAMEtJTAL CEL ESTA[O''. 

Entraña p.::r end2, que diclu. c·x •. ..;;titu.:.:.ór, 5e_-1. ¿l onl'2nam1i=!1lJ 

bárico de toda la es~~l1ctur~ jttrid1c.1 est~tal i:!S d.::ci!."", el 

cimiento sobre el que re asienta el siste1na n0rmativo d¿ dPr~cl10 

en s11 inte~ridad. Est¿. aden:~~ impli~1 1u~ ~1 

ordenamler.to cJnstit11ciona.l expr(-sa. las d;;;cisi:ne-t' fund.Jm~nt.ü-:-s 

los obje~ivos mismos de los fact(.res r~ale~ de puder de una 

soc1~dad, siendo al mismo tiempo 13 fuent~ creativ3 de le~ 

órga11os primariGs del estad~, la demarcación de su competenci~ 1 

la n0:.·maci6n básica de su hum:.;.na. La 

Fundam~ntalid3d je la C~i:s~i~t:ción, sig1~i!:c~ t3~b!~11 ~t:e ~st3 

es 

que 

de 

la fuente de valide:: f·:>rmJl, de todas ~.as n':-.:.·!•~ '1~-· si::- .:~1w.11::ia.::. 

componen el derecho posit~vo, así como la ''superlegalidad'' 

sus disposiciones preceptivas, en la t9rminologí3 de 

Hauriou. 1 3) 

conforme al perlsamiento de r~1~~11, la ('~n=~ituci¿:1 

jurídico-positi~a o 1'material'' como tamb:~n la !l1aa, tiene la 

11 func1óu -=:s~ncial'' con:::.;1stente en "r,:;-Jt.lo.r lv: :rr;.:r:v.:; "l ·::l 

procedimientc de la producci511 juridi:a g¿nEr3l. es deci~. ~e la 

legislaci6n, re•JUL:ición 

fundan-::ntal'' q;,¡e tiene, e se-a, Je ord·~-:1.-:rr.~··n~:. fund\t::-1·_,_. ·.!-= 

todas las ncrmas secu111ari3s (4). El J~l~~- :~11~L:lt0 :~·r1e Xi~r3 

Her as, refirié:1dc-s-a: a la Fu!1datr.ent a:!. 1:1.ad : . .:.·n.:':itu -:ior;.~l. J.s"?:;,~:~· a 

que "Est2' .:arácter ft::idam·:-!:tal quE- c?n~ed-:: a ~1 2~::·~-~:uc_ 1).1 la 
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nota de ley suprema del Estado, supon¿ que todo el ordenamiento<­

jurídico se enc~rentra condicicnado por las norma~ 

cr:nstitu..::1on=tl'·S1 y :iue., ninJuria a 1.1tor1:3ad r:~tatJl tiene más 

poCet~.¿.5 quE- les que 11~ recor.uce la ·.::onstil11c1ón, ptte.s dé ella 

deper.de la leg:~1midad de todc ~l sist~ma de n0rmas e 

instit·Jc1 .... ,n~~· qt:"" (":,n.p ... m""n aqL:él crde-ri'lllllet:t<." {:) 

Ah·.:r.:1 bien, tr:mandJ .:i:yun-::i.s ideas d'=l ma-=stro Bur;ca, si 

la co~stituci~n ~~ la ''ley ft:ndame11tal 1
' 1 e11 los tér~inoa antes 

axpresadcs, al mismo tiempo y pcr modo impresci11dible es la ''Ley 

supri?maº del Estado. 11 Fundamentalidad 1 supremacía'', por ende, 

son dos conceptos inseparables que denotan dos cualidades 

concurr~11tes en toda con3titu~i6n j11rídico-positiva, o sea, que 

ésta ~s suprema ~or ser fu11cl1mental ¡ es fun~3mental porque eE 

s~prerna. Ei1 efe~to, si la ccnstitución no estuvies~ investida de 

::;uprer.L:tcia 

del Estado 

dejaría 

ante la 

pud:esen 

de ser fund:i.mt?nL.) de la •.:!5tructura jurídica 

po~:bil1dad de que las normas secundar!as 

sin carecer de ~alld~z formal. A ld cont::ariarla 

i~v0rsa, el princip10 de suprF~~cia constitucional se explica 

lógicamente por el carácter de ''ley fundamental'' que ostenta la 

constítuci.Sn, yJ que s111 él 111) !Jabría ra:ón para que fuese 

supr~md. ?~r ello, en la p1rámid~ K~l:~aia11a la co11stituci6n es 

la ve= :a baf~ y la cumbre, !J fundatorio y lo insuperatle, 

di::nt:.::: d-2- cuy:'S e::tri?i\K.,:: ::-:- rr:t<?ve teda ; 3 ~structlr::-a ·11tal del 

EstJ.d..:-. 11 (f) 

En efec~o. atendi~ndo a qtie la :onstitt1ción es la 

r-:·:Fl:?sió:1 t¡orn'.ati·:a: de ~a~ d.e...:~isioi:es fundc-.n,entales de carácter 



politice social, económico, cultural y religioso, así comJ la 

bas~ misma de la estructura jt1rídic.J. del Estado que sobre ~stas 

se ~r;3n1za. de~~ ~u~cpr~E~rv~rs~ ~~~11te toda a la actllac:t11 de 

los ór;ranos E-st~r.ale::: c¡u.:;. .::llJ m·~.~m.J. ,:rt?-1; por lo tdnt0, la 

51:prema: i a. de l~ Con~tituci611 implica qtte ésta sea el 

crd2rL:1.:nii?t'.t•:' ''cús;-1.:.~" de todo ~l dtrt-:-i·10 pc.,J1tt\'<J 1-?l Esta~J, 

sit·:a=1ón qui: la cunvi~rte en ~J. ín:li.:1~ de \·a:1.:h ... :-: f r.nal de 

tcdaa l3s leyes s~ct:11daridS u Jrd:nJr:\~ que fo1a1,,: ~1 s1st~1na 

jur!dico estatal. e!1 ct1a11tJ q11e ni11gt1na d~ ellas d~be ~ponerse, 

violar o simplemente las dispos1ci.:mes 

~onst1t11cion3le~. Por ende, si esta oposición, violación o dicl10 

apa:.·tarnient.:-i se registran, lJ ley ::iue ~rovoq·lo? estos fenómt.:n·:.5 

''nula'', ''invalida'', ''1nop¿runte 1
' 

cada vrden co;1stj_t1Jcion.=-il concre.to y e..specifi~-:c .:.c.5t.cibl•.?Z:;~. 

11 El l"3conc:imie:1to de une. nc·rmac:_.~n p:..·~vale:·.te E.-41 

diverso~ pais9s y en diE:tintas épocas his;óri.::J.'., condu::e a la 

c.n .. ·..:luo3it:n dt~ que el principio de- s·.tpr'"='m;cid con.s~1t11clonJ1 

tiene una inC.iscutible antecedencia en el dt=-c:r.sC°I d-c los 

tiemp'"JS. A::.i, ya. Cic:rói: Labla!J~1 J-::. :a ":wt.1 l~:..:" y de- l.:t 

''scripta l~x··, afirmandc1 qu~ éGta, como pr0jt1:~c a~ 13 v~ltintad 

hu~a~a, 11~ debía con~r3riar a 13 prim~ra, q·.!~ ~r3 13 q·.~ ;·e 

derivaba de la. na~ur~lf:a j? l1s cGs.~2. E11 ~l p~:1. iNi~.!:~ 

jurídico de la Edad l·!edia, ttii<J de :u1·c.s pr1:·. ~ l:Ja:e e-·:p.:.n-2nt .:os 

fu= sar. to Tomás de Aquil:·:, tambien se hal:.il ~- ::]¿ 3chorji1: ..i.~ ió!1 

de las leygs human~s 



i,aturale~. Por otra parte, no debe olvidars¿ la jerarquia 

no::rré.t:.va que e::istí.::. er. i2': Dere·.:ho E.3pJ.ñol d•2l medioe·:;::, en el 

consuetud1n<lrias y amta; a su ~e:, los pri)1cipioF del o~recho 

Natural. integrado por reglas der1~adas d~ 13 nat~irale~a del 

homb:·e como criatur! divina. En los r~gime11eE coloniales 

ingl-ases se prcclamó la s11p;;-r1orid:id :!e las leyes de Inglaterra 

sobre las constitt1c1anales y las leyes locales de cada colonia, 

proclamación que sirvió de antecedente inmediato al principio de 

su¡:;rema:ía const1tucional establecido en la Carta F1:deral 

NQrte3mericana de 1787." (7) 

1.3 LA SUPREMACIA CONSTITUCIONAL EN EL DERECHO 

MEXICANO 

El principio fundamantal sobre el qu~ descansa nuestro 

r~gin~n ccnstitucio~al es la suspremacia de la constitución. 

Vi~imas bajo un r~gime11 inst1tuc1onal en el que sólo es suprema 

la :cn•t:cuc1ón, y por consiguiente, todos los poderes y 

at1~or1~Jdes, es <lec~~ -~~ ;:~~rn~nt~~. y todos los habitantes de 

la Repü~l1ca, lo~ g2b2rnadJs, esr~n sujetos a los mandatos 

imperat¡vos y sot~~¿no~ d~ la Constitución Política que nos 

rige-. 

A~i ~ues, la fe~er~~itn ~0~0 form~ d¿ Estado, sólo puede 

:en~~ :r,ffip~t~n~l3 para l·=·~ ~~t~s y fun=1Jnes que delimitó 

n~~~:rJ códi~0 ~~lít!~~. s1;~ t~Vdd1r la esf~r~ de acción y las 

a:riLit~iJnes pro~1as de los E3t5dos, salvo una previa reforma 

:011stLt~c1~~a: :ie~3da a c~bc por los m~eics, procedimientos Y 



órganos que la m1s¡na constituc:.ón establece. A stt Vi?Z los 

Est3dos que tiene-n podt=>res y cc,rr.p.:-tencias r2servrt:-}:is por la 

m1~:na Constitución ..o-n todo ~qno2llo qt:t? no ha::·::. .:::idv e:.:.pr~.sament~ 

con·:.::d.:.do los Peder~~ Federal'=!s, no pued~n tampoco ensanchar 

e.sos podere:=; y comp•.?ten-:ias sin previa ::i.mpliación de sus 

facultad~s act:1ales por nt1estra L~y Fundame11ta!. y si de :a 

Federaci6n y las Entidades pasamos a lo~ órga11c~ re~~~ctivcs e11 

amhoE niveles de Gobier110, nos enco11tra~~s co11 igu~1 restr~cciót: 

y limitación, pues los tre~ poderes Federales en que de acuerdo 

con el articulo 49 de nuestra Carta Ft1nd~mentol 1 se divide el 

ejercicio del supremo Poder de la Federación, sólo ti~n¿n lai 

facultaies expresarn211tE enuraeradas y fijadas por la propi3 

Constitución. En consi?cuencia les a·::t.:i::; ·:".:: -;.J·?ct::-'?P. f•;e1·.1 e~~ 

esas atribLlcione~ expresas, deben co11sid~~arse C)ffi( nul:·s 'l s1n 

vale:-, pcr carecer de la coff.pt: t~n - .. a cc.:.st it1.;.: lonal 

ccrr~spc11diente, pues se trata de órga110s ?st~~~l~s fej~r1leE, 

care11tes de sob~rania y que s6lo puede11 d:sfrutar de la~ 

fa·:'.~ltade::: y con:c:i0ne.:3 e:·'.pre~· . .i.::. que 1-:·::- h:L. :;ic.1 C•Jnfr=r1:1:a~. 

por nuestro código politice. Y ~::;,:i m:..smc pTl'='d~ d>?..;!.r.5-? de los 

ór;anos de g0tier110 de 103 Estad~~. Es P'r ~llo que los ¿rgdn·:S 

estatal¿s. de creación 1 vida d~riv<ldas ~~ !a Cc¡~stitu~i·~n, 

nunca dabe11, ju~fjicamente habla;~d0, v:olar o rci1tr~v~11ir su~ 

disposicicno:-s, pu~s serie. ,1n abs1:rd-:- q'.1e a Urd .::'.it:o;..·L:~.:.c1 

constituiCa por un ord2narüentc, lo;- ft:era -:.a.bl.:- l:1f: ~r1gi!"].). 

Mas evi1ente se hac~ el princip~' de 1~ ~~c~~1si•11 

supremucia de la Constituc~0r., cuando no~ !.-eferim:•s 1 ;t,.::- ni al111 
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el pu~blo mismo qu~ es en qt1ien reside esencial y originalmente 

la soberenia 1tacic~al, d~ acuerdo con el artículo 39, puede 

considerarse ccmJ scbera11~ 3rtitr~ri0, dent:o de la estricta 

teoría constitttcional, irresponsable y con capacidad de eject1tar 

actos e11 cualquier tiempo y sobre cualquiera mat~ria sin 

restr!n;ir lEgalmente su prJp1a vol.111tad, En efecto, en nuestro 

i·égime11 1nst:~ucional es cierto que, conforme al mismo artículo 

39, ~l pu~blo ti~11~ ~1~ tndo ~: tiemp·· ~l i11ali~nable derecho de 

alterar o modificar la forma de stt gobierno, y que todo poder 

pdblico emana del pueblo y se instituye para su beneficio. Esto 

nada mas quiere decir que el pueblo, de acuerdo con los 

artículos 41, 49, 50, 73, 80, 94, 103, 104, 133 y 136 de la 

Const~tuc1ón, sólo 

normales, durante 

puede ejercer 

el pacífico y 

su soberanía en tiempos 

legdl funcionamiento de las 

instituciones políticas. por medio de los poderes establecidos 

por la constitución misma y eso, en los términos fijados por la 

Ley Supremo. 

Huestro sistema de gobierno por voluntad del mismo 

pueblo mexicano, de acuerde con el articulo 40, es el de una 

repübli~a representativa, democrática, federal, regida por una 

Constitución Suprema según los articttlcE 133 y 136. Esta sólo 

serA modificada en los términos y por los órganos políticos y 

los proced1mient0s ~s~ablecidos en el articulo 135, quedando en 

di~hcs preceptoE con~ign3dos expresamente los principios 

fundament3les que 110 pueden ser violados, ni mal interpretados, 

:li d~!.·ogado;::; por la actua.-:1..Sn directa del pueblo sin que se 
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destruya nuestro r~gimen constitucional. De otro medo daría 

lt1gar a la anarquia de un pueblo sin institt1~iones, ni frenos 

jurídicos, n1 gobiarno, o al d~fpotismo de un !1on1bre o j¿ u11a 

vligu!"'quia que m111e:;t? a fi'J capricho al mismo pt:eblo utilizándolo 

como instrumento. 

1.4 EL ESTADO ~E DERECHO Y EL PRINC!P!C DE LEGALIDAD 

La consecu~11cia inmediata que ~o deriva de l~ supremacía 

de la Const1tuci6n es ~.:·l principio JE legal idild (•,..,!!: :.i:·.v: 3.~ 

Derecho público contempor~neo, e11 los gobi~r11os d~moc1-~ticos qt!~ 

rige11 ac~ualmente casi todos los pueblos de Europa y de Amé~ica, 

la conquista más trascendental y efe~tiva en be11eficio d~ los 

gobernados es la consagración del principio de legalijad, es 

decir, la existencia de un orden jurídicc· ~r~ado ~ orgai~i:Jd) 

por la constitución. E11 virtud de él disfr~ta11 d- seg11ridad~s y 

garan~ías los habitantes de cada país, y~ s~~ q~:~ ~e c011~ig .. en 

en favor de ellos derechos considerados como ft1ndam~11tal~~ y no 

sujetos a las modificaciones constantes que producen el capricho 

o la voluntaj de los agentes del gch1erno -Pail.a111~nloE o 

Funcionarios Ejecutivos- o ya sea por m~dio de lao limitd:icnes 

que la Ley suprema ha establecido en las competen:ias p0lí~icas 

y constitucionales de cada uno de los órganoo del Est•do. Todo 

ello se traduce en un bien social colectivJ por: le.. s::pr•::sió11. C.·"?1 

despotismo. 

La 6nica formula práctica de 1nsti~Lt1r el PY~n·:ipi.: d~ 

legalidad es la consagra~ión de la supr¿w~cia d~l E~tat~to 

Constitucional con las dos consecuencias !nm~diatas Y f,:rzosas 
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~ue se 1erivan ds ella: que :a cons~it~ción sea es:r1ta y que la 

constitución se3 ~ítida. 

Lis vent3Jas de u¡~a Constituci.~n escrita son evident~s. 

t:'l::: ha:-en efec~ivo el principio de legalidad, 

con.s:.1nandc e:·:pres3.ment·: en t-2rm~11os ::1eq11ívor:0s li:-s der1?cl:'Js 

quE- r.;c..:nc-·~·-21, Y las 1arantia~ que cfn=~c-:·n a lo.s gobernados, 

pr .;.~ t -:·1 ándclo!: ª"' Jrbitrar:if·d;:i-~ y :apri~l1c de los 

públ ÍC·:>S. cua1:to po":qt1e e~tablecen con toda 

preci~1ó11 y f1Je:a el nümero de los órganos del Estado, las 

atribucionPs de cada u110 de ellos y las limitaciones de las 

fa~ultades que les son confer1dad. Evitan de este modo los 

conflictos de poderes, que a la postre se traducen o en la 

anarquía política con d&trimento de los mismos derechos de los 

ciudadancs, o en la preponderancia despótica de uno de aquellos 

órganos 0 Poderes, que, aprovechando la falta de delimitación de 

f!ct:lt3de3 ~~ ::.~ :asof de constituci0nes no escritas, se 

t~ansformarían en un poder absoluto o despótica, lo que también 

sería de fa:ales consecue11cias p3r3 los derechos de los 

gcbarnadc&. 

Por eso, dentro de un regim~n de gobierne como el 

nuestro. en teoría, sobre la supremacía a~ la 

co1¡stitnción, s.::>n :onseci.~enC'1as fatales que ~sa Constitucién sea 

e~:ritJ y q~¡e ?ea r!~ija, y con rn3y0r razó11, dada la forma de 

fet.!-::.·al qu-:: her.tos 3.dc¡:":.3.dG. Este requiere como 

fO!'ZGEa <?f2'S dof últimos requisitos, ya que no se 

:ll s-= e:q:'ll ico. Un3. ftde:::i.c if.n 3u:eta a prácticas 

l? 



ce:•~· :o?t 1.::'!ina::-13.s y a 

Tr1::.:~na~.;.::·, sino qn.;. -:::-:is;·.:- .:-ot!lo cJ.r:tct'2ri~tic3. e.:;t::r l"t?gidJ p:--:· 

·.in r.::5.t·:':~~. orgáni-:: fijo y por lo t./:L'.:...:· -:-::.~ri~·~· y :1:-::-, .::-unqt1-:? 

m:-(.!i:abl~. s5lo pu~d~ i~rl? com~ r~Jl- ]~ .~r1: ;~.~ 10s 6~gan1~s 

vez dos soberanías, una general, L1 :1.::- la Feder 3.c ión, y otra 

loc3l. la de las Entidade.s Fedo?r3ti•13.:; qt:-: l:i int.:gran, estando 

repr.::-;.~11t2dos cada 1ma de ellas poi· d1ver.o>·:,.:.· ór~anos políticos 

con funciones propias. AdemJs es :iece3ario cc11siqnar 105 

derecl1os fundamentales reconncidos y prot?gidos ~n favor de los 

individuos para su d~sen~clvimi~nto fisicJ, int~lectual y moral 

y qu2 ao d.:bén se!· ~stcrbados ni destn:íd<'E poi· las a 1·tiv1d3.dPs 

de los órganos d~ Gcbier110 Fed¿r3l~s o Lo··¿l~s. Por t~!~t~. 3510 

es posible 10g~3r esos fi11~s con31qaandc ~xpr~~e~~nt~ y de ~111 

manera categórica en u113 Constituci¿11 escrit~ :~11 ~s ~l 3lca11~e 

autonomía política de 103 Estadc·:--·; .:uál l, .: .. uum~:·r.ici,jn 'i :: 

límites de la.s facultad.es ccnferida.s 3 c:::dá. 1111c: d~ :)s órg3no:-. ) 

pcderes en qt1e se divide el ejercic!0 d~ 13 ~=~~1-];:ía de! Po~~= 

Federa!; y establec~r los d~rech~E i~dividua:2: 1 la m~~~:1 ~~ 

garantizarlos por medio de pr~ced1~ient)s jt:~~lic:s ~ ~~11 !3 

intervenció~ de de~~rmin3dos poder~~ públ¡c~~. dere:l10· 1u¿ ~e 

consignen en fav)r de los habitant~s d;l Paíe 

Solo de esta manera se puede ::i.lej :i.:· 1} in:erti:lumbr:'7, 
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es~ablecie11dc en forma permanente y concreta en textos escritos, 

las norm3s j~:ridicaE que rigen la orga11i=ación del Estado 

red~ral, el funcionamiento de sus órganos y la protección del 

t1:div1duo. Esa Constitución además dt:;. ser escrita debe s¿r 

i·iq1~a, es decir, no estar sujeta a las fluctuaciones co11stantes 

1e l~ vo:untad c~prich~sJ o impresion1bta de los Poderes 

C~~st1tuídJs del Estado, que par m~di~ de los procedimientos 

_.)ffi~ll·<?~ los que está sujeta toda la legislación ordinaria, 

modifica~ia11 de contin110 las bases ft1ndamentales del régimen 

federal, ca~sando trast0rnos y cocsecuencias políticas y 

jurijicas incalculables. Es conveniente que toda la legislación 

se re:ser'.'t? al órgano legislativo crdinaric del Estado, así como 

las f~::1c11Jnes administrativas y jt1risdiccionales a los llamados 

poderes Ejecutivo y Judicial, es decir a los poderes 

constituidos. creados y reglamentados por la Constitución para 

esos fines pero también es conveniente y político que la 

alteración o modif 1c~ri6n de 13 con~titución no quede en manos 

de esos Poderes c~nstit11idos, creado5 por elld, ni sujetos a los 

~1smos pr~ced:miEntos que la legislación ordinaria, si110 que 

deben re.servar..;¿.. a un suprem.:; poder privilegiado, al órgar.o 

ccnsti:.uyent.:- Ce::. Estado y suj-:_.tarse a trámite.; exct:pcionales, 

]•) c~11l 1á t1n carácter de rígid~= al Estatuto Org6nico con 

b~:•e:ici.) n;¿¡¡·.i.fi~.;t,: de l.=i: In&~itucione2 y dt- los derecho.3 de 

t.:.3 qoter:::i.dJ.s. Asi es :-om) h;.- .:¡u¿.d3dr:; -:stabl~ci:!ü en nue=:tra 

E.·ll el a!.~tic11J.o 135 e1: ,::incordancia con los 
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Las consecuencias inm~diatas ~u~ se derivan del sis~ema 

de las Constitucion~s escrit3s y rígi~as ~s 51 est1bl~c·~r u1:a 

diferencia entre las leyes propiament~ llama~as ~011stitucionales 

Y la legislación ordinaria, a la v2z q·_¡e un:i d:...stinci611 ent-.ri? el 

poder constituyei1te y el órg~110 tegisl3tivn del Estajo. La3 

leyes constitucionales so11 11s co11si;:1adJs ~n te~to e~pr~EC e11 

la Constitución y las que organizan po1ític.'.\ y j11ríd1.:an·>?:1t~ el 

Estado, fijando !os órganos del mismo, dctándolos de 3tls 

fac~tltades marcando la limitaci611 de lt·S poderes de las mis1nas y 

las responsabilidades en que pueden incurrir, a la v~z qt1~ l3s 

relaciones de ellos entre si y respecto de lo~ gobernad:.s. Y 

todas esas disposiciones son de c3rácter estab!~. perma11ente y 

preponderante ~especto de las dem~s disp,~:ci0n~3 legales 

complementarias del orden jurídico establecid ·en el EJt1d0. P)r 

lo tanto, no están al alcance del poder legislativo comú:1, que 

no puede !li derogarlas, ni reformarlas por quo?dar fu~ra de las 

atrllrnciones de la ccmp~tencla co11stitt1cional qt1e les ha 

reconocido el Estado. 

y est3 restricc~ón a la sob~~ania por ll~~1~rl3 asi, d~l 

poder legislativ0 .)rdinario qu~ h, :¡:1~c!a:lc, inrapacitado pa::J 

reglamentar y alt@rar las d1sposici011es fund~re~1t3l~s cont~nida3 

en la constitución, ley sup1·~~~ e~l pai:, ¿f lJ may)r garai~hía 

que puede haber del rrifiC:~:o de l~ga!J~Jd d~l :·~g:men j¿ 

in~tuticiones, o Bea del Es~ado d~ Der~:ho qtl~ debe ex~sti:, 

ccnforme al Derecho público cont~¡npcráno;:.0, En ef-=cto, la 

creaci611 de un poder co11s~itt1yente autorizado ~t~i~am~nt~ por la 



constitución para derogarla o modificarla por medio de los 

procedimientos espe=iales y sol~mnes consignados en la misma, es 

la mayc•r gar i:itiu de estabj lidad del régime11 legal, del 

maGten1mi0nto d&l reinad~ d~ lJ Ley en la ~ación. 

Hoy dia y~ :10 l1ay tratadista que no propt19ne el 

est3blecimi~nt 1 • y la cc!1sol1dlció¡1 del Estadn de Derecho y que 

no denP.:e.strt q 1.1e sólr) se puede vivir pacífic;:i, 1 justa y 

e~t1itativam~11te cuando las instituciones y los gobiernos se 

apcyac en el principio de lEgalidad. Porque nadie es capaz de 

sost2net~ que el Estado y por ende les órganos de gobierno que lo 

constituyen sean absolutc.s, or.mip-:itentes y puedan ejecutar actos 

sin restri~ción ni freno. P~r el co11traric la doctrina unánime 

de los trat~dictas 1 at1nque funJándose en razones y principios 

diversos, 3c2pta como una verdad indiscutible en el derecho 

público actual, que el Estado esti limitado por el Derecho y que 

el poder públicc está, o estará muy pronto sujeto a norm3s 

juridi:3s y no al capricho n a l• volunt3d do los gobernantes. 

Ougt1it en el ton10 I!I de su ''Tratado de Derecl10 Co11stitucional'1 

dice: "El estado está subordinado a una regla de derecho 

superio= así mismo, que él no crea y no pt1ede violar; la 

limit5Ción del Estado por el d~recl10 es preciso aceptarla, 

cualquier3 que sea el fu;1d3m~11to qt1e se dé 31 derecho; no es el 

E~t. :::l:-• c¡.;~en ::rea el Oer-:.ocllo¡ hay un derecho sir. él, encima de 

él, ::i.l la.C.o de .fl; así es, ~s preciso que sea así, sin esto no 

hay c:vili:.~::ión po::ible, no hay más qu~ despótismo Y barbarie". 

''El princiFl·) de !egalijaj s~ pu~~e forffiular así: no hay 
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un s6lo órgano del Estado que pueda tomc.r una decisión 

individu3l que no sea confo~n1e a tina disposición de carácter 

general dictada ca~ anterioridad; éste es el principio 

esencialmente protector del ií1div1dttJ, y s~ puede decir qtte na 

tiene, que no puede, que no debe ten€r excepci·S11. Un3 Sjciedad 

que no lo reconoce, o que reconociéndolo le pone r~serva o 

excepciones, no vive en realidad baj~ ttn r~1im~n a~ ~stado a~ 

Derecho". ( 8) 

En una síntesis del sistema descrito, podemos decir que 

la soberanía popular se expresa y personifica en la 

Constitución, que por eso y por ser la fuente de los poderes que 

crea y organiza, est& por encima de ellos como ley suprema. 

Así Xifra Heras, entre otros tratadista<:, al ;:inali:ar 

dicho sistema, cuyo principal postulado es la ''supremacía 

constitucional'', 

fundamentales: 

apunta las siguientes con3ec1.•encias 

a) La imposibilidad jurídica de que Jos órganos d~leg,,en 

el ejercicio de las competencias que les ha atribuido la 

constitución, pues los diversos potler~s ~Ofitilituid0~ e~istan en 

virtud de la Constitución, en la medida y bajo laz condiciones 

con que los ha fijado: su titular no lo es de :;u disp0sici¿n, 

sino solo de su ejercicio. Por 13 misma razón que la 

Constitución ha estatlecido poderes diver.só3, disti:l'tcs y 

repartido los atributos de la soberanía entre diversas 

autoridades, prohibe implícita y nec~sariame11te que una de los 

poderes pueda de.::cargar sobre .,:,tro su cometido y su funcié!l: de 
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la misma manera que un pod.er no pueC.e usurpar lo propio de otro, 

t3mpocv debe delegar lo suyo a ~no dis~int0. 

b) El cont~c: de la constituc1onalid3~ de las leyes que 

se impone a rai: de la necesidad de qtie la Constitt1ción debe 

c~nd1cionar el ordenamiento j11rí1ico en ge11eral. 

2. CONTROL DE LA CONSTITUCIDNALIDllD 

2.1 LA DEFENSA DE LA CONSTITUCIO!l 

El respeto debido a la Constitución tiene que ser en 

principio, espontáneo y natural, sin embargo, este principio no 

implica que la Constitución no pueda nunca contravenirse, 

hipótesis por lo demás irrealizable. Toda constitución es 

susceptible de infringirse por multitud de actos del poder 

p6blico, posibilid•d que ella misma prevee. Tan es asi que 

establece los medios j11rídicos para impedir o remediar las 

cvntravencione3 que las autoridades del Estado suelen cometer 

cotidianamente a stts mandamientos por una gama de múltiples 

causas que seria prolijo enunciar siquiera. En otras palabras, 

t0da cc~s:it::ci~n ~~~v~e a su a11todef~nsa instituyendo sistemas 

de c011ttcl de divers~s tipos. 

Ea efecto, además de las declaraciones dogmáticas qua 

pr1')Cl:i.man las decisiones fundJment·al~s dt que ya hemos hablado 

de la i~•stitucifn de gar':intias er. favor del gobe1-nado frente al 

pcde:- púb!~:o estat~l y de la es~~uctura gub~rnativa b~sic~ del 

Es~ae0, la con~titución estatlece un conJunto de instrumentos 

aC.jeti·;("-; o pro::esa1.es d-? diferE-nt.e ..:arái:ter para que, mediante 

su cp1?::3tividad, :-:i:! pr~s~rve y m.int1211g3 ~l crden jurídico que 
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crea Y del cual es la ley fundamental y suprema, traduriéndose 

dichos instrltmentos en lo que se llama la Ju~iJd!cción 

Constituc1ollal. 

La di=-fe11sa de Con:'5titución consiste en la 

nulificación de los actos que la contrarian. La defensa de la 

Constitución debe levantars• frente a los pode~es públisoe cuyas 

limitaciones son el objeto de la pt-opia Constitución; esas 

limitaciones de 

relación con 

los 

los 

poderes 

individuos, 

entre 

sólo 

sí y de los poderes en 

pueden ser saltadas e 

infringidas por los mismos órganos limitados. Por lo general las 

leyes secundarias se preocupal1 por proteger, en las relaciones 

de los individuos entre si, los derechos que la Constitución 

consagra con el nombre de gat·antías indi'dduales convirtiEcndo en 

delito su violación; pero esta medida no se adopta p1ra 

salvaguardar la Constituci611 sino por estimarsP que el acto de 

un particular violatorio de garantías individuales ~n perjuici~ 

de otro particular, engendra un malestar en la sociedad que 

merece ser sancionado como delito. La Defensa típicamente 

constitt1cional es la que se erige para contener a los pod~res 

dentro de sus orbitas r1spectivament •. 

Concretizando lo anterior, en el dramático ju~gc entre 

el orden el poder y la libertad, nos enr.ontr~mo~ con qu" la 

necesaria limitación del poder, o bien del pcd~:· ot01·gado a los 

gobernantes en beneficio de las lib"r~ades lndiviclnale:i" ha hecho 

que la técnica jurídica cree lo5 conceptos juídícos necesarios 

del régimen constitucional, la Constitución escrita y las 
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solemnes declaraciones de los derechos del hombre, todo lo cual 

comprende lo que es llamado por los jurista~ el Derech~ Público 

Nacional. 

Y necesariarne11te debemos enfrent3rnos con un problema 

esencial, el de la fragilidad de los derechos individuales 

públicos, aunqt1e éstos hayan sido reconocidos y declarados por 

el Estado y la posibilidad de que el poder pueda llegar a 

olvidar, menospreciar, o francamente violar el Derecho Público 

Nacional, o sea, la Constitución escrita, así como los derechos 

del hombre, lo que desde luego, plantea la necesidad imperiosa 

que existe de prevenir el que se suscite una situación como la 

apuntada y de la exigencia de garantizar, tanto la vigencia como 

la inviolabilidad de este Derecho Ptlblico, con lo que 

naturalmente se hagan fracasar tanto los actos como las 

decisiones de los gobernantes que sean contrarias a las normas 

que limitan sus acciones. 

a) Teoría de Jellinek: 

El gran jurista alemán, Jorge Jellinek expone en su obra 

"Teorí3. General del Estado 11
, los diferentes medios que existen 

para garantizar el Derecho Público y a ese efecto, Jellinek 

afirma que, como en todo derecho, el Derecho Público reconoce 

tres clases de garantías: las sociales, las políticas y las 

juridicas. 

1) Respecto de las garantías sociales del Derecho 

Público, Jellinek considera que las grandes fuerzas sociales, o 

sea. la rE"ligijn, las cost.umbrsrn y la moralidaC social esto es, 
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totalidad de las fuer:as culturales y a su vez, las 1ue éstas 

crean, y los efectos que prodt1cen, inflttyen constintem9nte tanto 

en la formación como en el desarrollo del Derecl10. Co~únmente, 

estas fuer:as actúan de una f·.Jrma general y 111..i en los ca5os 

jurídicos particulares y es por eso mismo qt1e las gara11tias 

sociales, aú11 cuando so11 capaces de asegurar la validez de un 

derecho, solo pt1eden gar3ntizarlo de u11a u1anera iinp~rfecta y, 

por consiguiente, el Derecho mismo re~ulta también imperfecto. 

2) Las garantías políticas, consiste11 e11 las verdaderas 

relaciones entre el poder existente y los factores politicos 

organizados. La garantia politica más importante en la 

organización del Estado, radica en la 11aturaleza de la división 

de los poderes que tal y como la concibió Montesqui~u. es 

precisamente una garantia primordial de la libertad individual. 

Asimismo, podernos considerar también como una gardntia polít¡ca 

del Derecho Público, la distinción entre el poder constituyente 

y los poderes constituidos, e igualmente pueden considerarse 

corno tales, la irreformalidad de laz decir;icnc~ políticas 

fundamentales, asi como otras del mismc linaj~. La~ garantias 

políticas segón Jellinek, tienen en común con las garantías 

sociales, el hecho de no ofrecer una seguridad completa, y el de 

ser, por tanto, también imperfecta. 

J) Las garantias juridicas se diferencian de las 

sociales y de las políticas, según la teoría del autor al cual 

comento, en que sus efectos son susceptibles de un .:ál.::ulo 

seguro. Estas garantías se dividen, a su vez, en dos gr~ndes 
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categor!3~. cuyc propósito es prim~ramente, el de as~gurar el 

cam¡:i:· de ,3.ccii:-n d~l d-:r12r:ho objeti''º• :. sea el de-1 Dero.:c~10 

Individtial o ~1~11 1 can mayor exactitud, el del Derecho objet1v~ 

o el del Dere:l10 sL1bjetivo. Dentro de est~s gara11tias 

enco:1tra:ric.s la fiEcal1:3ción, la resp0n.sabilídacl indi·:idual, la 

ju~i~~:::i6n y los me1ios Jttrídicos. (~) 

b) T~cría Hauriou: 

Sostiene Hauriou que la materia jurídica necesariamente 

debe ser protegida, porque no basta sólo con que ~sta sea 

reconocida n1 declarada en textos escritos. No es suficiente que 

se recono~ca la existencia de un Derecho. La realidad de las 

cosas, e~ige también que se les garantice de tal manera que, 

tojo e: D¿recho Constitucional no es realmente más que una 

garant~a de lae libertades públicas y asi como en el derecho 

privad. existen la hipóteca, 13 prenda y los demás contratos de 

la mis~) nlturale:a que son garantías para los derechos 

priv3djs, en el Derecho Público deben existir, asimismo unas 

gar-an-:ías específicas para la protección de los derechos 

individualea. Y -~ara ftauriou- esas garantías son de dos clases: 

l~s pol!ticas y las jurídicas. 

Al mism0 tiempc que existen esas garantías de car&~ter 

político y jurídic.:-, que Hauriou llaIT13. ''GARANTIAS GENERP.LES" 1 

¿~isten otras qu¿ el m&ncionado autor llama las 

''~AR~tlT:A3 E3?ECIALrS'', c~n~edidas ei1 co~tr3 de determi11ados y 

pr_,sit:-?s infr-;.ag:dc·; de los dere::hos públicos, ya que éstos 

p•1ede11 ~~r viola~:s ~or los propios particulares, o bien, por el 
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estac".o 

le-•;:.;:3.tiv::, el ejecutivo 0 el judicial. En C(·ns":?:T.::-nci-i., ?~:i 

3idJ ~ec~sari0 enccntr~r un<l !orma dE protec:ión gen~rJ!, y otra 

·:l~ ¡:-:·"'.':+-.;.:("1ón esp>?·:i:.i.l, y;:i. sea qt:e S·? tr3t-:o de) Est.:.c>:r, :~ l·)::. 

p.:;.::ticu!:i.res, e bien de los ¡:odE?res de hecto, qu~en;;. . .- vic lt.>:1 l :.is 

11~~:.·t~de.:; inc!ivid'tiile.s:. 

H3.uri,...,~1 divide, nuevame-nt~, las gar.crnti-i.; ·Jen.::ral¿is en 

otras dos clases mé·s: las garantías constit<:,::ionales y las 

9~·rantia::- mutuJs, que se prestan entre si, l~s diversas 

libertatle3 individuales. Respecto de las gara11tias especiales el 

maestro francés dice que éstas pueden revestir ~l carácter de 

garantías en contra de la jurisdicción repre3iva, o sea, las 

garantías de seguridad, garant i 3.S en contr1 del pod~r 

administrativo, garantías en contra del pod~~ legisl3~ivo y, por 

óltimo, las garantías en contra de los parti··ular~fi, o bien, de 

los poderes de hecho. Las garantías con~tituc!onales y las 

garantías mutuas -que para Hauriou, al igual ~ue para Jellinek-, 

residen :oncretamente en la división existente entre los pod~r~s 

y eso es precisamente lo que hace que Hcuriu di?stac¡ue con 11n 

enfl•is especial, que la gran novedad de la exposición de la 

tes!s de la división de los poderes en el espir~tu ~~ las leyes 

radica en que fue Montesquieu q11ien por p~!m~r~ ve: concibió 

esta división precisaMente como un~ g3ran~ía ~sp~~ifi~1 a~ la 

libertad po~ítica. 

Respecto de las garantías nmtaas, en~ se .[T-?star: '=ntre 

si las libertades püblicas, Ha~~iou sostiene qu~ !s lib.;.rtad por 
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si misma es fecunda y que por ello, el goce de una libertad, 

protege, automáticamente el disfrute de las otras libertades. 

Asi, por ejemplo la libertad de pen•amiento, la de asociación y 

la de reu11!6n, al fu11cionar constituyen ¡3 e11 sí, una garantía 

para proteg•r todo el cuerpo de las libertades individuales y, 

mis aún de la libertad misma. Todas estas libertades combinadas 

tienen como consecu~ncia el respeto y la vigencia del conjunto 

de las libertades individuales. 

Como un resultado del sistema general de garantía de las 

libertades públicas, Hauriou opina que debe tomarse en 

consideración la resistencia en contra de la opresión así como 

el derecho la insun·ección, siendo válido el que pueda 

llegarse hasta el tiranicidio. 

Por último HJUriot1 sostiene que si es necesaria la 

existencia de tina garantía de los derechos individuales en 

contra de terceros, así cerno también en contra de los pode!es de 

hecho. Estas garantías consisten básicamente en la intervención 

estatal, en las relaciones de la vid~ privad~ Y en las 

relacione5 eco116micas, así como en el respeto del principio de 

que n!die tiene derecho de hacerse justicia ~or su propia mano. 

( 10) 

El exámen de las teorías de Jelli11ek y de flaurlou, nos 

cc11firman la ide1 de que la constitución es la expresión del 

or::l.e:-n jt1ridicc-p0litico 

del"iva, así cc!Tlo los 

y también 

tratados 

del D;,rech0 que de ella se 

internacionales celebrados 

co:1~0rme a la pr~piJ constituci6n y que f0rman en Stl conjunto el 
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Derecho Público Nacional. Aún más, es unJ parte fundamental de 

este Derecho Público Nacional y, sobre todo tambi•n es una parte 

de la Constitución, de acuerdo con un concepto ideal de la 

misma, todavía vigente, -e:,iste una declara;ió11 solemne- e11 que 

se consignan las libertades públic•• individuales que el Estado 

reconoce y consagra en los texto6 constitucionales escritos. 

Verdaderamente se trata de la expresión leJal d~ las creencias 

del Estado en la libertad de la persc>na humana. 

Pero, la existencia de ese Derecho Público Nacional y de 

la declaración que las libertade• públicas individuales tienen 

en sí mismas, con carácter de ser u11a seri~ de pretensiones 

subjetivas, abstractas y estáticas, co11signadas en normas 

jurídicas. Así pues, para que éstas en verdad adquieran 

dinamismo y vida es necesario que se apliquen en la realidad y 

tengan una vigencia efectiva. 

Esta aplicación así comG ld vige11cia efectiva del 

Derecho Público Nacional, dl igual que de las libertades 

pü~licas, no puede qttedar expuesta ni d 13 bu·~n& fe, ni a la 

voluHLdÜ ü.e lv.::. yoberndlltt'::;, lut:; CUdle~. pueden llegar a 

olvidarlas, menosp~ec1arlas y lo que s~~ia dÚn mas grave, a 

violarlas hacienCo nugat.:n-ia su declaración por· mas s..:)] emne q~1e 

ésta sea. 

Esta situación ha hecho que la t~rr1icd )t1rid1ca al 

servicio del Derecho Público Nacirina! y d~l R~gim~n de las 
' 

libertades póblicas individuale3, co11 ~l obj2t) de garanti:ar el 

cumplimien+:o de las nvrmas jurídiCé•S qt!e L·l3 .:.:oiH-agra hayJ 
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creado ciertas i11stitucio11es o poderes encargados de esta tarea, 

así encontramos lo~ sistemas de def¿11sa de la Constitución de 

con~erv~ci611 de 13 Le~· Fund3mental e11 tndíl su pureza, y que 

buscan preve111r de que la3 leyes secunctdrias desconozcan, 

malin':erpreten o trairionen el sent id·J de las normas 

const:tucio~ales. 

La C~n5~ituc16n ~s, con10 ya se ha d~~ho, la Ley Suprema 

de una nación, la super:ey, c¡ue tiene supremacía por sobre todas 

las d~más disposiciones y ordenamiento3 jurídicos. Esta 

supremacía jerarquica de la Constitl1ción en el Derecho Nacional 

y la necesidad imperiosa de que todas las otras leyes se adecúen 

a ella, so pena de incurrir en un vicio de nulidad, es lo que se 

llama ~l p~incipio de la suprem3cia constitucional y es 

pre=isamente pcr ello que los mecanismos creados a ese efecto, 

reciben el nJmbre de sistemas de defensa de la Constitución. 

De no ex~stir una defensa eficáz y auténtica de la 

C0!1~t1t11.-i·Sn, l =t L'?y S11pr>?l'1~ s;:.ri ~ s0ln 1111 mero prop6sito, una 

sirr.pl·:> aspiración y '1ll'? cu:i.ndo mucho s:0lo tendría nn valor ético 

y más grave aún, contJría con menos sat!c:on~s de las que tiene 

el Derecho Internacio113l. 

A qui~n encJme~dar y como 0rqaniz3r dich~ defensa? son 

.:ue-stion<?s de importancia en toda orga11izaci6n 

co11~~~~uci~~a: ~ue hd~ fr~0cupa~-) a le~isladores Y teóricos 

1t.·r:1e la mAs reme-ta antigued3d. A lo la1·go de todas las 

dif~rentes épocas de la histo~~a. nos e11cantramos ~on una serie 

de !1u:tit1.~c:0nes, qu-: han tenidü como propósito, sino 



expresamente la defensa de la Con:~t:!.tución, s! tenían 

decididamente el de defender el derecho público. A continuación 

me permito presentar u113 breve r0f~1·e11cia l1Jst5~ica 3p~ya11jon~ 

para tal ~fecto, en la obr~ del maestro Alfo11so Nor!~ga, 

ai1teliormente citada, en relación co11 dicl1as institltciones cuyo 

propósito ha queda10 definido. 

c.2 ANTECEDENTES HISTORICOS 

Primeramente partiremos del Estado LacedemGnio, donde 

existieron los éforos, los ct1ales eran tinos fu:1cionarios cuya 

misi¿n específica era la de defender tanto el orien públic"> y 

social existentes, así como la disciplina de las costumbres 

impuestas por el Estado. 

Ante todo, los éforos debían aseguL1rse de mantener el 

orden existente ~n contra de culquier posible reb~lió11 de los 

ilotas, d3ndo muerte a quienes fueran scupecl:·JsoE de ello. E~o 

significaba la guerra en contra del enemiy~ int?ri·:r 7, prcvoró 

que, c.:i.c!.J a1'.o, les éfcro::::; tu·.r::..er~rn. ql!e :!s·::l:1,.r31· :¡'.\-? :-":·r'.ti!1l~3rí.1:1 

la guerra en contra de loz ilc~as. 

Los éforos históricamente h3n ~ido con~id~rad0s como una 

institución cuyo carácter, en st1 aspacto inter!nr, estaba regido 

principalmente por la idea de hostilid~~. e:1 co1i~r1 del enemig: 

interior. 

Tamb:én deben mencic r.arse c¡t\(' en ::;!·.:;._·~a --::-:i ':ió -~{ d-:i 

ello nos dá cuenta Arist5teles en 11 La p.-,liti~a''-, otra 

Institución muy semejJnte a la de los ªf~ros ~spartano2, llamada 

de los Kosmos, c:¡u"? -=ra el título c¡:.1e s>? les ~:.:iha a unos 



;nagistrados cretenses c 1.iyas funciones tran Jnálogas a las de los 

~foros. Estos f~nc:onarias Gri¿gos y sobre todo las funciones 

que ejer:ían, enco!:t:·.:iron i·esonan.::ia y ejer.:i~ron influencia aún. 

en la creación de alg~na~ de nuestras instituciones modernas. 

Pcr eje~plo pu~de men~ionRrse que en el Est3do de Pennsylvania, 

en los Estados Unidos de No~teamérica, se pensó e1i establecer 

una Instit11rién que estaría compuesta por un grupo de 

funcionarios -Censores-, los cuales tendrían corno misión 

especial, la de vigilar y controlar la legalidad de las acciones 

de los gobernantes. 

Por su parte el gran filósofo Spinoza, en su obra 

"tratadc teológico-político'', tambi~n se refiere a estas 

intituciones cuando trata sobre les síndicos quienes habrían de 

ser elegidos con carácter vitalicio. ''Los síndicos'' disponían de 

una organización militar especial que debía ayudarles a cumplir 

su misión, o sea específicamente a mante1\er la organización y la 

fcrma del Estado. 

según afiL-:na Carl Schmitt, encontrarnos que t~ambién en 

noma, el senado: "fue \.ill 3.Uténtico defensor de las instituciones 

romanas y cuya autoridad -autoritas-, usando el vocablo en su 

sentidc más cabal, para distinguirlo de 11 potestas'', debia 

sancionar los actos del pueblo, para impedir las transgresiones 

d~l orden ~c11stituido y los compromisos internacionales''. (11) 

Este sistema también influyó -de manera directa-, en la 

,;t·gani:.ación de varios otros mecanismos pero sobre todo su 

iHfluen..:L:i. se observa en el Supremo Poder Conservador que se 
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instituyó en México en 183G. 

Durante la Edad Hedi3, en el lapso que tran5~urre entre 

los Siglos x: al XII:, se encuentra en Espafi3, un Jntecedente de 

particular importa~ciJ e?1 lo qt12 s~ r~ftere a la existencia de 

una instituci6n encargada de V!g!l1r el cumplimiento exacto de 

las leyes y afin más, de mcderar los actos d~ la 3tttoridad 

-ir; el uyéndos? tan.tJ la at1torida1 real, comrJ a la 

eclesiástica-, que se considerase fu2ra11 co11trarios al DPrecho y 

lesivoE para los intereses de los part1;ularo::-s. Me n:~fiero desde 

luego a la institución denominada El Justicia Mayor de Aragóu y 

a los procedimientos jurídicos que éste te11ía a st1 disposición 

para poder ejercer eficazmente sus funcione~ como juez mod~rador 

del poder. 

Las circunstancias particulares en que Arag0n i111ció s11 

reconqnista fueren las causantes de que la nobleza se 

constituyera en un cuerpo político a la ma11era 1e u11a república 

aristocrática, y qu~ fuera evolucionando luego 11ac1a 13 fórmula 

moüár..;:u.:.cJ. pP:-o ~in <"!''.,. pcir ell') abdic:i.ra di? su sober:inía 

original. Por eso mismo, los primeros reye~ más qt1e mondrcas 

fueron 11 caudillos 11
, que únicament:i? tenían ln ;;nl3. consiñeración 

de ser primu~ inter pares y, contando ademá; con at1toridad y 

mando, rnSs en la esfera militar que en la p,liti·:1. Hdbiendo 

surgido pues la monarquía arago11esa con el me::~io11~do carAct¿r 

en ese 

tarnpcco 

nobleza 

momento la realeza ya no pudo aspirar 3 ser Gn!c~, ni 

a la unidad del poder ya se repartía entre ést• ¡· la 

que si bien fue milit3r en sus orige11es después se 
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convirtió en política. La organización de esta aristocracía, 

estaba ya consolidada con derechos fundamentales nacidos a raiz 

de la ocupac16n bél1ca de los t¿rritor10s, así como de la 

jurisdicción que esta ostentaba sob~~ los miH~os. Esta dualidad 

existente en la soberanía política del Estado, s~ría la que 

har!a surgir 11ecesariame11te una potestad mediadora o sea, 

precisamente la del Justicia, o juez medio que mantuviese el 

equilibrio. Por ello el Justiciazgo l\ragone• fue una institución 

que no tuvo igual fuera de las fronteras del Reino de l\ragón, 

pues llegó convertirse en la potestad mayor del estado en 

Vista de que había cumplido plenamente con su cometido y de que 

había logrado mantener dentro del marco de la disciplina de las 

leyes, a los dos elementos constitutivos de su soberanía: a la 

aristocracia y a la corona, en el momento en que éstos luchaban 

entre sí por la hegemonía del poder. 

La primera etapa histórica del justiciazgo apenas ofrece 

interés el Justicia era simplemente un oficial más que formaba 

part~ de la corte del P.ey y i?n é1 que éste dalegaba una serie de 

responsabilidades determinadas que eran del patrimonio exclusivo 

de la regia autaridac del monarca. Va en las célebres cortes de 

Ejea, fue en donde realmente nació a la vida legislativa el 

Justicia Aragones, al conferirsele el lugar que auténticamente 

le correspondía dentro de la vida legislativa, convirtiéndose 

así en una de las m!s bellas instituciones que registra la 

historia del De,·ecilo: el Justicia de l\ragón, como Juez Medio 

entre la corona y la noble:a. Di=~a transformación se desarrolló 
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paulatinamente y no de manera radical, concentrada en forma de 

fueros-leyes. 

En esa situación, se llegó en 1283 a las corte~ de 

Zar.:i.i;¡oza, e:n las que la nobleza cousiguió arranca::!e a Pedro III 

El Grande, el privilegio gener~l QUE ha sid•J calificjdo como la 

Carta Mu.gna de las libertades de Ar~gón. En este rue1·0, resultó 

notoriamente reforzada la autoridad del Justicia, que ya t10 era 

ento11ces, sino el Juez Medio e11 las disputas entre la corona y 

la nobleza sino el lazo de unión a manera de poder moderador, 

entre las dos fuerzas cosobera11as. 

En la lucha que se entabló entonces entre esas dos 

fuerzas Pedro IV con gran clarivide11cia política reforzó, 

todavía más, el poder del Justiciazgo y ftle est~ monarca quien 

lo elevó a la categoría de Institución clave del reino, 

otorgándole lr.i fa("•.tltad Sl:lpericr de q:.¡c Jt<ft<Htlie.::it> con dbsoluta 

independe11cia y, -concediéI1dole, para tal ef~cto la inmunidad 

total-, los derechos correspondientes a cada parte a fin de que 

encontrándose amparada la ncbleea bajo la autoridad del 

Justicia, ya 110 tllVÍ~SiC? ning(m preti?:{tC P.1':..~J. SU.icitdl" i1U€'/3.;;) 

contoversias. consecuentemente fue durant~ el rei11ddo de Pedro 

IV cuando el Justiciazgo, habiéndose ya .-,,nvertido en un 

regulador de la marcha normal de la monarquía del 1·e:ino, pasó 

también a ser ttn organismo del Derecl10, siendo acatada su 

autoridad por ser el custodio de st1s leyes tanto por la corona 

como por el reino, según disponía el fuero de His Quae, votado y 

aprobado en las cortes de Zaragoza en 13.;9, Aragén pudo 
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e~~r;·:!l~=~~Je 1~ !1aber Eido en Plena Edad i!~~i~ e! ünico Estalo 

Poli~!.::'.'.', '2l :¡ne s.:; ·::·:.mr:lía ·: ... n. la !lláXi!i;:'!.: No . ..:.n est Pl."incep.,: 

supr3 l~ge2, sed !ege~ st1vra princepe. 

El Jtt~ti·:ia:gJ re:luyó a los safi0re3 en sus fueros, ai1\ 

permiti1<:.~s ~u¿ s:e ext1·3.li:nitas~n ni quE- .::bus3se11 "J la claEe 

p:·t.r.;. :H.:.. .1l:a1::.;;.nc!.J ::~t1lati:1a:ne:ite sll redei;cién, traducida en 

fc·1-ma -J..,;;. leyo?s, g~acias a la a:..: ión tanto por parte de 

Justiciazgo como de la corona. 

El sistema aragonés del Justicia3go representaba una 

especie de superlegalidad constitucional que se imponía a toda 

la organización política. Para ejercer dichas funciones, 

auxiliado por un grupo de lugartenientes, el Justicia Mayor de 

A.ragón, aplicaba los ll:Jmados ''procesos florales 11
, o "juicios 

privilegiados 11
, que estaban clasificados en cuatro categorías o 

clases diferentes: la firma, la aprehensión, el inventario y la 

manifestación. 

El procese de firma, era aquél mediante el que se 

decretJ.ba por el Ju.:;ticia y después por la Audiencia J.~ Aragón, 

la más absoluta prohibición de malestar o turbar a quien lo 

obt~nia, n1 en sus derechos, ni en su persona, como tampoco en 

sus bienes, s2gan fuese el objeto del pedimento hasta que se 

hubiese d1ctara1nado la sente11cia en el juicio correspa11diente a 

cuyc fin ¿~e~uraba, me~iante un3 fian=a, estar a derecho, pero a 

disposición del ti-ibunal 1 a resultas de juicio dejársele en 

1 ibi=rtad. 
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La aprshens!ón. era un secue~~ro de b¡enes sito ~ 

ir::· .. ~.2bles, efi:-.::t:::;.C.0 ~·1 .::.1.,:0.se pe:· o?l Jn.:;ticli o b1t-n pvr la F·.E-al 

J\'..1:'.!i¿.ncia, ha.::':a que se decidiese sobra quie.1 e1·5. el •1erCaderc1 

pos¿~do~ de ~st~s a ma~¿.ra d~l int2rji:to -ttti pos~1d¿.tis-, de 

~3i forma que, ~i11 viole~~!a t~: luchas los inter?~3dos, 

consignaban -=:: C•::.:·e,;h•J real que sor ... ·¿. lr:::;: bit>nr:-, ;ud~e.=en 

de ter. t;.:·. 

El juicio de I11ventario, t~~-~i~n era un secu~stro de 

bienes p@ro sólo de mt1ebles, estando ta~bié:1 e11cuadrados, dentro 

de esta denominaci6n, tanto los doct1me¡1tos con:~ los papeles. Al 

igual que en al caso de la aprehensi611 a éstos los amparaba el 

Justicia, hasta que de~idía1!, en juicio s·)b~e quie11 era su 

veradero poseedor. 

Por último, el más importante de todos, d@sde el pt1nto 

de vista de la deft:-nr.a de las libe:rtades p¿rsonales ~ra el Fue:-o 

de manifest3ción de las personas que c011sistía en ~partar a las 

autoridades ordinarias de s11 acció11 Pll cont1·a de t111a persona 

dett:rminada previniendo así, toda suerte je arhi trd::iedades o 

tiranías, que pudiesen gravitar en perjuicio de lc's subditos 

aragonese!: o de quienes ha.bitasen en Arogón, a1mqu·~ no fuesen 

naturales de ese reino. Se demcu1d.Jb:i, por 3.c¡l!él qu•2 era pres,... e 

detenido sin proceso o bie11, por un Jue: 2nc0mpet~nt~. se 

recurría entonces al Justicia, para que se 1-:- al:.vias<:- en contra 

de la fuerza o de la extorsión, de la qll'-!' h11bi-:-s-? sid-:, •1í.:tima. 

En Francia y como u¡1a consecuencia d~ laF profu11das 

transformaciones jurídicas produc:da.; pcr la ?evolución 
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Franc~sa, enco11tramos una institució11 de singular importancia: 

~1 Se!:ad0 Co115erv3d0r, que ajerció una inflt1e11cia decisiva en la 

crea.:ién d•.= varias ·Jtras :.nstitucioaes, f·.ind:lda.s poster·iorm~nt¡¿. 

y, d-= Un3. manerr1 muy especial e1: la del Sitpremo Poder 

Con5erv3dor, establecido en México por la C01~stitt1ción de 1836. 

En los debates st1sci~adc.s con n1otivo de las diversas 

constituciones ~laboradas desptléS de 17'39, se encuentran los 

antecedentes directos del Senado Conservador. Apareció en ese 

momento la figura de Sieyés, eminente hombre público y escritor, 

quien anunció a11te la asamblea que babia creado un proyecto 

e11cami:1ado hacía la realización práctica del valor de la 

Declaración de los Derechos del hombre: y del ciudadano. Su 

proyecto qued3ta consignado en cuatro artículos básicos: 

a) E11 al primer articulo, Sieyés proponía la creación de 

un cuerpo al que él llamaba "tribunado", que tendría como 

función especifica la de velar por las necesidades del pueblo y 

proponer al poder legislativo la adopción de leyes, reglamentos, 

y de cualesquier otra norma o medidR, que dicho cuerpo estimase 

de utilidad o necesaria, para que en esa forma dicho cuerpo 

cumpliese con el c0metid~ que le había sido encomendado. 

b) En el segundo de estos articul~s Sieyés proponía el 

~3tablec1rni~11to de otrcJ cu~rpo al que den0m~naba ''gobierno'' y 

s~:i 3 ~: q~'.e deb~ri3 v&lar, i;u3~m~:1t~ para que se aliviasen las 

!l6(~3.13je~ ~~l pueblo, sólo qu? ~ste cuer~o, lo haría en otra 

forma travfs d~ su cJnstanta ·1i~ilancia y constatando que 

realm~nte se cumpl~~ra con l~ ej€ct1ción de las leyes. Este 



cuerpo propondría a su ve: al p~der l~gisl3tivo la crea~ión de 

otra:::. leyes -independientemente de l.,·-; ql~-'? h11biese prrJp11esto 1'el 

~ribunado 1 '- 1 que el '1 gobierno'' ju:s~s~ neces3r1as. 

e) En el tercer articul0,pr~po11ia el estable:imianto de 

otro organis;;10 al qll1? llamr:1bñ 11 <:!1 legislattvn 11 , ('uya !1isión 

específica seria la de juzgar, asi como la de d~~id1r sobre 

aqt1ello relacin'.1adc1 co11 l3s pr0pcsic1011es qu~ le l1t1b1esen sld1J 

he-:has tanto po.:.- "el tr1bunado 11
, cont:i por "el gobierno'', 

te11ie~do estas decisiones d~l 11 legislativu'' 1 el carácter de 

decretos. 

d) Finalme:1te, el cu3rto artículo, Sieyés proponía la 

instituci611 de un ct1erpo más, el ctial ve1:ía a complementar las 

funciones de los :>tres tr'=s cuerpos, ') si=-.¿, al qu-:- .fl .J!J5t-? 

denominó como '1el Jurado'' o ''la C~ria can~titt1~ic1n~l (Jurie 

Constitutionnel),que tendría tod•s las facultades para juzgar y 

decidir sobre los reclamos que se hicieser. valer, los qne se 

ju~garían po~ impt1~3~iones de viol~~i6n 3 lR Co11Etitución o a 

los decretos qt:e fue:,;en '2:<pedidos por "el le'Jl~lati·;o". 

En ef~cto, el abate decl..H-,5 ·:.¡u-:> a~ lds CUJ.°.:.l"~ 

proposiciones :¡ne había hecho, 'ª qc:e le import :;.ba 

especialmente, Era aquélla relaciona.da 1:o:i : a cr12aci¿.n de: 

organismc encargado de juzgar las ~~clam~cion~s ¿n C·Jl~t~a de !es 

derechos violator1os de la Cons!::itu•:i(.:1 'i -?:::+: 1 afi;::111c:.-.n, ~3. 

hizo apoyándoEe en 13 facul:ad q11~ se c::nfet·i.3 el 11 jur~:r:lo" ü 

"curia", sotre dos ideas fundamentales -lr. pri:n.::-rc.- re!.1.tiv3 a 

la jerarquia que debia existir entre la~ l@yes con~:~itJci011al~s 
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y las leyes ordinarias con la preeminencia de las primeras sobre 

las segundas. La segunda de las ideas de Sieyés 1 se basaba en la 

distinción esencial existente e11tre el poder constitt11ente y los 

poderes const1tuidos, la cual era una idea de ascendencia 

rusonian~ y que las leyes constitucionales siempre habrían de 

prevalecer por enc1~a de las layes ordinarias. 

·En consecuencia, cuál era pues, la misión política del 

11 jurado 11 propuesto por Sieyés? El propio y celebre abate, la 

explicó ampliamente: º· .. una Constitución -decía-, es un 

verdadero cuerpo de leyes obligatorio, o bien no es nada. Y si 

la constitución es un cuerpo de leyes obligatorio, por su propia 

naturaleza, es necesario determinar quien es su guardián, el que 

garan~ice su fiel cumplimiento. Un olvido de este género -el no 

seftalar a dicho guardia-, sería inconcebible en el orden civil y 

por tanto sería aún más grave y absurdo en el orden político. 

Las leyes cualesq\tie!.·a que ellas sean suponen, por principio, la 

impcsibilirL=ui di? ~11 infrn("ciAn y r:'C'B '?110, la nei:e~idad de su 

obaervanci3. En es3 virtud, a quien debe corresponder el 

conocimi¿nto de las demandas que se hagan valer, por 

infraccio11es a la Constitución? Acaso a la magistratura civil? 

No -afi1·n:n Sieyés con evidente bue-n .sentido-, es neC"esario que 

e:·:istd un pod~r especial, un organisn:o es pee í E ico, con 

fact:l :ad~::: e:-:pre.::3s 11
1 y esto era, precisamente lo que él 

pet~ndía cri:-.lr, co11 la formación del -''jurado" o ''curia 

constitucio:1al''. 

Et1 esa ~o~mJ, Si¿yés delegaba las f11nciones inherentes a 
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ese cuerpo que debían ser en primer lugar, la de velar fielmente 

por la guardia auté11tic-:i. del depósito const1tucional. En .seg11ndo 

htgar tenia la tarea de estudLu· las reformas qui:- se 

con~i~erase necesario ha~~r a la Co~st1tuc1ó:1. A ~ste efecto, 

Sieyés de~ldró que e~{igia que este Grga11i~mo se (.~upase de l1acer 

uso d€ to1c~ los medios qua plt~iesen se1·~irl~ e11 ~ada oc3si6n ~11 

que se r;onsidi?rase que fuesen nect::c:J.ri· .. ,-. r.:ira p•:i!.·[e':::ir:·nar 13 

Constit11ción. Y, l?n ti?rc·::r lugar, afirmó que t:l "juL·ado" debía 

proporsionar todas las garantías para la prst~cc~·5n de la 

libertad civil por medio de un recttrso -en l~·s c3sos graves en 

los que la ley tutelar no ofreciese u11a jltsta g~rJntía-. 

Sieyés no tuvo éxito con su proyectó, en vi tud de que 

prevaleció la ijea de que las funci~nes qu~ pensa~a1: atribuirse 

al ''jurado constitucional' 1 provoc3rian serios d~scrde:1es y peor 

aún, podrían favot-ecer el restablecimien':.n 1 ~~1 po;:ier re.11. Por 

esta razón la convención rechazó el proy~ct pr~:.-.en'::3do por 

Sieyés. 

Sin emb::irgc s1eyéf: sie-mpre inqu1i::t·.; fu":' l;:'l autc:: del 

proy~cto para la preparación de la Co11stituc1611 del Afi0 VIII o 

Constituci6n Consular del 22 Frimario (13 dE dicie:nbre rte 11?9). 

En este nuevo proyecto, Sieyés dispo:1ia que l=i. rli::trib11ci6n de 

!os poder-?s había de :;er de la sig'.tient-: L:TmJ.: e! r.ri~<?r 

ejecutiV) se confiaría a \In p!.-im~r cónsul -N3r·,l~f,;1-, el c 11.,l 

estaría asociado con otros dos cónsules: 91 p0j~r legisl1tivo 

quedaría integrado 

elaboración de las 

por "el 

Ley·?S i 

de la 

ademá3 e~istir~a el Seudclo 



Conservador, que seria como una especie de poder especial al 

lado de las otras dos autoridades. 

Ahcrd bien de acuerdo =on los conceptos de Sieyés, el 

Senajo Conservador debería ser, teóricame11te, por lo menos, una 

barrera o bien ''un freno'', que controlase los excesos que 

pudiese!1 lleg~r a cometer los poderes. Había de ser ''el guardían 

de 11)5 di:irechcs de la Nación". Pero para que el Senado hubiese 

podido curr.plir concretamente con esa tarea, tenía la obligación 

de conservar la integridad de la Constitución y, para ello, 

hubiese sido preciso anular los actos que le fuesen sometidos 

como inconstitucionales, ya fuera por el "el tribunado 11 o por 

11 el gcbierno". 

P•ra 1802, se ampliaron las facultades delegadas al 

senado, y se le at1torizó para que pudiese i11tervenir en ciertos 

casos de privación de la libertad individual y también se le 

concedió la importantísima facultad de que pudiese determinar el 

tiempo durante el que una persona podía qu>=>d"'!:r detenida, antes 

de ser co11signada a los trib11nalRs parR que fuese juzgadd 

conforme a la L~y. 

Más tarde y nuevame11te prestándole más fuerza al Senado, 

preci~3me11te ccincidiei1do con la desaparición del constrlado, así 

c~rno co11 el establecimiento del Imperio (1804}, se ampliaron, 

aún wAs, las facultades del mencio11ado organismo, co11virtiéndolo 

en el prot~o:or de las libertades pQblicas, pero al mismo tiempo 

tar.1blé1¡ .sufri,5 una modificación en la forma en qtte, hasta 

e:1~011ces había sidcl utilizada para la desig11ación de los 
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s~nadores, y ésta pasó a ser exclusivaniente ttna atribución del 

prim~r =ónsLll y lóqicament~ despt1~~· d~l Emµ~radct. 

En esta forma, aunqu~ habiéndc.le 

facultades, el Se11~do qt10dó tot5líl1~nte e11 manc1s del Poder 

Ejecutivo, f;ien 1J,.., as:!., un vrgan it:mo que r¡u12d,1b1 integrado al 

antojo de fáste y qtJe, n3.turalm .. ~nte, el ejecutivo mani:>Jaba de la 

misma manera. Esto e:·:pl .:,,:;3 e:.. porq·.1.; l:'l Sé!lcid1), qt:i:- de a("uer.:lo 

con la Constitt1ción te11ia unas ft111cio11~s ta11 importa11tes, 110 

sólo como protector de las libetades i11dividuales, si110 también 

come defensor de la pureza e intevrid~d de la Co11stitució11, 110 

pudo ejercer esas fu11ciones tra11scendentales y s1)ldm~r1te fue t111 

cuerpo, que más bien era un organi5mo pur~n¡ent~ decorativo. Tal 

es a grandes rasgos la historia del Se113do Conservad·:r Francés, 

el cual sirvió, sin duda, de modelo a los hombr~::: qu~, en :·í•f>:icc 

en 1836 crearon el Supremo Poder Conservador. 

En los Estados Unidos de Norteamérica, c;e creó, ccmo una 

obra preponderante de la interpretación JUrisprudencial dP l:)s 

textos de su constitución y bajCJ la in-fluencia directa de la 

propia polítira, un sistema de co11trol de la cc11st1tucionalidad 

de las leyes, a.sí como de los ar.:tos de las autoridades, q11~ 

tiene una fisonomía m11y propi~. Asimisnio, este sist~mJ tiene L111a 

importancia vital, debido a la influencia d•cisiva que ha 

ejercido especialmente en los países que forman la América 

Latina, y, m~s co11cretame11te, en México. Egte Fl~tem~. consi~te 

en confiar la tarea del control de cons:1t~1cionalida.d de las 

leyes al poder judicial, o sea, a les jueces. 
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En esta virtud Y de una manera muy general podemos 

afirmar que históricam~nte, el control de la constitucionalidad 

de las leyes 7, por tanto la defe11sd de la constitución, se ha 

desenvuelto de varias formas, o sistema~ que a continuación 

tratare de desarrollar. 

2.3 DIVERSO! SISTEMAJ DE CONTROL DE LA 

CONSTITUCIONALIDAD 

Por sistema de 11 Control Constitucional'' se entienden 

aquellos regímenes que tienen por finalidad especifica invalidar 

actos de autoridad y leyes que sean contrarios a la Ley 

fundamental. Dentro de estos sistemas, podemos encontrar los 

siguientes: 

a) Sistema Político o Control de la Constitu~ionalidad 

por medio de un Organismo Politice 

Este sistema es el qtte confía la funció11 del control de 

la conFtitucionalidad un organismo especial -a un verdadero 

poder hallad0 de los poderes clásicos-que tiene la competencia 

esp~cifica para ejercer la función de defensor de la pureza de 

la ccnstitución. ''El que verifica la Constitucionaliddd de las 

leyes -dice Ha1;rÍ.cio Duverger-, se coloca ne..:esariarr.ente por 

er;.cim·3. de ellas; pero tal situación no puede ser la del j11ez, el 

cual debe juzgar de acuerdo co11 las leyes y no juzgar las 

propias leyes. Tal es el prime~ motivo que ha conducido a 

encarga~ tal tarea a un organismo político, y no a un juez 11 (12) 

Por su parte Héctor Fix Zamudio, afirma que este sistema 

"es posible calif:-:arlo de "Europeo", tanto por haber tenido su 
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origen en ese continente, como por la circunstanci3 de que los 

regímenes europecs se han mostrado e11 su gra11 mayoría, ~unque 

desde luego, sin llegar a la unanimidad como partidarios de 

confiar la tut~la de las normas de la Ley Suprema, a un 

organismo político" { 13). consecuentemente, dentro de este 

sistema podemos catalogar al ''jurado constitucio11al 11 ideado por 

Sieyés. 

Las caracterí~ticas principal~s del sistema político, 

las podemos resumir de la siguiente manera: 

1) La preservación de la Ley Fundamental se encomienda 

bien a un órgano distinto de aquellos en quienes se depositan 

los tres poderes del Estado, o bien se confía a algu110 de éstos: 

2) La petición de inconstitucionalida1 correspo11de a u11 

órgano estatal o a un grupo de funcionarios públicos, en el 

sentido de que el órgano del control declare la oposición de un 

acto de autoridad o una le1 con la Constituci6t1. 

3) Ante el órga~o de contr0l no se ventila ningún 

' procedimiento contencioso (juicio o proceso} e11trP el órgano 

peticionario y aquel a quien se atribuye el acto o la ley 

atacados. 

4) Las declaraciones sobre incon~titucion~lidad tienen 

efectos erga omnes o absolutos. 

b) Sistema Judicial o Control Judicial de l~ 

constitucionalidad 

Este siste~a, se caracteriza por el hecho bAsico de 

confiar, precisamente a los jueces, el ejercicio de la función 
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del control de 13 ~'Jnsti~ucicnalidad. Verificar la con~~rmidad 

de una l~y con la constitt1~1611 es real_:a~ un acto de naturale:a 

j udici Jl. 

L~s atr~b·JtJs Jen~~3les q~~ pecu!iari~a11 al sist~ma 

jurifd!~~i~~al de tut~l3 de la constituci611 son l~s que a 

contin\:· =i·5n ~e ~~11:i·1:~n: 

.1) La pr:t~cción conJtitu~icnal se ~onfiere a un órgano 

judicial con factiltad¿s expresas para impartirla o se ejerce por 

las aut0ridad~s judiciales en observancia del principio de 

supremacía de la Ley Fundamental. 

2) La petición de incon•titucicnalidad incumbe a 

cualquier gobernado que mediante una ley o acto de autoridad 

stricto sensu sufre un agravio en su esfera jurídica. 

3) Ante el órgano judi~ial de control se substancia un 

procedimiento conte11~iosc (juicio o proceso) entre el RUjeto 

esp~cíflco agra~i~do y el trgano je autcrida~ d~ q\tiAn proviene 

el acto (lato sensu} que se irnpugn~. o bien dentro de los 

procedimientos judicidles comunes, la autoridad ante la que se 

ventilan, prescinde de la aplicaci6n u observancia de la Ley o 

acto stricto s~11st1 qu~ se haya atacado por inconstitucional por 

f-1 agraviadi:. 

4) La~ dPcisiones qt:e en uno y otro caso de los 

3pu11t3¿cz 311teri.Jr~~n~~ emite el ~rgano de control, sólo tienen 

ef-:.c~.Js er. relac:ón c:in el .;;•1:-?t·:J r.~tici:·n1rio en particular, 

sin ext~11e0~se fuer3 del caso concreto en re!ación con el cual 

so; hJ.:la suscita:~o 1? _71:-:stiSn de incon~titu.:1onalidad. 
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E~ na~ural :¡ue t.'ll a.::_·) sea 11.::-vaC.: ::. ;::-:;,b,::- ~or un ju-:-::, 

p@rc i:1~g~~ 1!!i~u:~~d~a cuando ~e t~Jta ea e~~oger l ~!:ho ju~: 

det~~Ci 1:¿-~¡:1~i:: 

.-E! -:-:lnt:·<Jl j•.1dii:i.:i! .:::j~:·ci1:.-- por lo:-:: Trib 1.1~ ::-i:~¡; 

Ord ina!.· i :.:: 

lugar, -1 típi~s 

norteamericano, que confia la fu11c:3n del cont~ol de la 

constitucionalidad al propio poder judi~ial, el cual ade~as de 

Sll competencia propia, 1nh8rente a los organismo::; 

jurisc3ic:-:::..cnales 1 tiene 13. competencia espe·!lJl p3ra ejer-::er el 

control de la constitucionalidad d• las leye• y de les actos de 

las autoridades. 

2.-El control jt1dicial ejerci1o por via a~ 3cci611 

y por via de exc¿.pción. 

La disti11ció11 qu~ existe e~tr~ est~s dos f0rmas d~ 

coGtrol, estriba en la forma del planteamiento del problPma 

cons~itucional. E.1 el r 1·imer sist~ma -o sea, por ·ria de 3cción-. 

se intenta un verdadero proceso jt1diclal en relac1ó¡1 ccn 13 ley 

impttgnaC.;i como in:-cnstit·.;-:ir:nal. Es d>:"':ir, t-:{iste una .:.-i.cci~,i1 

cuyo ejercicio puedq ser inteilta~~ por los particlila~~~, o bi~11 

por algv.nas -?ntit.ldd.·::..:: p1·iblic !S, de acu~t·C·:: ::)l'.. >?: s.istm"!; que se 

adopte. Por el centrar io, 1.:i. s.:>gtinda f.:.n.H d~ 2lan~.:.:n- el 

procesa ·:onstitucio:1al -e sea, pot· -.da d-a ~:-:-:ep·:-:6n-, 3ttpone la 

existenci:i. previa de un proceso entablado ante nn tt'ibun~l 

ordinario en el curso del cudl, ~na de l~s ~a:~~s in~ere~~das 



pretende que se intente aplicar una ley incon•titucional. En 

est3 situación, la parte q11e tien~ tal pretensión, inset-ta en el 

pr0ceso ordinario, la excepción de la inccnstitucionalidad para 

el efecto de que la ley no sea aplicada, por ser co11traria a la 

constitucón. Si el tribunal admite tal tesis, dej~ inaplicada la 

ley, en el pr0ceso particular en el que la excepción ha sido 

planteada, aún cuando exista la posibilidad de que el 

ordenamiento jurídico prevea la existencia de recursos 

extraordinarios, para elevar el conocimiento del problema 

particular de la inconstitucionalidad al conocimiento de otros 

tribnnales de jerarquias superiores. 

3.-El Control Judicial ejercido por un Tribunal 

Especial 

Por otra parte, en relación co11 los diversos sistemas de 

control de la constitucionalidad que existen, se ha creado una 

variante del sistema del control jurisdiccional, al confiar esta 

funcl0n no d.l poder judicial mii:;mo, sino a un tribunal especial 

creado ad hcc, ''Para dejar a un l~do a los jueces ordinarios 

-vuelvo a citar a Ouverger- y crear un tribunal especialmente 

encargado de control de constit~1cio11alidad de las leyes, se ha 

hecho valer qut:: la cue.stiiSn exigía 3. causa de su importancia, 

mag~stratl0s dot•do• de 

3\:per iot a la d-::- lvs 

un prAstigi0 y de una independencia 

m!~~br0s d~ los tribu11ales de Derecho 

cor·~t:. Nurneros~s ccnstitucio11es (Austria 1930; Checoslovaquia 

19~0; Esp~~~ 1931], 11a11 creado en cons~cuencia un tribunal 

espec'.a!." (!4) 

51 



Por su par t.:> Fix Zamudio, alude. a un control o "g.:i.1-antía 

judicial'' de 13 Const1t11~ión, distingui~ndolo del jurisdiccion.tl 

propi!mente dicl10 y haciénd0lo c·,11sistir ~n ?l ''p~ucedimi~11to 

qui:i se sigue ant-e nn t2.ibt:nal estJ.tle:i::lo 31 efect,J, y q 1.1·:> tiene 

::.:-mo función la ch: 1e.::aré\r, ya sea d·-:> c-ficic, o pri11c1palm-::1tE: a 

petición de per;'30:13.s u ó1·gan·::is públii:')~, 1~0iti1nadc~ .::U3.t1d) un.1 

ley o u11 acto son contr3rios d la Ley Fu11damo~ta! y p~odt1cie11do 

tal declaración la ant1laci6n absolutd J~ los mismos.'' (15) 

De esta concepci611 fácilmente se infiere qu~ este tipo 

de control constitt1ciondl es mixto o hibrido, pues presentrl los 

atributos que car3cterizan al político y al juri3diccio11al, sin 

implicar un tercer sistem~. es decir cla~3mente distintc y 

distinguible de est0s Gltimos. 

En cuanto a los efectos del control, en el primer sitema 

el Poder Judicial ordinario o bien un Tribunal especial 

Constitucional, reconoce que la ley impug11ada es contrari~ a la 

constitución, dicha ley es anulada, lisa y llanamente para todos 

los efectos y no solamente en rel~ción c011 las ~~rte: en 

litigio. Tal es prei:isamente el sistema que si? f;igu~ en Suiza. 

Por otra parte, también existe ~l sistem1 de acu~rda con 

el cual si el tribun3.l admite que la ley ifilpugnada es 

inconstitucional, la deja in::ipl!.cadé\, e11 el e;¡~ ¡:::1t·t.i 0:a:ax l • .:n 

relación con 21 quejoso, pero la ley no qu~dA e1'Via1a y ~i pu¿d~ 

~plicarse eve11tualmente en otrJs hipótesi~. E~~e es ~l s~st~~a 

qu¿. ~Y.iste en los Estados Unidos de !k~rte.:im.f-2.·ir:-, y en t-hh:ico. 

c) Sistema Mixto o Defensd de la C<1~stituci·Sn pcr 
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Organo Mixto. 

Como anteriormente he dicl10, fácilmente se comprende que 

ei1 este sistema, el control constitucional se realiza por dos 

órganos simultá~~amente, tino jurisdiccional y otro político, o 

por uno solo cuyas funcio11es so11 en sus respectivos casos, 

jurisdiccionales y po!íticas. 

Así, Octavi•J A. Hernánde::. al referirse a dicho sistema 

afirma: ''La defensa constitucio11al por órgano mixto la efectóa 

el Estaclo por m"?dio ele un órgano cuya naturaleza es tanto 

política como judicial, o bien por la acción conjunta de un 

órgano que pertenezca a la primera categoría, y otro que 

pertenez"a la segunda, de tal manera que parte de la 

constitución es defendida políticamente frente a ciertos actos 

de autoridad y parte jurídicamente frente a otra clase de 

actos." {lG) 

d) Sistema neutro o defensa de la C0nstitución 

por órgano neutro 

El pensamiento juridi,:o Europeo, también se ha 

i11clinado, a favor de la existencia de un poder neutro, neutral 

o moderadcr, que int•.;irvenga, a ld manera de un veradero árbitro, 

para resolver los conflictos que se plantean entre los diversos 

poderes; para que restablezca a ~stos dentro de los límites de 

su •:::m.>'~t.:11cL1, cuar.dc pcr alguna causa hubieren sido 

despla:3dos y, ~~n má~, para ~uidar de la pure~a de la 

Ccn3tit'i·:ión :inulandc las leyes contrarias a ell3. y, por último, 

para que éste i:1t€'_-ver.1Ja e11 todJJs loE c21sos e:1 que se trate de 
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reformar la Ley Suprema. En este sistema, 11os encontramos ante 

un pr .... der neutral, que no se e:r.c'lentra si tu ido poi· encimn, sino 

Pxactamente al miEmo niveJ los restantes poderes 

a.unqu(~ esté rev~~t ldo de ~t1·ibuciont?.s 

y p!.-·)vist,J aJ--..:;nás de ciertas posibilidad.:-s de 

interven·: ión. 

Tom~ndc ctlg~1nds icl~as de C~rlos S:hm~tt, s! lo qu~ 

interesa no e~ un efecto accesoriJ, ejercido por otras 

actividades políticas, si11•J más bien orga11izar unR in~·titución, 

una inst.J.n,::ia especial que tenga por objeto garantizar el 

funcionamiento constitucional de los diversos poderes y la 

constituc1ó11 misma, parece opcrtuno en 1.m i:stado de derecho, que 

diferencia lo podares, no confiar la mi.;ió11 precitad2 a un0 dP 

los poderes existent~s, porque e11 tal caso podría te11er u11 

predominio sobre los demás y sustraerse .3 su ve: a todo control 

convirtiéndose, ~orno consecue11cia en árbitro d~ 13 c~11~titución. 

Por esta causa es necesario estdtt1ir un poder 11e11tral, 

espec: if icor jun.t0 a los 

equilibrarlo con ellos, ruedia11te atribuciones 8S~eci(:1es. 

Sin embargo, la .sola lo.:ución "órV'1llO neutro", indica su 

vaguedad, su impre~tsi611 y su índole ~m·~rfa, pe~s 10 ' 1 neutr~1·•, 

es lo indefinido, lo que no es ni lo un·:·, ni lo 0tro. Por tanto, 

el ''organo neutro'', al menes ~timológic~ment? no ~s ni político 

ni jurisdiccional. 

Por su parte, Octavio .:-..... Hernández, ~n su obra "Curso 1e 

Amparo", dice que el concepto de órg.:ln' n,::. 11tro, no >?3 

54 



suficientemente claro y preciso. La defensa constitucional por 

órgano neutro la efectúa el EstJdo por co11ducto de uno de sus 

prop:os órganos ya existe11tes {en teoría ~o h~y i11conve11ie11te 

para ajmitir la creación de un órga110 especi~l qt1e se encargue 

de la defe11ra constitucio11al), quien ejerciendo ciertas 

atribuciones de las que ·'?stá in 11estidc:i {fac•1ltacl de disolver el 

parlamen.to poder lr;:ogislativo, de promover plebiscitos, de 

refrendar o promulgar leyes, etc.) lleva a cabo una actividad 

que no es de imperio, sino simplemente mediadora, tutelar o 

reguladora de la vida jurídica del país." (171 

Hfctor Fix zamudio considera como neutral al ''órgano que 

sin tener como función exclusiva la garantía de la Ley 

Fundamental, le es atribuida esta actividad por s11 situación 

dentro dP la estrt1ctura constitucional, aplicando a dicho órgano 

los adjetivoE de ''intermediario'', ''requ!ador'' o ''moderador''· 

( 181 

Benjamín Constant, quien fue uno de los primeros 

teóricos que propnqnó el sistema del "órgano neutro", justifica 

a este;, d<.?ntr-:- de 1~c::. inonArq11in:s t~onstitucionales, con las 

siguientes p~latras: ''El PodPr Ej~c\1tiv0, el poder legislativo y 

el pod~~ jttd1c1al, so11 tres reso~tes que d~ben cooperar, cada 

uno en su parte, al movimiento general; pero cttando estos 

pod~r~s c~ece1~ d~s~rd~!1~di~~nte, ~hoc~n e11tre ~i Y se estorban, 

es 11ece~3ria ttna fuer=a qt1e l~s reduzca a ~u propio lugar. Esta 

ftter:a 110 pued~ estar en uno de los resort~s, porque le servirá 

para destruir los d?m~s. Es pre:iso que éste fuera, que sea 
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neutral en cierto modo, para que su acción, se aplique 

necesariamente donde quiera r~sultare necesaria su 

aplic3ci6n y par3 que sea pres~rvador3, reparadora, sin ser 

hóstil. La mo11arquia constitucional crea este pod¿r net1tro en la 

persona del jefe del estado. El i11ter4s verdad~ro de este jefe 

no es en modo al9u110 que uno de· estos poderes derrjbe al otro 

sino que todos se apoyen, s.: entiendan y obren de mut:uo 

concierta·•. ( 19) 

Este sis+:ema fue 

constituciones: La brasilefta del 25 de marzo de 1824 (articulo 

98), y la portuguesa del 29 de abril de 1826 (articula 71). 

3.-Sistema~ que han adoptado nuestras 

Const.i tuc i011.;~s 

{R~f¿re¡¡~i~ Hist0ric~) 

Tomando algunas idea~ d~l ma~stro Te1:a Ran1ire~, pod~mo3 

afirmar que ni en el Acta co11stitt~tiva d~ !a Fed~ració11, 111 en 

la Constitución de 1824 e:·:istió control de la 

constitucionalidad, no obstante que en la pri1nerd rle dicllaE 

leyes (articulo 24) se &st1bleció ld pri~aci3 d0l pdcto federal 

sobre las constituciones de los Estadcs. 

Por primera v~: en nuestr3 l1~storia ~:nstituci~nal, la 

Constitución centralist3 de 1836 se enc<lró con el problema de 13 

defensa de la Const!t11ción y pret0ndi6 reF~lverlo mediJ11t~ la 

institución de un órgan0 político, llamado el Sttpreraa Poder 

Conservador, compuesto por cinco miembros. 

Las f~cultades relativas a la defe11sa de la Constitucl6n 
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que tenía el poder conservador se encuentran contenidas en la 

SEGUNDA LEY CONSTITUCIONAL, artículo 12, y en síntl?SÍS, 

consistia11 e11 declarar la nulidad de los actos co11trarios a la 

Constitución, de uno de los tres poderes, a solicitud de 

cualquiera de los otros dos. 

Este sistema fracasó 

demostrado sus defectos 

ejercicio. Los tiempos no 

técnica constitucional. 

no porque su ejercicio hubiera 

sino precisamente por falta de 

estaban para esos injertos de alta 

La Constitución de las Siete Leyes de 36, tuvo el mérito 

de poner de relieve la impcrtancia del control de la 

Constitucionalidad y de este modo sirvió de estimulo para que 

otros corrigieran y mejoraran el sistema que proponía. Frente al 

órgano político, cuyo fracaso parecía evidente, se pensó en el 

órgano judicial, para servir de 

constitucional. En este trlnsito 

titular 

de lo 

de la defensa 

político a lo 

jurisdiccional, los juristas y políticos mexicanos fueron 

llevados de la mano por la obra de Tocqueville, "La Democracia 

en América". Para 1840, se vislumbrab3 y~ la conveniencia de 

trasladar a otro órgano (el judicial) las funciones politicas 

que tenia el poder conservador y que se ejercitaban a solicitud 

de deterninadas autoridades y no de los individuos perjudicados. 

A fines del mis~o afta de 1B4C, se sometió a la 

consideración del Congreso do:! Yucatán el proyecto de 

Constituci6n del mismo Estado, elaborado principalmente por 

Man~el Crescencio Rejón. Igu3lme!~~~ inflt1yeron en él, las ideas 
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de Tocqueville y la aversión al pcd~r conservad~r, tal y como se 

puada apreciar en las siguientes palabras del propio proyecto: 

11 En los Estados Unidos de Norteamérica la corte suprema está 

encargada de ejercer no sólo atribuciones ju~i~iales, sino 

también otras que son entera~enle políticas ... su poder es 

inmenso pero siendo de pura opinión y no desca11sando en la 

fuerza bruta de las armas 1 busca s1emp1·~ la equidad y la 

just1c1a para no perder el prestigio en que se apoya la sumisión 

que se le debe'', y agrega: 11 Se hará también i11n~cesaria la 

creación de un poder conservador monstruoso que destruye las 

instituciones fundamentales a pretexto de conservarlas y que, 

revestido de una omnipotencia política, sea el árbitro de los 

destinos del Estado, sin que haya a1.1toridcid que modere sus 

abusos". (20) Pero en la ob,·a del político yucateco fue donde 

hallaron aquéllas, su formulación jurídica, merced a la cual 

iban a ingresar poco después en nuestro Derecho Püblico. 

Al lado de algunos errores, las idPas rontenirlas en la . 
expoFición de motivos del proyecto son de una nitidez tal que no 

dudamos en considerarlas como el programa conforme al cual 

trabajaron más tarde los Constituyentes de 4~, de 46, de 57 y de 

17, así como la Jt1risprudencia que se ha elabo~ado en materia 

federal bajo la vigencia de las dos últimas Co1~stituci0nes. 

El proyecto entrega el control de la constitucicn311dad 

a la corte Suprema de Justicia ''par& opon~rse 3 las prcvidencias 

anticonstitucionales del congreso y a las ilegales del Poder 

Ejecutivo, en las ofensas que se hagan a lo~ derechos polit1:0s 
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Y civile5 de !os ~!bitantes del Estado''. como se vé, la 

prote,:;ión Je la (•onstí~u:-ión se erig~ únicamente frt:nte al 

C'cngr-=-.;o, p'..e:: f:·i::-:1t~ C11 Eje-:at~»10 solc queda d!?fendido la 

l~gJ!!dad, ~s deci1· la otra d~l Congr~sc. Por otra parte, s~ 

invc.luC'r,"r. indeb: ol >i'1en te en la prctección lo~ d~recl1~.s 

polito;oc. 

Ad~~~s d~ la custodl! de la p~rt~ orginlca de la 

constitución, ~l Poder Judicial tiene en el proyecto de Rejón la 

de "proteger @n el goce de las garantías individuales al 

oprimido''. Pero en todo caso, el Poder Judicial solo puede obrar 

a petición d~l agra·1iado y en bPneficio exclusivamente del 

propio agraviado que solicita la protección: éste es el acierto 

de Rejón, que habría de dar a nuestro juicio de amparo su 

característica esencial. 11 Tampoco se hace de él {del poder 

judic!al) un poder temible, cual lo sería si se le encargase de 

lmpug1,.::.:.· la~ ley~~ rle un modo teórico y general puesto que 

entonces al erigirs~ en censcr del Legislativo, entraría 

abi~rta~ente e11 la esc~na política ... sus sentencias, pues como 

dice miiy bien Tocqueville, no tendrán por objeto más que 

d~~=J~g1~ ~~ golpe sobre tln interés perso11al y la ley sólo se 

enco11trará ofendidJ por casu3lidJd. De todos modos la ley así 

censur~~3 n: quedará destruida: se suspenderá si su fuerza moral 

pe~0 ne s~ suspen~erá ~u efecto material. Sólo perecerá por fin 

pocc a fsco y c.Jn les golpes re1oblados de la jllrisprudencia." 

(21) 

En lor artic"los 53, 53 y 6t de la canstituclón Yucateca 



de 41 se ~on:ret3ron las ide~s de Rej5n. La Sti~r~ITa ~or~~ 

L~J1e:3tGra y .::ontr' actos i~ccn3tit~~:1011al~~ o !l~gal~s je! 

G:.l:".;.1~n3.d.Jr¡ aq·!i y:... .;¿. a~nplía e:¡ i.-t:-laci(:n ::en el r:je.:-1:':°~'.'·) la 

pr0tecci6n d~ la C0:~stitt:cicnJlid.:3. L•)S jll~-es d~ prira~r3 

inste.n.::ia conoo:ían del crn:tr·<.. lo~· aC'tos 

inconstitucionales de qui! 11(; 

correspondieran al Jrden Judicial. los act0s de dllt1Jridad~s 

di5tintas de los titullres de l~s po~er~~ Legislativo y 

Ej~cutivo, sólo :1CJdían ser juzgadJs por la S1.1pn~·m::i Corte. P•)r 

(1ltimo, de los actos inconstitucionales de los jueces tocJ.~d 

conocer a sus respectivoE superiorea. E11 todo~ esos casos 

correspon-jía a la autoridad judicial 11 ar.1pdrar ~n -:-1 goi:~ J.: .sus 

derechos los qt1e le pid~n s\t protecci611 .. lin1itá11do~e ... a 

reparar el agr~vio en la parte en que la cc,~stitu~i1Sn hubi@se 

sido •:lo lada. 

P~l ~~~~y0 ~P PAj611 ~e han co11servado =~·mo cn~quista5 

definitivas 1 a.s si qui ~11tes: ln cl-?.fen.s:i. de 1, Cnnst: .:.t1_1c i 1Jn ~8 

encomienda al poder judicial, en lugar de un órgan<~ politice. L3 

actividad judicial en defensa de la co11stituci611 ~010 pl1ede 

despertarsi? 

inccnstitucio11al, 

caracteristisd de 

p~ticiSn 

con lo 

defensa 

del 

o u al 

de la 

agravi.3c!0 por el acto 

el A:r.¡:1.:·o a:::qi1ie;_-e ~11 

con::ti tuc :_r",;. a través :le l 

individuo a diferencia de los sistemas que hC1·:e-:1 d~ lo.; P0d-.:•r·::o.· 

Públiccs los C.em;inda~1t-?s de la inconst:i tuci 1)n.Jl iclr1d ( ~ i.st~ma de 

la constitución Me:,icana de 1836!; pcr ú!timo la def~nic!~11 de 
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inc~nstitucionalidad sólo aprovecl1a en el caso concreto que 

motiva la reclam3~ión, co11 l~ que se excluy~r1 las apreciaciones 

gener3leE y s~ evita la derogación de la ley tachada de 

inconstitucional. sobre los ballaz~os de Rejón se edificaria 

nue.stro Juicio de Amparo. 

En 1842, el ano siguiente al del pr0yecto Yucateco, el 

Congreso Constituyente reunido en la capital de la República 

conc=ió de treti p~oytctcs d~ Constitución, de los cuales el más 

importante es el formulado por la minoria de la comisión que 

estaba integrada por Espi11osa de los Montero~, Mufioz Ledo y 

Mariano Otero, este último el principal autor del proyecto. Ahí 

se proponía un sistema mixto de defensa de la Constitución pues 

por una parte se establecía el co11trcl jud!cial al confiar a la 

Suprema Corte la protección de las garantias individuales, 

exclusivamente frente a los poderes Legislativo y Ejecutivo de 

los Estados, mientras que por otra parte instituía el control 

político al autorizar que una Ley del Congn::iso <;i:oneral, fuera 

reclamada como anticonstitu~ional por el Presidente de la 

República, de acuerdo con su Consejo, por dieciocho diputados o 

seis senadcres, o por tres legielaturas; la =uestión de 

inconstitucionalidad se sometia en este caso a la decisión de 

las legi3lativa~ y e¡ re~ultado de la votaci6:1 se daba a conocer 

por la Supr¿n13 Cc1·t2. 

El ~ist~~a de q: era manifi2stamente inferior al de 

Rejón. ¡:·.i~s f 5lc- en forma. 1 imitada consagraba el control 
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judicial referido a las gara~tía~ indivijuales, y aún así no 

alc3n:aba a proteger contra las v1o!ac1~ne3 come~idat pe~ l~s 

autoridades judiciales y por las autc~iddd~s federal~s de tod~ 

índi:-, le. 

Este prcye:-to constitucion,ü elahcir.1dc por via de 

transdcción entre los grt1pos m1niritario y mayoritario de la 

Com1s1ón del Congreso Extraordinar1J Constituyente de 1842, no 

cbstante haberse comenzado a discuti~ 1 no llegó a convertirse en 

Constitución, merced que por decro?to de 19 de dic1einbre de 

dicho año, expedido por !)on Antonio López de Santa Anna, se 

declaró disuelto, nombrándose en sustitució11 a u11a Junta de 

Notables. 

Esta Junta se encargó de elabor:3.r un nuevo proyecto 

constitucional qtle se convirtió en las Bases de Orgdni=ación 

Politica de la República Mexicana, eY.pedidas el 12 de junio de 

1843. 

En estas bases se suprimió el desorbitado "Poder 

Conservador 11 de la Constitución dt: 18:'C, sin qH>: se colocara el 

poder judicial en el rango de órgano tutelar del régimen 

constitucional, ya qu~ propiamen~e sus funciJn~s se redu:!a1: a 

revisar las sentencias que en los asu1\to~ del orden c!vil 'l 

cr1minal pronunciaban los JU~c-?.:: lnf:e1·i",!'.'o?f. D1ch•J dv-:umt.irlt.:. 

constitucional adoptó abiertamente el rt?g::l'e.: c~1.tral, sin 

impl&nt3r ni~gón sisten.a 

órgano 

fracción 

político, aunque 

XVII permanenc ló 

di? pr~s~t .. Jac "'1.-ón C"8:\st i tuc i(.:1al ~)or 

en preceptos aisl.idos cnmo ~11 ~1 S6, 

lat.:-nte un resa!Jio del r.:0:1tr:.l p·Jr 

6: 



órgano político que ejercía en forma omnipotente el •supremo 

Poder Conservador'', al establecerse en la disposición invocada 

que eran facultades d@l congreso reprobar los decretos dados por 

las asambleas departamentale3 que fuesen contrarios a la 

Constitu~ión o las leyes. 

En el Co11gr~~o de 46, Rejó11 dió a •:onocer concisamente 

sus ide~s sobre el ~ontrol judicial, proponiendo que los jueces 

de primera instancia amparen en el goce de los derechos a los 

que les pidan su protección contra cualesquiera funcionarios que 

no correspondan al orden judicial y que la injusta negativa de 

los jueces a otorgar el referido amparo, así como de los 

atentados cometido3 por ellos contra los mencionados derechos, 

cono:can sus respectivos superiores. 

En 47 las ide•s de Rejón, expuestas en folletos 

publicados en Mérida y en México y sostenidas en la tribuna del 

Congreso Ge11eral, d~bieron seducir a Otero, quien con el propio 

Rejtn, con Espinaba de los Mo11teros, Joaqt1in Cardase y Pedro 

Zubi~ta integró la Comisión de Constitución en el Congreso 

constituyente que inició sus labores en diciembre de 1846. 

Fue entonces cuando en la historia de nuestro derecho, 

Rejón el autor indiscutible de la organización del amparo, no 

sostuvo su sistema en el seno de la comisión, sino que con 

Zubieta y cardJ3o propt1~0 la restauración lisa y llana de la 

constitución de 1824, por temor de que la República quedara sin 

ley suprema si se empleaba el tien-.po en discutir reformas; en 

1· 1;1l1iv ote1·0, completamente solo (Espinosa de los Monteros, 
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quedó excluido), aprovechó como suyo lo principal del sistema de 

Rejón, lo formuló magistralmente y al fin lo hizo triunfar en el 

seno de la Asamblea al conseguir la aprobación del Acta de 

R~for~aJ de 1847, entre cuyos p11ntos más importa11tes quedaron 

consignados los derechos de la persona y la institución del 

Ampare.. 

Inspirldo en Tocque•:ille y b3jo la influe11cta del 

ejemplo nort~americano, Otero decía: ''No he vacilado en pr0poner 

al Congre•o que se eleve • grande altura al Poder Judicial de la 

Federación, dándole el derecho de proteger a todos los 

habitantes de la RepQblica en el goce que les aseguren la 

Constitución y las leyes constitucionales, contra los atentados 

del Ejecutivo o del Legislativo, ya de los Estados o de la 

Unión. En Norteamerica este poder salvador provino de la 

Constitución y ha producido los mejores efectos. Allí el juez 

tiene que sujetar sus fallos antes que todo a la constituci611; y 

de aqui resulta que cuando la enc11entra en pugna con una L2y 

sec 11ndaria, aplica aquella y no esta de ~odo que si11 hacerse 

superior a la ley. ni ponerse en oposición contra el poder 

legislativo, ni deroga1- sus disposiciones en cada caso 

particular en que ella debia herir, la hace imp.Jtente''. 

Sin embargo, hay que ente11der las anteriores palabras en 

el sentido de que el control de la Const:'1tt:«i•)nJli.d3d s~ 

encomie11da al poder judicial ünicamente con respecto a las 

garantías individuales y no pdra ~odo el cuer~o de la 

constitución, pues así se i11fiere del artícl!l 1J del Acta de 
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R'?.formas en que se crintalizaron las ideJs de otero. En efe1.~to, 

la defensa del Régimen Federal i11stituido por el Acta se 

organizó en forma. po1ítir:a y no J11di,:1a1 al est.2Llecer f:n el 

artículo .,., que las leyes 1ncon.stitucional1?s de los Estados 

serian declarad3s J1tilas por el congreso y del articulo 23 se 

infiere qt1e la inte~veI::i~n d~ la CortA, s~ i~ducí~ a reciblr la 

de inconstitt1cia:1alidad, trasmitirla a las 

Legisl3turas, a recoger y ccmp\1tJr los votos de estas y hacer la 

declaración del sentido en que había votado la mayoria de las 

legislaturas y tenia, además alcances de generalidad. 

He ahi la diferencia radical entre la obra de Otero y la 

de Rején, ya que en la de este último la defensa total de la 

Constitución se ponía e11 mano~ d~l órgano jtidicial y operaba 

siempre a traé-s :!el individuo, coustre111da al caso particular. 

E11 cambio, asient~ Te11a Ramíre:, la protección de los 

dere..::hos públicos di? la persona recuperó en el Acta de Reformas 

los lineamientos que habían recibido de Rejón ~n la Con.stltución 

Yt1cateca, at111q~~ mejorados en la forma y en los detalles. El 

art!culo 25 del A~ta empleó al respecto la siguiente fórmula, 

que superó todos los precedente~ y cuyos restos, todavia decoran 

la constitución en vigor: ''Los tribt1nales de la Fed~ración 

ampar3rán a cualquier habitante de la Repl:blica en el ejercicio 

y conservación de los derechos que les concedan esta 

constitu,:ión y las leyes constitt1cio11ales, contra todo ataque de 

los poder'?s legislativo y ~jecutivo, ya de la federación, ya de 

los Estados; limit~11dose dicl1os tribt1nale~ a impartir su 
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protección en el caso par~ícular sobr~ que verse el proceso, sin 

11acer ningu11a declaración ge11eral respecto de la Ley o del acto 

qt1e lo motivare.'' 

Al proteger los derechos de la persona contra actos 

violatorios, no solo de la Constit11ción sino tambiét: de las 

leyes constitucio11ales, el sistema de Otero, como ~l de Rejón, 

establecía las bases d~l co11trol de la legalidad. 

Hay, que distinguir entre si, los dos sistemas de 

control que implantó el Acta de Reformas, porque cada uno merece 

diferente apreciació11. Del control político de las leyes, ha 

dicho D1Jn Emilio Rabasa, que si el Acta de Reformas hub1era 

lle godo a la práctica, ésta habri:i ll~g.1do también 

automáticamente a la declara~Lón de la ir1co11stit1t~ionalictad de 

las leyes que aLu:.:ir-ill los dericch JS ind~~1idu-1ltis y habría 

surgido un nu.:-vo conflicto entre la corte obl i g,1da a. tomarla en 

cu2nt3 y la Cá1ndra de Dipt1tados o la~ l~gislaturas n::presament~ 

investida~ d0 la fac~ltad de califica~ las l~yes. Er1 carbio del 

proci:.·dimiento con independiente y ante distinta 

jt1risdicció11 que no nace ni por excepci1Sn, 11i por al=ada dentro 

de otra, es decir, previo la creac~ó11 de tln verdad~ro j11ici·J y 

no de un recuu::io. Se dpdrLí tdmbi.;n del sLste111a ,1mer1cdno al 

prohibir q11e se 11icieran declara~io11~s generd1~~. re~pecto de la 

le)' o del acto que motivare la q1.JO:-Ja., cvn lo q1:>? daba. 

estabilidad a la institución y pe1·mitía que los tribunales 

desempeñarán su función de guardianes de las garantías 
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individuales sin poner en pugna el poder de la Corte con el del 

Legislativo y Eject1tivo''. 

En síntesis, el Acta de Reformas se preocupó por 

organizar la defensa de los derechos individuales y por mantener 

dentro de Stl jurisdicción respectiva a la federación y a los 

Estados, instituyendo para el primer objeto el procedimiento 

judicia~ y para el segundo el control politice. Asi mismo, 

permitió a los constituyentes de 57 extender el centro judicial 

ideado para las garantías individuales, a los casos de invasión 

de jurisdicción previstos ya en el Acta y asi desapareció 

definitivamente de nuestro derecho constitucional el control 

político para ser reemplazado íntegramente por el judicial. 

La Constitución de 1857 emanada del Plan de Ayutla que 

fue la bandera política del partido liberal et1 las guerras de 

Reforma implanta el liberalismo e individualismos puros, como 

regíme11es de relaciones entre el Estado y el individuo. 

Contrariamente a lo que acontecía co11 otros ordenamientos 

jurídicos mexicanos y extranJercs que consagi·abau loo tl~tt!clw::; 

del hombre e11 forma meramente declarat~va, sin brindar un medio 

para su proteccióz1, la Constitución de 57 instituye el juicio de 

Ainparo, reglamentado po1· las distintas leyes orgánicas que bajo 

su vigencia se fueron exp1d1endo tal y como g~11~rica 1 

básicament~ subsiste en ::t1estr3 constitución vigente. 

En ef~cto el artículo 102 del proyecto de Co11stitución 

de 57 recogió la fórmula de Otero (petición de parte agraviada Y 

protec:ión en el case especial sin h~cer 11inguna declaración 
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general}; pero :t.1 conferir a los tribun3.les el conocimiento del 

arnpar0, lo hizo a los de la federa~i·!n ~xclusiva~~ll~P o a éstos 

justamente con los de los Estados, seg~11 lo 0stableciera la Ley 

orgánica, con lo que desvirtuaba la nJtt1rale=3 de amparo como 

juicio especial, pues los tribunales federales conocerían en 

apelación <lt! las resoluciones pronunciadas por los locales en 

materia constitucional o bien la unidad se qt1ebrantaría al 

distribuirse el control de la i.:011stit 1.1cional1dad entre la 

justicia federal y la común. Este !nconvenie11te desapareció 

cuando en el proyecto que presentó acampo en el se:10 de la 

asamblea se encomendó exclusivamente a los tribunales federales 

la custodi.:i d~ las gara11tías del individuo así como de los 

perímotros feder~! y lo:~l. 

El prim1tiV 1
) artículo 102 s;:o fr.'iccionó en el proy.<?cto de 

acampo en los artículos 100, 101 y 102. ~e estos tres precepto~ 

el artículo 100, creab3 la comp~tencia de los tribun~les 

federales para co11ocer de las viclaclo11e2 a l~s gara11tias 

individt1ales y de las inva3i~11e~ entre si de las jt1r1sdi~ciones 

federal y local, es decir, el prei:epto qu0 etab!ecia en lR 

constituciótl el control judicial. El artict1lo 101, co11sign~b·i 

mediante la fórmt1la de Otero las carrlcterísticas d~l Amparo y el 

articule 102 instituía el 

habilidad de acampo, como 

jurac10 popular y fue gra.ci.ds a la 

ya anteriormen~e lo dije, quien 

suprimió la justicia común, y a Don León Gu=1:1án <fii~n J?liminó el 

jurado popular, quienes hicieron que el Amparv sub.sisti.era como 

tal. 
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En ln7 el juicio de Amp•n.i no solo había arraigadc 

prc!~ndam~t1te en 13 con·:i~nc:a pop11lar, sino que tenia una 

:ra~!citi1 juridica de p~!ro~r orden. El pt1eblc había palpado sus 

efectos pL~o~2·:":ori?s fre-nt..;. al jespctisn1 • y lf1 3.rbitrariedad y 

rnu:has veces se 11abía;1 sJlvajc gra~la~ a él, la libertad, el 

patrim 1)l"'. io 'J l.:i vicLl de las per.;onas. En pr•'.'se:1c ia del 4xito del 

amp~ro, los juristas más eminent~s de nuestro foro -Vallarta en 

la Corte y en sus libros, Rabasa en sus libros y en la cátedra-, 

habían dirigido sus esfuerzos dirigir y depurar la 

institución. No es de extraftar por lo tanto, que en el 

Constituyente de Querétaro el juicio de Amparo sólo hubiera 

encontrado voluntades prontas a consagrarlo y mejorarlo. con los 

ojo• vueltos al precedente más próximo, la segunda comisión de 

constitución rindió en su dictamen un cumplido elogio al amparo 

y a los Constituyentes de 57. Y si hubo alguna discusión, fue 

tan sólo respecto a la procedencia y alcanc~ del amparo ~n 

materia civil. 

salvo las reglas minuciosas para la tramitación del 

juicio que introdujo la Constitución de 11 y que son más propias 

de la Ley Secundaria, se conservan intactas todavía las 

didPO•iciones que consignó la constitución de 57 en relación con 

la competei:cia constitucional del Poder Judicial de la 

Ft:-de:-::ac1ón y con las caract.erífticas del jtticio de Amparo. 

Tocante al primer punto, el artículo 103 dice lo 

siguiente: "Los tribunales de la Federación resolverán toda 

controve~siJ que se suscite: 
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I.-Por ley~s e actos dE !a autoridad ~ue viol~ las 

g3rantí3s i~div1~usles. 

II.-Por leyes a actoa d~ la au~cridad fejeral que 

vulner~n J restr!~jac la sob~r~n~ 1 je l·)S 

Esta:los. 

III.-Por le~ie3 o actos:~-:> la:-· 31~': .... ricl-'l.des de 4-'::os 

qtte !t1va1~n la esf~ra de la atttori1,1d 

federal." 

Se reitera de este modo el co11trol judicial de la 

constitucionalidad, limitado a la protección de la• garantias 

individuales y de las jurisdiccionales federal y local. 

En cuanto a las notas esenciales del juicio, el articulo 

107 asienta en su parte relativa lo que signe: 

"Todas las controversias de que habla el nrticulo 103, 

se sujetarán a los procedimientos y formas d';l nrden jurídi·:o 

que determina la Ley, de acuerdo con las bases siguientes: 

II.-La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de 

individuos particulares, 1 irni tándosi;! a ampararlcJs y protegerl-:>s 

en el caso especial sobre el que verse la q11eja, sin hacer una 

declaración 

motivare ... 11 

general respecto de la ley o acto que la 

De esta st1erte se conserva en la cons~itL1~iSn a~tttal la 

fórmula de otero, que la constitución de 5? adoptó del acta de 

Reformas. 

En sint.::-:::::is, debemos situar el control de la 

Constitucionalidad que actualmente nos rige, en el sistema qt1e 
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encomienda dicho control al Poder Judicial Federal ~on eficacia 

óni~imente respecto al indivi1t10 qt1e solicit3 ld protección. 
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CAPITULO II 

EL SISTEMA JUDICIAL APLICABLE EN MEXICO HASTA 

ANTE2 DE 19e8. 

l. CONSIDERACIONES PREVIAS 

2. EL PODEP. JUDICIAL FEDERAL 

2.1 EVGLUCION HISTOR!CA 

2.2 DUALIDAD DE FU!ICIONES JUP.ISDICCIONALES DE 

LOS TRIBUNALES FEDERALES 

3. LA FUNCION JUDICIAL DE LOS TRIBUNALES FEDEP.ALES 

3. 1 GENERALIDADE 3 

3.2 LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

3. 3 LOS TRIBUllALES DE CIPCUITO 

3.4 LOS JUZGADOS DE DISTRITO 

4. LA FUHC!O~ DE CO!lTROL COllSTITUCIOllAL DE LOS 

TRIBUN;\!.ES FECERALES 

4.1 GENERA~IOADSS 

4.2 SUPUSSTOS COHPETE:JCIALS~: 

a) Compet1211::-ia 0ntre los j\l·:r:es d'? Distrito por 

u1i.a parte 1 la Supr.:im:i Cor~.: de Jtistir'i.:t y los 

Tribun~les Coli::-gi~:1os de c:rcuito por lri otr,:i. 

b) compet~ncia entre los Tribt1:1hle~ co:~giadoF de 

Circtiit0 y la Suprema cort~ 1~ J\1~ticia en 

f'..mparo Direct·) ¡:J:1i-in."L1!::i:\l/. 

e) competenci3 entr~ los Tribt1::'!.le~ ColeaiJ¿os d0 

circuito y la suprema corte de Justicia @n ~l 

P..mparo Indit·ecto (Bi-i!'![.ta::-:i.'!.l}. 
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d) Competencia entre los Tribunales Colegiados de 

C1rc~1ito en AmpAnJ Uni-instanci1J. y en Amparo 

Bi-inst.Jn 1~ial. 

e} Co~pete11cia e11tre el Ple110 y las Salas de la 

Suprema Cot·t<? de :usticia en matE-L"ia de Amparo 

Indirecto. 

f) Competenci3 d~l Pleno y las salas de la 

suprema Corte de J~sticia pa~a conocer del 

recurso de revisión contra las .5entencias que 

en Amparo Directo pronuncien los Tribunales 

Colegiados de Circuito. 

g} Compet~11cia e11 Amparo Directo {Uni-insta11cial) 

entre las diferentes Salas de la ~upren1a corte 

de JustL:ia. 

h} Competencia entre los Jueces de Dist!:ito en 

materia de Amparo. 
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II. EL SI:OTEMA JUDICIAL .'<PLIC::AB'...E EN MEXIC:' 

Hl~STA ANTES DE 1938 

1. CC·MSIDEF'A".:':ONES PP.E~.'IA:3 

A tr3.vés G<?l e;:tudic qc1e- hem(1 :': reali:.ado en el capituio 

ant¿rior, nos es ~2b~e advertir que, en at~nción a sus 

an.te.ced.,o.ntes h1~:t6ric,J.~, el Juir:10 rk· .ll.mp-3.rc se ha revelado como 

un medio de pri:te-cci6n o tutela de la 

co11stitucionalidad, sin emb3.rgo, desde el punto d~ vista del 

texto del articulo 103 de nuestra Ley Funda~ental, el juicio de 

amparo no se pre~enta como un medio de tutela constitucional 

integral, pues su objetivo de perservación se encuentra 

fraccionado ~ p3rciali~ado. En efecto, conform~ al artículo 103 

citaeo, el Amparo p~rsigue d~s finalidades d1fere11tes, que a su 

vez importan j(,~ ca.soE o:;s?e..:ífi·:• .s, distintos de su proceden:ia 

a saber: 

a). -cuandc por leyes o act.Js de cualquier 

at1tcridad se v1~1~ algcn: ~~~~ntía individual. 

{Fr.s.cción Il, i" 

b) cuanjo por leyes o actos autoritarios se 

altere el régime~ coDpet~ncial es~ablecido por 

la C.::nstitU·'::L~·h r:r.tr¿ :!..lS a,_ttorid3de!: f;:;-d¿rales 

y las d~ lo~ Estad~~ {!:·a~c!ones II y II~). 

Po:.: ten to, atend1er.:\ 1J la liter•lidad de tales 

p:0~eptcE, e! orden c:.~s~it~tc~~~al parece ~e protegerse por el 

ampare c~ntrJ cvalquier le~ : a:t~ qu~ no se compre11da en alguno 

de dichos cas~~. o sea, que med!ante él sól: se pre~erverían los 



veintinueve primeros artículos de la constitución y los que 

demar·:an las respectivas competencias entre las autoridades de 

la federación y las locales (artículos 73, 74, 76, 79, 89, 103, 

104, 105, 106, 117, 118, 124 de la Le1 Su¡>rema). 

Sin embargo, nuestro Juicio de Ampar~ a través de la 

garantía de legalidad consagrada en los artículos 14 y 16 

Constitucionales, tutela la Ley Funda~ental no únicamente en los 

casos específicos a que se refiere el artículo 103, sino en 

relación con todas sus disposiciones. De ahí que cualquier acto 

de autoridad, independientemente
0

de la materia en que se emita o 

del órgano estatal del que convenga, al no ajustarse o al 

contravenir la ley secundaria que deba normarlo, viola por modo 

concomitante dichl qarantia, haciendo procedente el amparo, cuyo 

carácter extr•ordinar10 como medio de tutela de la legalidad en 

general se traduce en la circunstancia de que antes de su 

interposición, deben promoverse todos los recursos ordinarios o 

medios de defensa de que normativamente disponga el gobernado 

para obtener la invalidación del acto de autoridad que lo 

agravi~. El Jctic io je .;mparo protege pues, tanto la Constitución 

como ls legislaci611 ordinaria ~n general. Es por ende, no sólo 

un re:urso constitucio11~l s1ni' un recur~o extraordinario de 

l~gal idad .. 

E:i re:a::-:e:-i, el JuiciC" de Amp3.ro desde su creación ha 

obser~a1o una notable evoluci·~n tele~!6gica qu~ lo distingue en 

act'..talidad COr.10 el medio mas perfecto de tutela 

con.:'::tuci.:J:;.11. su d~ perservación se ha ido 
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ensanchande> hasta convartirlc en un elemento juridi:o de 

protección a todo el orden estable=idc pcr la Ley Fundamental, 

comprendiendo en su estructura unitaria, todas las 

instituciones extranjeras que parcial y distintamente persiguen 

análogas finalidades. 

Pero, a el control de la 

ccnstitucionalidad? 

qu!én corresponde 

Quiénes son los orgános co~petentes pa~a 

conocer del juicio de amparo? Debemos re:ordar· que en !a últimd 

parte del capítulo primero, quedó claramente definido que en 

México existe un control judicial de la constitucionalidod y que 

de acuerdo con lo dispuesto por el multicitado articulo 103 de 

nuestra carta corr~sponde 

Federales el 

fundamental, 

cono e imi en t·.:. y resolución 

los Tribunales 

dd juicio de 

constitucinalidad, surge entonces la siguiente pregunta QuiJnes 

son los Tribunales Federales? y para dar contestación a la 

misma, el articulo 94 de la Ley Fundamental, señala en su primar 

párrafc·: 

•se deposita el ejercicio del Poder Judicial 

de la Federación en una suprema cort~ de 

Justicia, en Tribunales Colegiados y Unit3r!os 

de Circuito y en Juzgados de Distrito.'' {~2) 

Visto lo anterior y teniendo ya una visi~n genAric9 de 

corno y quienes llevan a cabo el ~ontrol constitucio11al, a lo 

largc del presente capítulo trataré de ~xpo11er, lo ~ue ha sido 

la evolución histórica y las funciones que a Qltim•s fe~has 

venia desempaftando el poder judicial federal de~trc de! Sistema 
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Jurídico Mexicano. 

2. EL PODER JUDICIAL FEDERAL 

2. l EVOLUCION HISTORICA 

A raiz de que se consumó nuestra emancipación política, 

el Congreso Constituyente de 1922 por Decreto de 26 de febrero 

de ese año confirmó provisicnalmente todos los tribunales 

existentes a la sazón y que no eran otros que los coloniales, es 

decir, los que funcionaban antes de la constitución gaditana de 

1812, pues la organización judicial que esta carta estableció no 

pudo implantarse en la Nueva España por no habe?:lo permitido las 

circunstancias políticas de la época. Tarapoco fue óbice para la 

super•1ivencia efímera de dichos tribunales a la Constitución de 

Apat:inqan que fue absol'Jtamcnte ignor1:líl. po:: tal congreso, no 

obstante qu~ refleJó en sus principies b~sic0s la auténtica 

ideología de la it1surgenci3 m~-~ic3n3. 

La organ1zac1ón judicial ele l<:1 ::-0i..·:>\Hd se re~ter.5 por el 

Reglamento Provisional Poitic0 del Impero He;<ic~n 1) de: 10 de 

enero de 1822, que al declarar que la justicia s>?: administraría 

en nombre del emperador, rat~t1co ei (l111-..i0.<~ ..... ;;:.!.cr.!'"0 rlo lof'. 

"juzgados y fueres militares y eclesi~s~1coti'', J·~ lo~ tribunales 

de minerí~ y hacienda de los consulados, alcaldes, jtieces de 

letras y audiencias, estableciendo, ac!emAs 1 ¿ l '' s~1prem·J Tribunal 

de Justicia" con residencL'\ e1: ld Cdpit.J.!. ::r:;.. imp.::-ro y cuyr, 

cuerpo deb:'.a compon*=rse de nu.::·:e m1nL;tros y ':t.111 .::o:: txatami.:-::.~::; 

de 11 excelencia''. una de las noved0sas facultdd~s con que s~ 

invistió a dich0 tribunal consisti3 e~ prot¿ger 15 lib~r~ad 

:,:)~, 
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personal que aseguraba el artículo 31 del indicado Reglam<!nto en 

el sentido de que a nad1e se le podia privar de ella a m~nos q11e 

el bien y la seguridad del estado lo exigiesen, pudiendo en este 

case ónicarnente el emperador exped!r las ordenes respectivas, 

"con tal de que, dentro de quince días a lo mis, la haga 

entregar (a la persona arrestada) al tribu11al competente''· La 

prot-ección que el mencionado tribur.al podía dispensar a través 

de una especie de "habeas corpus" que ante él se entablaba, 

estribaba en calificar la justificación del arresto y si éste no 

obedecía al "interés del Estado", invitaba al ministro 

responsable a poner en libertad al detenido o a consignarlo 

judicialmente. 

En el Acta Constitt1t1va de la Federación de 31 de enero 

de 18:4 se previó la cr~ación de una Corte Suprema de Justicia, 

órgano que, :on los tribunales que se establecieron en cada 

E~tado, era el de¡:ositaric' d<?: poder judicial fPderal (ar.tículo 

lS). Dent~o del régimen ferte~at1vo en que se organi=ó al Estado 

Mex1c3no por la Con~titución de de octuhre de 1R~4. dicho 

poder se confió a ese Cu~rpo Col~giadc, a los Tribunales de 

Circuito y a los Juzgadcs de Distrito [articulo 123). 

La competencia de 11 Sttpre~a Corte se determin6 en el 

articule 137 que nos permitimos tra~scribir a co:1tinuación: 

"al Las co;itrov•:-t·.:;1as en que fuera pa:·te 

cltRlqt11er e~tid~d fede~ativa, 

bl Le refer~nte 3 los co11tratos y negocios 

e11 que ~l gobiern· fe1eral fuera par~e, 
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e) Opinar sobre el ''pase'' o ''r~tención'' a 

letras pontifici3s 

d) Conflictos de comp~tencia judicial 

e) D~cidir en última ins~ancia los juicios 

políticos de respons3bilidad en contra del 

presidente y el vicepresidr.:1~te de la Repüblica, 

gobernadores y Secretarios de Estado. 

fl Causas de Alrnira11tRZ~G 

g) Ofensas contra la nación 

h) Delitos de los senadores y diputados federales 

(previo desafuero) así como de los empleados 

de Haciend3 y del Poder Judicial. 

!) Causas civiles y Penales de los Agentes 

diplomátc.oos y consul~s. y 

h) Infracciones de la constitución y leyes 

generales." 

Y su funcionamiento quedó sometido a una ley que 

expidiese ~1 Congreso Gener~l (artict!lc 138). Sin embargo, un 

poco antes de Q\te entrase en vigor di=ha C~nstitución, por 

de:reto de ~~ de a~csto de 18~4 ya '~ l1abia organizado a la 

3uprema Cor~s en tres sal1s ~ e! 15 de mayo de 1825, el 

presid~i1te je li Repütlica don Gu~d3lt1p~ Victoria tom5 juramento 

a los ~r~~¿~cs mi~ist~:. i1:JtJlá11doEe fJr~3lm~nt·~ nueatra 

pr:.nit:-ra .Supref' :~ co::_-t(- d~ Ju~':ic:.,;i d.:_.. la Na:ié:n. 

Baj~ la ·:ig~11,·ia de la Constituci(n Feder3l de 1824, 

di·'2~30S ~rdE.:aml9nt0s rigiero~ el ft11.c!on?~ient~ de la St1prema 
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corte, organizándola dentro de! cuadro compet1?ncial consignad:i 

en la mencio11ada t@y Fundame11tjl. Así ~1 14 d~ fet1·~ro de ie:6 

s~ expidieron las bases para el Regllmento de la St1prem3 Cor•:a, 

co11forme al cual dicho tribL1nal 3e dividi3 en tre~ sdlas, 

compuestas, la primera de cinco ministros y de tres las otras 

dos. Las aludidas Fase~, sig~1~1¡d0 las presc~ir·:iot1es de la 

Constitución dete:ni11a~on lo5 ca~os en q11e 1~ r~~t~ d~bía 

conocer en pr.!me;.·a, S..::!g1J:1da y terc-?r inst.3tiCi3 '""i:mjunf:a11>::1te; -?:1 

que debía tener injerencia en segunde y tercer grado al mismc 

tiempo y en que sólo debía fallar e11 ter~era !nst3;11:_a. 

Tres meses dgspt1és, el 13 de may~ de 1826, el Congreso 

::;eneral expidió el "Reglamento que debe 0b.:""!"l..'1:· :.a. Suprema 

de Ju::.ticia de la P.epübli·:a", mism::- ;:rt:':- c·:·ntenia 

disposiciones muy m1nticicsa~ resrecto d~: ft111c1onamiento y 

organización de este Tribunal; y 

Tribunales de circuito y Juzgados 

por lo que concierne a los 

de Distrito el dia 20 del 

propi0 mes y ~~o 3~ 0r~an1zó su competencia y reguló su 

funcionamjpnto mGdiJ11te eJ. d~creto resp~cti~o, el ct13l fue 

modificado por la Ley Orgánic2 de dicho~ trU:wv1l~.:-.:: ~· ju::Jodos 

el 22 de maye de 1834. 

Pcr 1: que s~ r8f1ere a la 11att1ralez¿ a~ este tr!b~1nal, 

no se pued~ decir 1ue di~ha C0r~e s~1pre~~ ft1¿~J un tr~bu11a: 

co11stitucional, si b1211 211 lJ 11~1~s fr~~~1¿i1 ~~J met1~i011~d~ 

artículo 137 daba facultad 

infraccicnes a la constit'.tciór:., d:cha Ea("•:lt,.:ij 110 era 1:-:t1·:1 c:.::t 

más que la copia de la sección segu:.,d:. d-:-1 :rt:'.c:'c1lo rr: "2-:- ld 
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Constitución de los Estados Unidos, que en H~xico nu11ca se 

ent~ndió, n1 menos se aplicó por lo que como 11a sefi3lado el t~. 

sobe!.·an~~. en E:: obra "Sobre el or iuer. a~ 'ª supr~ma c,:irte de 

Just1c1a dt: la na.e iór.", la Suprem,, C·:irte Mexicaiu dur.3.nte la 

vigencia a~ Li Ley Federal de 1 Bc4, 11:0 era mas qui:: el Tribunal 

s~1perior de la :'apital de 13 RFp(1blica y con escas ísimas 

fl111C!Cl1€:'S de suprenio tr:b11nal f~deral 1 md.s aún de tribunal 

constitucional. 

Al sustituirse el régimen federal por el central en la 

Cons:1tuci6n de :836, los tribunales de circuito y los juzgados 

de distrito desaparecieron. En su lugar se implantaron los 

''Tribunales Superiores de los Departamentos'', los de ''Hacienda'' 

y los ''Juzgados de Primera Instancia'', habiéndose conservado a 

la Corte Suprema de Justicia como el órgano máximo de la 

Repübl!ca i11tegrado por once ministros y ur1 fiscal {articulas 1 

y de la quint~ ley), la cual, te11ia una extensa orbita de 

atri!J•tcioth~S. 

r~s~ ~ ~º~~~ esns atribuciones, la corte, 

.:.1 i;g:J.l qu·:- tod:-s lo~ d>?má.:. .:-rg::nos ~el E.5i3do, se encontraba 

t.ljl~' l.:i. fé111:!.a del Supr.;.·:n<: P':'der CJnse:·vador instituido en la 

Seg11nda L~y, pues ~st~ podía d0~larar la :1ul!dad de los actos de 

c.li.:h..:: t~-:ba:'!,;.!. ~n el e :.::0 d·? ·1~11~·~-,i::-~6n d.::> f.:i.-·.11 t=d . .::is, "excitado 

_;J::: :::g·.:r.-. j~ l·'"'::' 0:~·0s d:i~ po~1~1·¿::; 11 , a::i '-":'.)mo "suspeu:!t:!rlo" 

c~:311~0 '1esc:~ocie3e· 1 al ~¿;1slador o 31 Eject1tivo, o tratds~ de 

tra~~·:.rnar :?: '.)r:1e11 púb: icü. 

~a ¿fe~to, la q~1nta ley constit~c~0~~1 nos describe una 
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corte supre:m3 muy similar a la de 1824, pero ahor.'l. c..::-11 la 

novedad de estar ei1 ~iert0 moda, supeditada en este mis~c 

régimen centr3lista a imita~:dn del 3~ndd0 cor1~erv3dor Frb:1~~E. 

( 2 J \ 

En e~ta época el Pod~r Judicial estuvo reylam~!1t3d~ p0r 

la LE-Y par:; oE:!l arrei;lc provisi\)n.3.l de la Admi11istr1ci_'1n de 

:usti~ia en los Tribu11al~s y Jt1zgad(~ d~l Ft1~~, comú1~ d~l ~3 d~ 

mayo de 1837 

la existencia del Supr~mo Pod¿r conservador 

r¿almente la suprema Corte en ningún mcm~nto tuvo funcio11es de 

t1·ibunal constitucional, 

Las Bases Orgánicas de 1843 conservaron la estructt1ra 

del Pode~ Judici3l nacio~al establecida en ~l ord~namieLt: 

conEtitucional anterior, y no obstan+:e que .;:in .:-llaE". se suprim:r:: 

el Supremc Poder Co11servad:r, la a~t•:no~ia f11n;i0n3l de la Cort~ 

se afectó ;on3iderabl~me11te po~ la in~e~~ncid que ~11 13 

adrr!111stración de J11stici:i tenía el pJd~r ~jec11ti~o. E;1 ~!Ectc, 

se d1spuso p::-.r dic:-ja segtlr":dn. Cr:ns'"1t•i:i~n =~!-.tr~list·1 '!Ue e: 

President~ de la Repúl:l.::.:a d.¿-hi.a cui:iar q·:-- s-::, ,1c1m:.:-.i::.-tl-e:r3 

"pi-oi~La just~cia. por los t1·i~unales y ju:::1~:J3.::-" ·.:uanj:i ti¡v:..;:.: .­

noticia de que obraran con ''m~rosi~aj'' t1 q·:~ e11 2llcs se 

cometieran ''desórdenes perjudicidl0s'' pa~a dtch3 ~~m~111r~r1ci.:~. 

llegandc- ~a int..:.-r·:e!1ción del :i~aGo alto f·Jn,~:.::¡L1~·1'J :i.l .:;::~r2mc 

de ord~nar a los trib~¡nales qtte di~s~n 11 prefe~e~c1a'' a las 

causas que asi lo r~quiriesen ''para el bie11 públ!co'' y 5e 

pedirles ''noticia del est1do de ~lli~'' :Rj3 v~~ qu~ l~ CL~~~~~ 
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conveniente. Ade~as el presidente podía dirigirles 11 exct~at1vas'' 

l' solirita.ri-?:- "in fcrm·?S justz.ficadc's" exigii 

responsabilidad.::·s 1 s-1~ titular~:: (articulo 27, frd~~-::1ones IX y 

X~. Sen~jant<?= f1c\<ltadE·.S d¿ intr0misir',:1 ~n nn !imbito ajeno a su 

competencia gu~ernativa qt1e violatan el principi~ de 11 separaci611 

de poder~s'' y afrentaban la respetab1lidal y dig11idad de loG 

t~ibunal~s, orig1n~ron que el poder judici3! estu~iese vigilado 

por el ejecutivo constituyendo ''en cierta forma u11a d¿pendencia 

justificada de aqu.S-1 poder a éste y un3 evidente usurpación de 

las funciones que correspondian'al judicial 11
, segün expresiones 

certeras de Parada Gay (25), quien agrega que "la Corte Suprema 

ya no tuvo facultad para nombrar a los magistrados de los 

tribunales superiores, ni de confirmar los expedidos a los 

juec~s inferiores y a~nque podía conocer de los recursos de 

nulidad h~~ho valer con~ra las sente11cias dadas por los 

tribt111ales sup~riors de los Departamentos, las partes tenían 

derec~10 a interponerlos ante el Tribunal del Departamento más 

inmediato, siendc colegiado''. 

La restauración del régim~11 f~deral implantado en ld 

constitución d~ 4 de octubre de 1824 rest3tleció los tribunales 

de 11 FeCl • ..::r::\cién c.Jr. l 1.s atrib\tciones que dicho ordenamiento les 

confirí.:-·. !:n c.)n:.::cue1:cia, por virtud del acta de Reformas de 

ma;•o d2 134 7, q\;e, como st: s1bP, fue el doc 11m-::nto a través del 

que :..r-=r:, Ji.,.::ha ri:sta~trat:'i :n y d-::>1 De·::Tt:t.:i de 2 do? septi.:mbre de 

1'346 qu~ la pre<"~2C.1ó, ~:-:pedido pvr el Gene1:al Mariano Salas "en 

ejer~~·=i~ del Ettpr~mo Poder Ejecutivc'', volvieron a crearse 
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te11tatlvarnente los Tribunales de circuito y lJs Juzgados de 

Distrito en susti~ución, resp~ctiva~~nte, d0 los Trib1:n3l~s 

Sttp~ri~r~~ d~ los Der,~rtd:n011:.:~ y Ju:gddo~ de Prim~r~ !nsta~icii 

que fu:-icioLaron ~.3.jn el r~gi:"n·:-n -=~ntr:\lista. 

Pero sobre todo, lo más important2, fue lo sefialado pJr 

.:::1 d.rt~culo 25, JU¡.:;;n(, qLI•:: '='stablt:ci·~ '-!U.::: ":c.:. tl·iLur1.-ll+:'.s de l:l. 

federa.i¿rn amr~rará:1 a cualqu~~r habitai1t~ de la RPp~hlic3 e11 el 

constitución y las leyes constitucionales, contra teda ataq~e de 

los f:jerea Legislati~o y Ejecutivo, y3 de la Fe¿era·~i6n, y3 da 

los Estadcs, limitándose dichos tribut1ales a impartir su 

protección en el caso partict1lar sobre qu2 ve:-Ee el proceso sin 

l1acer ni11gu1la dEclaración ;ei~2ral r~spectc de la l~y ~ ~el 3cto 

que lo m0tivare. 11 

Con ello, no sol~m0nte se credba la lnstit~ción prs:~sal 

más importante dentro del de~echo mexicaI1:, s1110 1ue 3e le dab3 

un giro total, a nu~stro maximo tribunal constitu~icnal. 

No ob.st.Jnte el restablec:imi~nt0 de-1 si:.;t'=':!l.l fec.1·=.>tol y la 

revivencia teórica de la constit11ción restaurat~d, al régim~r¡ 

jurídico de nuestro pais se subvirtió par la dictadl1~a 

santanista que .se de.splegó totalme:1t-:.> al nar9.;.L i.' contt-a el 

orden constitucional. 

El Estatuto Orgánico Prcvisio11al de ld Repúbl1•:a 

Mexicana, a pedid~ el 15 de mayo d~ 1856 por Ig1:3Cl•J 20mc11fJrt 

en acata;nientc. de una de las pr~vencicngs del Plai-. Ce Ay1.ttla, 

declaró que: ''El poder judicial general ser& d~fi~rp9n3~~ por la 
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suprema corte de Justicia y los Tribunales de Circuito y 

Ju:;¡ados de Distri~o establ8cidos en la Ley de :3 de noviembi·e 

de 1855 y las leyes relativa~.'' 

La constitt1ción de 1857, en el texto original de su 

artículo 91 disput:o que la Suprema ..:orle se componía 1'de cJnce 

ministros prop1eta::io.s, c'.latro snp2rnumer3ri1:-s, un fiscal y un 

procurad«:,r general", sin haber di•1id1do a dich.o cuerpo judicial 

en Salas por lo que f11ncionaba en cualquier caso como tribunal 

pleno. Por reforma de 20 de mayo de 1900 se elevó a quince el 

n[umero de ministros determinándose que debía operar con este 

último cará~ter y en Salas "de la manera que estableciese la 

Ley." ( 26) 

En este momento, considerando que el juicio de amparo 

era el proceso constitucional por antonomasia, y siendo la 

suprema Corte el órgano jurisdiccional que en última instancia 

debía resolver el mismo, podemos concluir que la suprema Corte 

de Justicia creada por la constitución de 1857, si era un 

tribunal constitucicnü. 

En cuanto al Estatuto Provision3l del Impero H¿Kicano 

e::penido pN· Ha:-:imillano el 10 de abril de 1846, no establecía 

ni Suprema Corte, ni Tribunal Suprem0 alguno, ya que el artículo 

15 :1el citad.o Est3.tuto se limitaba a señalcir que "la Justicia 

será .~dm!idstracla por les tribunales que detenni:-.>? la. Ley 

orgán::..cc:". 

Al t=iunfo de la Revcluci~n Haderis~• que culminó con la 

renu~cia del Gen¿~al Porfirio Díaz a lR presidencia de la 
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Rep~tlic3, la Suprema CcrtE y 103 demás tribunales federales 

subsistieron, pero como don venusti:;ir . .:> ca:-ran;:.J. ~n el Plan ::le 

Gttadalupa no sólo desconoci6 al gobierno espuri0 de Victoriano 

Huerta, sin~ ''a los poderes J,eg1slativo y ~t1dicial de la 

FEderación (artículos y de dicho Plan), los órganos 

judiciale3 mencionados estaba11 con1e~Jd1s a d~saparecer c1JMC 

inmediato y fatal de la vict8ria de! Ej~rcito 

Constitucionalista. Así, por Decreto de 14 de agosto de 1914 se 

disolvió la supre~a Ccrte que se volvió a crea~ en la 

Constitución de 1917, sin que por ende, haya existido durante el 

período llamado ''Preconstitucional''. 

El texto original del artículo 94 de la Cocstitución 

General de la RepQblica de 1917, seftalaba que la suprema corte 

de Justicia de la Nación se integraría de once ministros 'l 

funcionaria siempre en tribunal ple110. El 20 de agost~ de 1922 

se publi~aron laz re~crmas al m~11cl011ddo articulo en el sentido 

de que nuestro máximo tribun~l se integrari• cun 16 ministros, 

pudiendo funcionar en ple110 o dividido en tr~s sala5 de ~in~c 

ministres cada una (Penal, Admrnistrativa y Civil). Seis ar.os 

después, o sea por refcrma publicadd el 15 de :l1c1embre de 1934, 

s~ aumentó a 21 el ~amero 1e miniEtr0~ y a cuatr~ el nú~ero de 

salas, apareciendo la sala :aboral; en ambos cases uno je los 

ministros se~ía su presidente, el cual ne int2graria sald. 

En la reforma d~l 19 da fGhr~~·J d~ 1951 se :re6 la 

figura de ministros supernumerarios y de l?J. sala atu:iliar au:ique 

esta últi:na con carácter transitoria, hasta la refor:n3 ·1.; 1332 
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en ;~~ Ji~~a sal1 tuv.~ ~l :ar~~t~r a~ definit~v~. Tarn~_4n en la 

~~~ ·-~~ d~ 19~1 C? ~~~~c:1 les tribun3lE3 =cl0~ildos de cirrui~0 

::¡•.:t; 

C' :i1~fr,-:¡t1nc!:. 

La 'Olii-:·:.·.71 r·:-:-?:1.:: qi.~e J.:,t:e>:C-:-, ha tenidc pcr objet'-' 

E:.:¡:~.;~~:.- ... -:1. h.!..::~:~::.:; d.::1 P:::?r Ju'"1 .:::ial ~le la Fecl<?ración en 

M•h:1c,;, No3 he:n.:~ ccntr~:.c.: :;. mer.:-i·:·n"I:, a gr0.sü modJ, la 

di'.'e:·~--3. 3itl~3 ·ión que en nn.:-stro ,:on~·tit'Jt-i:'n:t1ismo han ocupad) 

l~s tribunales federales. 

2. 2 DUl\LTDAD DE FU!lCIOllES JUSRISDICCIONl\LES 

DE LOS TRIBUNl\LEE FEDERALES. 

Clarament~ se advierte que el mencionado artículo 94 de 

nuezt:5 ley fun:lam¡=>;lta1 vigente nt11 i.:::a el concepto de "Peder 

Judicial de la Federac:ón'' como ft1n~ión pública primordialmen~e 

jurisdi~ci0i1al en qu= se desenvuelve el podar del Estado Federal 

He~ic3nJ, al disponer que tal funci611 se deposita en los 

mencionadcs órganos, los cuales la desempe;'i.an dentro de su 

res~~=ti~a esfe11 compe~~ncial. Si se identific3 al el ''Poder 

J~~dic1al de la Feder3ción'' con la ~ctividad q11e eje~:itan dichos 

6rr;a:-..:!S ~-~t3tal12s, 3;;> r::cnr:luye- que 1-~!2:? poder ne se traduce 

e;.:·-:lusi·.tar:iente en la :·e3l i::a·-:i-S:1 dE· actos jurisdiccionales, 

JUT:¡: 1 1::> ·5s-:·s lo integT':'.'!1 y carcterir::e.1 rEl~v.1:1t.:imer:te, ya que en 

s·;, .P">tL .• ~cf.::.n, es :1.·2:-:.r, P!1 11. ::0lw:i:·:~ de contrcv-::!·sias 

ju:·:.d1..::.:i::., i:-s•::..·ii:a. su p1·im<::~i:ll ftn1li:i1C .. Ahcra bi.::n, el 

mul~i:ita~~ p0~~r, ~:orno equivalente a la act1vid~d que ctespligan 

la Sllf1"·2tn). ':':!:te, los Tr:b1.n.a~=-:-; d~ Circui':.o ºi l:>s Juzgados de 



!l::.str:. :e , se 

3.1 GE!1~?ALI:AD~~ 

:len': ro :1-:- l ·1[:: 

~<:zi.alan 

·O·,i 

fE•J) 

lo., 

rt: ¿ d:. ::..ita~ fu:~: !ones 

ad" S'i·· 

'!'ri!.:>ttn3.leF de 

judc :i:l 

pr- -o;ot J' 

1 a Fed-;>rac i;:'n 

de:=:cu't:t :.:r.os algunas que <?n:r3ñan, en CUJJ1tc a s•.1 ej~rcii:ic, ittvt 

funció11 qu~ se d~FarrolJa en forma aniloga a la qt1e tiene lt1gar 

en les ¡:ro::edimi-:-ntcE del orden común, es~·) es, r¡11i:- t~":?ll"? C'JID•.1 

fin la rescl·1ci<511 de un pi-_:hle:ri::i ju1·!.dicn qu.;i ¡)\'~d-::i r; ao ser 

co~1stituci011al, sin que ~l jue: del conr.ci"1ie-nt, ::1: Eit·~1·:? ·.::1 una 

relaci6n de control s~bre las demás lut~ridade~ del E~ta1c y s¡!l 

que pretenda est2blec0r ltll equil1bri(l ~a·1-~ l~s ~iv~rs·~s 

podel'E:s, medic1nte el c.:int1·ol de su.; ac+:.<Js. L~t f'.1:1 ::i6n j~1di,: i:.l 

propiarn-::nte dichd de l1J!~ trih11n~1-:>~ f~~!·:·!"l~[.:> .:oii~·l:il .. _., pi)!." 

er.de, en reEcl\·i::: :on':r::-·?i:.>r~.1,1~: j111·irli--:1: de. fii::rr.-:·,'.'°' 1.dturctl~·2..'I. 

sin perseguir n111gun0 de lo!-; objetit.·)s ind1c3-:los trad11ci.?nd:.se 

su ejercicio en los llamados ' 1 jui~i:1s f~de~3l~f'', ~zencialm~rt·~ 

dist111tOS del amparo ',' qu~ pn-:-•ien ci:i~- Cl'.'!.l::S la"::O ..:>.:.!..· :, O !;·':.'-1 

mep:ant: 1'2!; adr.1:..nist: ·.tivo. 

conociendo de ello:;;, en prime:.:i in~t-:1.i:::.~, l~ .. ..; 3uec2s c1e 

Distrito. 

Los jt1i~ic~ civiles 2trictJ s~r1st1 d~l :r~e11 ~¿de1·?l 

pueden ser ordi::arios, e::ecut.:.vo;:;, :3.e co:1c111·s:-, .Stt.:"":.:::.··;~ic>:-, 
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e~c., s..?qúc ~e :1.e:;prend~ del código ft:dt-ral de procedimi~H!tos 

Los m&rcantil2s en los cu3l~~ ~n=u~ntran 

ap:i:ación pr1ncip~l diversae l@yes como 13 d~ Titulas y 

Op~raciones de Crédito, el c¿digc ¿e Ccmerci~. la Ley General de 

SC'oiedod~s ser ot·dinaeios o 

e~ecJtiv~s, ~n ate:1c:6n a lo pre~Fptuad·) por el Código de 

Co~~r~io. apart~ d~ los procedim~~nto~ ~speciales como el de 

quiebras, suspensión de pa•Jos, L~0istro 

establ~cidos y regulados p0r dif~rentes 

d~ so~icd3des, etc. 

cu~cpos de leyes. 

Tratá:11cse de jui~¡os civile~ fed~ra!e~ e11 se11tido estricto como 

d~ 1o~ mercA11til~s. cuaz1do la 3!ll1ca~ióG d~ las 1~yes federales 

ri:-.;.pe-:--t1vJs afe~tc sc·110 int·.n·:·se:; p~r':ict:ld:--=s, el ínteresad0 

PU•3d<? ·:-icur;:.1- .::. lo:--: trib\:nr1l~s fedt:.-r1l12s n ln·:::: .=i los Jueces del 

ci-den ,,;omün, existiendo en este caso le que se llama 

j1trisdL::c1ón r.;oncuu.·ente, opue~ta a. la exclusivd o excluyente, 

e:n la quE- la comp2tencia SP !"i:>~::-· .. ·d :-;~paro.di'\mf.!nte d cualquiera 

J¿. las Jo? :laJPE-· d<? -:.~·gane;.; j·iri:>di.:1~1c.,nalef,, 

p ~-in:: 1r'1 lmc·:1t E.· en ]ns llam~dos »cte 

::p:>sJ::ir::n", .su.:,-:i.':::id·:.:• '2ntr¡;i '21 p~rti...:ul,:n. afectac"!.o por un 

i:-.~y¡.;;- . .::t: fif;ca1 y l~ s~sr'""t6r::i d¿ H~c.::..o?:;::::'\ en los diversos 

·:e, _, ;::1:1-:- ~;i. L~:i-· ?.:1?l2<::v1 .:;.;-:":..:iL::-..,, ~· qu·:- p:.·)p·.,:Hus-:1'..:~ -rtedaron 

c~:·a con~~~~- :i1 ~stá ~~~Jl~~a p0~ el 2·~1ioo Fiscal de la 

Fe0':-"!.-:::.~i{:·. y~ le) _rJáni.:"·S.. c--:r.:s j·::-:"i).:.. ::i.1m_nistr3.tivos p<'r 



ser de tal naturale=2 !~ materia JUr~~!.;a s0bre la que versaban 1 

eran pcr eje~tplo los cl~rivad:s d¿ r?sclucic~es ~cbr~ r~g:s~r~. 

inva~1ón, eto .. respecto de mJ~c~s, pAtentes y nombres 

ccmerclal¿E previst's po~ l~ ley d~ l~ m~t~r1s. 

Ad~m¿¿ el mismo articulo 104 en ~flacij11 c~n ~1 73 

fracción XXI:{-H, ·..:0n.st1:uclon:tlt?5, r-1-.,· .. ~ ;_,, p·)sibiliC.<i,J -:le :¡iJ~ 

la legislación 

tribunales de 10 ~c11t~nc1oso-admin!Jt~ativo para di~lmir C•Jt1 

plena aut-::mcmia 1 as controversias que se susciten entrE 1 :a. 

Administración Públ:.ca Fed~ral o dBl Oístrit1..."' Federal ~{ les 

part icula:re:--:. 

J\tllHT''"!-2 1-"J:: ;ne::cictdt.k's tr 11Jundl<::s Jr- lo .;r;ont-?-n.ci'._ .~e 

adrr.inistrc1tivc, no !:·-.n ';:'.~;::::ii:tam!"!nte órganns eii r.;ue E~ d~posit2 

constituci01~al 110 excluía la injerencia úe la Sllprema Corte en 

la d~cis16n d'3 lñs c:..:ntr0111:_"rsias a que hem(JS aludido, Pll~"" el 

;i;ism21 o::.-tículo 104 e!1 s:: fr::l·,,..::.:11 l E-St3bll'!c:.o que- cnnt-ra la..::-



Cir:uito {Artículo I-B), po:- lo q,1-:: ac ... ·.L.:-!.!"2nt~ lj C'".'lrte c'l.rece 

d8 compete11cia para c~n0c~r d~l n1¿11c1011a~o re:ur~c .. 

Por le que c211cierne d los Jlli~10~ f~d~r~::~ de .~3~áct¿r 

penal, no ofrect?n probl1?n13s ni dificu!tad alvun2 -=11 c'.ianto a Ell 

mención, pueE son aquell:s e11 los ctt~l~~ se trs~~ d~ un delito 

r~pt:tado o calificado como fede~~l por el Código Penal del 

Distrito Fedet-al, para el efecto se aplica en toda ld 

del articulo primero del propio 

o tipificados por alguna ley federal 

República por 

ordenamiento 

dispo.sic ió;·, 

sustentdtiVo 

en casos especiales corno la castrense. 

Ahora bien, son los Tribunales Unitarios de Circuito los 

qu2 conocen en segvnda it1~tancia de los juicios ventilados en 

primera ante los jueces de Distrito en los términos de la Ley 

Orgánica del Peder Judicial de la Federación, teniendo además el 

radio de competencid que el pL·opío ordenamiento establece 'I a 

cuyas disposiciones condttcentes nos remitimos. 

Pero, cuál es la competencia de la SuprPma Corte de 

Justicia por lo que toca a la mencionada ft1nción? Desde 111ego, 

este máximo órgano jurisdiccional federal desempeña la fun•;ión 

judicial propiamente dicha en compete11cia originaria, o sea, en 

Qnica instancia, en los casos a que se refiere el artículo 

constitucional que delimita la competencia de la Superna corte 

dentro del artículo 104 de la constitución que alude en general 

a los tribunales federales en relación con 10s preceptos 

conducentes de la ley orgánica del Poder Judccial de la 

Federación. 
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3.2 LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

LaE facultajes conJt1tucionales con que está investida 

la Suprema Corte se refieren primo1-dialme11te, corno es lógico y 

natural, a los dos tipos de funcion.:s jurisdiccionales en que se 

de~EllVU~l'le el poder d~ imperio del Estado Federal Mexicano, a 

SJbt:!r: la Judicial dicha y la de control 

constitucional. No obstante, la actividad pQblica de dicho alto 

tribunal no se agota con el eje~cicio de las mencionadas 

funciones, ya que también puede real1:a:· actos administrativos 

dentro del marco competencial que le asigna la Constitución. 

Debemos recordar que siendo la Suprema Corte un Tribunal 

Federal, su competencia debe integrarse por facultades expresas 

que en su favor establezca la Ley Fundamental conforme al 

principio proclamddü en su articulo 124. En otras palabras, 

cualqui~r tipo de controversia o cualquier caso que no se 

comprenda en las disposiciones cor.stitucionales que instituy.en 

dichas facultades, o será de la incumbencia cognostitiva de los 

tribunales de la Feder-ación sino' de la c'le los Estados. El 

artículo 104 de la Constitución es uno de los preceptos que 

sedala la competencia de los órganos judiciales federales sin 

adscribir sepa=ada~ente los casos que ésta comprende a la 

Suprema Corte, a lo• Tribunales de Circuito y a los Juzgados de 

Distrito. 

1.-El art!c~lo 105 Constitucional reserva exclusivamente 

en favor de la primera algunos de ellos, en cuyo conocimiento Y 

resolución la corte actGa como tribunal de única instancia, 

94 



según lo aseveramos con antelación. Estos casos conciernen a las 

controversias que se susciten entre dos o mis Estados, entre 

éstos y la Federación, asi como a los conflictos ''entre los 

Poderes de un mismo Estado sobre la constitucionalidad de sus 

actos" y a las contiendcts "en que la Federa·:-ión sea partf?" según 

lo determine la Ley (artículo 105). 

para 

También la Suprema Corte tenia competencia exclusiva 

dirimir las competnecids que se susciten entre los 

tribunales de la federación, entre éstos y los de los Estados, o 

entre los de un Estado y otro", ~egQn disponía el articulo 106 

Constitucional antes de ser reformado por Decreto de 20 de marzo 

de 1986 y por el cual dicha facultad paso al Poder Judicial de 

la Federación, como más adelante lo harer.1os not.:ir, si:-:. embargo 

en este capitulo lo haremos notar, sin embargo en este capitulo 

tratamos de expcn~r como era el sistema Judicial en México hasta 

antes de 1988, por lo que debemos recordar que en el desempeño 

do ~st~ facultad, la Corte actuaba jurisdic~ionalment¿ puesto 

que resolvía las controversias competenciales que entre dichas 

especies de tribunales surgían para conocer o no de un negocio 

determinado. Dicha actuación, era en cierto modo, de controY 

constitucional por lo que se refería a las contr~v¿~5ias que 

sobre compete11cia se provocaban entre los tribu11ales federales y 

los locales, toda vez que, mediante su solución se preservaba el 

sistema competencial que en materia judicial existe dentro del 

régimen federal fundado en el principio que preconiza el 
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artículo 124 de la Ley suprema. 

3.-La Corte era además, órgano judicial de segu11da 

in3tancia en los juicios contencioso-administrativos derivados 

de controversias entre la administració11 p6blica fede~al, o 

mejor dicho entre süs órganos y los particuldres, pues contra 

las 5entet1cias respectivas procedía el ~ecurso de revisión ante 

~lla en los términos de lo previsto por los párrafos tercero y 

cuarto del artículo 104 constitucional, 

articulo 25, fracción VI de la Ley orgánica 

de la federación, sin embargo y como 

anteriormente, el conocimiento de estos 

en relación con el 

del poder judicial 

ya lo he dicho 

asuntos ha quedado 

reservado exclusivamente a los tribunales colegiados de 

circuito. 

4.-Tratándose de cue3tiot1es sobre limites de terrenc's 

comunales entre núcleos de población, la suprem.:t corte también 

funge como tribunal de segund3. instancia, en cuanto que ante 

ella pueden re=lamarse las resoluciones que sobre las contiendas 

respectivas dl~c el rrc~!dente de la R¿pútlica conforme al 

parra fo segundo de la fracción VII del articulo 27 

constitucinal. 

5.-Como tribunal de tLabajo, la Corte funcionando en 

pleno, igualmente tiene compet~11cia para dirimir los conflictos 

"entre el peder judicial de la Federa 1:ión y sus servidores", 

segün lo prescribe la fracción XII, in fine, del apartado B del 

Articulo 123 de la Constitución. 

6.-Actos Administrativos diversos: 
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Ya hemos afirmado que la actividad total de la suprema 

Corte no ~e contrae al ej~rcicio de la función jurisdiccional, 

pues co11stitucionalmente estA facultada para realizar actos 

administrativos, consiste11 principalmente en formular 

nombramient:is varios con finalidades diversas, segBn lo 

establece el artículo 97 de la Ley Fundamental. Tales 

nombramientos conciernén a los magistrados de circuito y jueves 

de Distrito, tanto numerarios como supernumerarios y en este 

Qtlimo caso para 11 que auxilien las labores de los tribunales o 

' juzgados donde hubiere recargo de negocios a fin de obtener que 

la adrni:iistraci6n de justicia sea pronta y expedita", pudiendo 

expedirlos, además en favor de alguno de sus miembros o de 

cualquiera de los al11didos ft1ncionarios "únicamente para que 

averigue la ~onducta de algún juez o magistrado federal, o algGn 

hecho o hechos que constituyan la violación de alguna garantía 

individual". En estos casos, la suprema Corte puede obrar 

oficiry~am~nte o ct1Anrlo ''lo pidiere el Ejecutivo Federal, o 

alg1 .. ma de l3s Cámarris del congreso de la Unióñ, o el· gobernador 

de algún Ef ta do" (articulo 97 párrafo tercero). 

otros actos de carácter administrativo que 

co1~stitt1cio11alm~nte incumben a la suprema Corte consisten en 

cambiar J~ adscripción a los jueces de Dist:-i~o y M01gistrados de 

Circuito. asi corno vigilar su conducta a través de los 

respectivos ~inistros visitadores, según lo preceptüa el mismo 

artí~ulo 97 de la Constiturión, a cuy:s disposiciones nos 

remitimcs. 
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?.-Finalmente, el articulo 97 le di a la Suprema Corte, 

la facultad "para practicar de of 1cio la averiguación de algQn 

~echo o hechos que constituyan ld violación del voto póblico'', 

únicamente en los casos ' 1en que a st1 juicio pudiera ponerse en 

d·1dci la legalidad de todo el proc~so d" el 0 cción de alguno de 

los poderes de la Unión", haciend1J llegar los resultados de la 

i11vestigaci6n oportunamente ''a los órganos competentez". Sii1 

embaryv, con:;id~ru.mos que el eje:-.::icio de esta f3cultad, para 

intervenir en materia politica, provJca que dicho tribunal deje 

d~ ce~ ¿utJridad p3r~ convertirse en t~ ~er~ órgano policiaco de 

investigación al servicio de las autoridades administrativaa o 

judi~ialPs a las que incumba dac!dir sobre la persecuci~n y 

castig0 Je los r2sponFahl~s de los hecho~ materia de la 

aver1 g 1Jación, d.-?r.k:-i tand:J d~ ecJta frirm-1 :-~11 tJ.n imp0rtante 

activdad. 

3.3 LOS TRIBUNALES DE CIRCUITO 

conforme al articulo 94 de la Con,;;titución, también en 

estos órganos se d~posita el ejerci~10 del pode~ judicial de la 

Federación. Este precepto clasifica a los mencinnados tribunales 

en dos especies, que son: los Unitarios y los Colegiados. 

Integrándose con funcionarios llamados m~gist~ados, cuyo 

nombramiento incumbe a la Sup~-ema Cort'?, pu:1iendo es t.:i 

cambiarlos de adscripción. Estos fu11cionarios no son !&amovibles 

ah initium, pues 11 durarán seis aftas en el ejer:icio de su 

cargo", adquiri.endo la inamovilidad si al concluir este periodo, 

11 fueren reelectos o promovidos a cargos superior~s'' (articulo 
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97), hipotesis esta Qltima que se antoja infactible, ya que el 

Onico cargo superior al de magistrado de circuito dentro de la 

judicatura federal es el de Ministro de la Corte, que de suyo es 

inamovible. 

Por otra parte-, los Tribunales Unitarios de Circuito 

sólo desempefian la función judicial federal propiamente dicha en 

su carácter de órganos de segunda instancia respect0 de lo 

juicios o procesos distintos del Amparo que en primer grado se 

ventilan ante los jueces de Distrito. A la inversa, los 

tribunales colegiados de circuito no ejercitaban la función 

judicial, sino sólo la de control constitucional ft través del 

co11ocimient0 de los dos tipos procedimentales del juicic de 

amparo, sin embargo por adición de la fracción I-B dl artículo 

104 constitt1cional en el afio de 1987, se le; dió la fact:ltad de 

actuar como órganos judiciales de segu~da instancia en los 

juicios contencioso-administrativos deriva:1os de lao 

controvesias que se susciten entre los órganos de la . 
Administración ?ública Federal y los part:culares al convcer de 

sentencias respectivas y sélo en los caso~ qt1P SPftalen las 

leyes. 

~uelgd decir por Qltimo, que las des especies de 

Tribunales de Circuito reciben su sPnda dPn0minaci6n atendie~do 

a su integración, ya que los Unitarins 2st3n personificados en 

un sólo magistrado, en tanto que los colegiados se componen de 

tres miembros. 
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3.4 LOS JUECES DE DISTRITO 

Estos órganvs judiciales feñerales desempeñan, al igual 

que la Suprema corte, las dos fu11ciones jurisdiccionales de que 

hemos hablado en sus respectivos casos cornpetenciales. sus 

titulares son nombrados por el máxirav tribtmal, el que, como a 

los· magistrados de C1rcuit~, lo~ puede cawbiar de adscripción. 

La inamovilid31 alcanza a loE jt1eces de Distrito a partir de la 

ratificdción de su nombramiento una vez fenecido el período de 

seis años por el que inicidlmente son designados. (Articulo 97 

Constitucional, primer párrafo). 

En cuanto a la función judicial propiamente dicha ya 

hemos ase·1erado que el ejercicio de esta función se traduce en 

los juicios o procesos federales distintos del amparo, 

co1¡cciendo de ellos en pr1m~ra instancia los jueces de Distrito, 

cuya competencia se integra con algunos de los tipos de 

controversias que prevee el articulo 104 Constitucional y a los 

cudles me referiré a continuación: 

1.-Juicios Civiles y Penales FeJ~ráles· 

(Artículo 104, fracción I) 

2.-Juicios sobre Derecho Maritimo 

(Artículo 104, frar.ci6n II) 

En esta hipótesis la competencia de los jueces de 

D1strito se consigna sin consideración al carácterde los sujetos 

de la co~t,oversia ni •l de los intereses debatidos, sino a la 

índole misma del conflicto. 

3.-Casos concerniente~ a miembros del 
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Cuerpo Diplomático y Consular 

(Artículo 104, fracción VI) 

son competentes los tribunales Federales, únicamente 

para aquellos casos de naturaleza eminentemente judicial y 

contenciosa. Asi, por ejemplo, de conformidad con la fracción 

q1Je comentamos, te11drá competencia un juez federal para conocer 

de los negocios civiles, mercantiles y penales en los que esté 

inodado algún miembro del cuerpo Diplomático o consular, 

rigiendo para este mismo, en los casos no judiciales, los 

estatutos y la competencia ordinaria y comunes para toda clase 

de personas, naturalmente con las excepciones legales que haya. 

Este punto de vista está corroborado por la misma Ley orgánica 

del servicio Exterior Mexicano, aprobada el 30 de diciembre de 

1981, la cual establece la competencia de la Secretaría de 

Relaciones Exteriores para conocer de determinados actos de los 

miembros del Cuerpo Diplomático y consular Mexicano e imponer 

las sanciones respectivas. 

4.-controversias entre un Estado y uno o 

más vecinos de otro (Artículo 104, 

fracc:ión V) 

El m<>tivo que e:<iste para que constitucio11almente se 

imput~ la competencia et1 el conocimiento y res0luci6n de tales 

controvt:::!rEias a los Tribt:nales de la Federación, nos parece 

ob~io. Ei1 ef~c~o. los órganos jur1stliccionales locales 110 pueden 

extand~r su imperi~ fuera de les limites de la entidad ferativa 

que pert'='ne:zcan, sal·1c i=.n los casos ex.cepciondles a que se 
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contrae la fracción III del articulo 121 constitucional a cuyas 

disposiciones nos remitimos. 

Finalmente, por lo que se refiere a la función 

jurisdiccional del control de la constitucionalidad, la ejercen 

los jueces 

del juicio 

qrado se 

de Distrito a través del conocimiento y resolución 

de amparo indirecto o bi-instancial, que en primer 

sustancia ante ellos y del cual hablaremos 

posteriormente. 

4. LA FUNCION DEL CONTROL CONSTITUCIONAL DE 

LOS TRIBUNALES FEDERALES. 

4.1 GENERALIDADES. 

Afirmamos anteriormente que el ejercicio de la función 

judicial propiamente dicha no entraña ninquna relación 

"política", de poder a poder entre el órqano jurisdiccional 

titular de la misma y cualquiera otra autoridad, sea 

leqislativa, ejecutiva o judicial federal o local, puesto que no 

tiene como objetivo primordial el mantenimiento del orden 

constitucional, sino 

el problema jurídico 

contrario, cuando los 

que su finalidad sólo estriba en resolver 

que somete a su conocimiento. Por el 

órganos del poder judicial federal, con 

e><clusión de los tribunales Unitarios de Circuito, despliegan su 

actividad jurisdiccional de control constitucional, se colocan 

en una relación política, en el amplio sentido de la palabra, 

con los demás poderes federales o locales, al abordar el examen 

de los actos realizados por éstos para establecer si 

contravienen o no el régimen constitucional, cuya protección y 
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tutela son el principal objeto de la función de que tratamos con 

las inherentes limitaciones legales. 

De lo expuesto con antelación se infiere que el Poder 

Judicial Federal, en el desempeño de ambas funciones, se coloca 

en una situación jurídica distinta a saber: cuando ejecuta la 

función judicial se traduce en un mero juez que resuelve un 

conflicto de derecho exclusivamente, y en el caso del ejercicio 

de la función de control constitucional se erige en mantenedor, 

protector y conservador del orden creado por la constitución en 

los distintos casos que se presenten a su conocimiento. 

Podemos distinguir, las siguientes diferencias entre la 

naturaleza jurídica de ambas funciones: 

1.-Al ejercer la función de control constitucional, el 

Poder Judicial Federal se coloca en una relación política, de 

poder a poder, con las demás autoridades del Estado, Federales y 

Locales, mientras que cuando desempefla la función judicial 

propiamente dicha, no surge es relación. 

2.-El objetivo primordial histórico y jurídico de la 

función de control constitucional consiste en la protección y el 

mantenimiento del orden constitucional, realizados en cada caso 

concreto que se presente. En cambio, la otra función, o sea, la 

judicial, no tiene dicha finalidad inmediata y primordial, ya 

que no tiende a impartir dicha protección, sino a resolver el 

problema de derecho que se presente, sin que tenga la mira de 

salvaguardar el régimen constitucional violado por actos de 

autoridades estatales. 
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3.-Por consiguiente, al desempeftar la función de control 

constitucional, el poder judicial federal se erige en organismo 

tutelar del orden creado por la ley fundamental: en cambio, 

cuando la función que desarrolla es la judicial propiamente 

dicha, se le concibe con 

autoridad jursdiccional de 

caracteres de merjo juez, con mera 

simple resolución del conflicto de 

derecho que se suscite, sin pretender primordialmente conservar 

la integridad y el respeto a la constitución. sin embargo, hay 

casos como el previsto por el artículo 105 constitucional, en 

las que la suprema Corte en especial, al realizar la función 

judicial propiamente dicha, en realidad protege la constitución 

al resolver sobre la constitucionalidad de los actos de los 

distintos poderes federales o locales; más esta protección se 

imparte en forma mediata, como consecuencia lógica derivada de 

la resolución del conflicto y no como finalidad primaria e 

inmediata, como sucede cuando desempeña la función de control 

constitucional. 

Cabe advertir, que 

ejercicio de la función 

indicar que con mr;tlvo del 

control constitucional surge una 

relación política entre el órgano jurisdi~c1onal fedet•i y 101 

demás organos del Estado, dicha relación debe entenderse en su 

connotación jurisdiccional y no política prcpiamente dicha, en 

el sentido de dirimir contiendas con la fin•lidad expre•a y 

distintiva de mantener el orden establectdo por la Ley 

Fundamental. 

4.2 SUPUESTOS COMFETENCIALES. 
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La fijación de la competencia para conocer del juicio de 

amparo, como medio de control constitucional, en la Ley Suprema, 

la Ley de Amparo y la Ley orgánica del Poder Judicial de la 

Federación, obedece 

de punto de vista. 

a varios criterios que le sirven de base y 

Por eso, en nuestro afán de ser lo más 

sistemáticos que nos sea posible, vamos a tratar de estudiar los 

distintos criterios empleados para establecer la competencia en 

el juicio de amparo, corno lirnitante a la función jurisdiccional 

de control constitucional que ejercen los jueces de Distrito, 

los Tribuiiales Colegiados de Circuito y de la Suprema Corte de 

Justicia. Dichos criterios serán analizados al referirnos a los 

distintos supuestos cornpetenciales, según la legislación vigente 

anter io a 1988. 

a) competencia entre los 

parte, y la suprema corte y lo 

Circuito, por la otra. 

Jueces de Distrito, por una 

Tribunales Colegiados de 

Para delimitar la competencia en materia de amparo en el 

supuesto a que nos referímos, existe una regla fundamental, en 

el sentido de que el juicio de garantias es procedente ante un 

juez de Distrito, cuando el acto que se reclama no sea una 

sentencia definitiva civil, penal o administrativa ni un laudo 

dictado en materia laboral. Por el contrario, si el acto 

impugnado es una sentencia definitiva pronw1ciada en materia 

civil. penal o administrativa, o un laudo arbitral también 

definitivo, el juicio de amparo debe interponerse ante la 

Suprem" Corte o ante el Tribunal Colegiado de Circuito que 
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corresponda, en los respectivos casos cornpeten~iales. 

El criterio para demarcar la competencia en materia de 

amparo entre los juecas de Distrito, por una parte, y la suprema 

Corte Y los Tribunales Colegiados de Circuito por la otra, 

estriba en la naturaleza del acto reclamado. 

El criterio para la delimitaci6n cornpetencial a que nos 

referimos se encuentra consagrado tanto en la constitución, como 

en la Ley de Amparo y en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 

la Federación (artículo 107 constitucional, fracción V, incisos 

a), b), c) y d) y VI; 44, 46 y 158 de la Ley de Amparo y 24 

fracción III y 7 bis, fracción I del Capitulo II bis de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación) 

Hemos afirmado que la competencia de los jueces de 

Distrito para conocer de un juicio de amparo se establece en 

todo caso 

definitiva 

también 

en que el acto que se reclame no sea una sentencia 

civil, penal o administrativa, o un laudo arbitral 

definitivo, regla que se contiene tanto en la 

constitución como en la Ley de Amparo y en la Ley orgdnica del 

Poder Judicial de la Federación (articulo 107 constitucional, 

fracción VII, 114 de la Ley de Amparo y 41 fracciones III y IV; 

42, fracciones III, IV y V; 43 fracciones VII y VIII de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación), al través del 

seftalamiento de 

fuera de juicio 

actos específicos, que son: actos en juicio; 

o después de concluido; actos de autoridad 

administrativa, es decir, distinta de los tribunales judiciales, 

administrativos o del trabajo; actos dentro d<! juicio cuya 
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ejecución sea de imposible reparación; y actos o leyes que 

entraften una interferencia competencial entre las autoridades 

federales y las locales conforme al articulo 103 constitucional, 

fracciones II y III. 

Ahora bien, la procedencia del amparo indirecto o 

bi-instancial contra este último tipo de actos de autoridad debe 

distinguirse del caso a que se refiere el articulo 11 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial Federal, precepto que en su fracción 

II otorga competencia única a la Suprema corte, funcionando en 

pleno, para conocer "De las controversias que se susciten por 

leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan 

la soberanía de los Estados, o por leyes o actos de las 

autoridades de éstos que invadan la esfera de la autoridad 

federal, cuando sean promovidas por la entidad afectada o por la 

Federación, en su caso, en defensa de su soberanía de los 

Estados, o por leyes o actos de las autoridades de éstos que 

invadan la esfera de la autoridad federal, cuando sean 

promovidas 

caso, en 

por la entidad afectada o por la Federación, en su 

defensa de su soberanía o de los derechos o 

atribuciones que les confiere la Constitución''· En efecto, la 

compet~nc1a de la 

disposición legal 

los mismos actos 

articulo 114 de 

fracciones II y 

además, atendi~11do 

suprema Corte en el caso a que alude la 

transcrita, aunque se establece en razón de 

o leyes a que se refiere la fracción VI del 

la Ley de Amparo, en congruencia con las 

III del articulo 103 constitucional, se surte 

a la categoría o calidad de las partes en 
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conflicto, las cuales deben ser la Federación y la entidad 

federativa como "soberanas" o como personas morales de Derecho 

Público. Por lo contrario, la procedencia del amparo indirecto o 

bi-instanc1al y, consiguientemente, la compete11c1a de los Jueces 

de Distrito para conocer deél en los casos previstos por el 

articulo 103 constitucional, fracciones II y III, y 114, 

fracción VI de la Ley de Amparo, se establecen en la hipótesis 

de que sea un goernado en particular el que impugne los actos 

interferentes. 

Por otro lado, el principio que enseña que toda 

sentencia definitiva civil o todo laudo arbitral definitivo debe 

impugnarse en amparo directo o uni-instancial, esto es, ante la 

Suprema corte o ante el Tribunal Colegiado de Circuito, que 

corresponda, adolece de una importante salvedad establecida por 

la jurisprudencia. Esa salvedad consiste en que cuando el amparo 

se promueva contra alguno de dicl1os actos, atacando todo el 

procedimiento e11 que se registren y precisamente por falta o 

ilegalidad del emplazamiento y siempre qu~ el ~u~jobu 110 haya 

intervenido en tal procedimiento por modo alguno, la comp~tencia 

se surte en favor de un juez de Distrito para cono<::er del juic10 

de garantías. 

En rest1men, conforme a la naturaleza del acto recldrnadc, 

que es el elemento sobre el que descansa el criterio para 

delimitar la competencia en materia de amparo entre la Suprema 

corte y los Tribunales colegiados de Circuito, por una parte, y 

los jueces de Distrito por la otra, deben observarse las reglas 
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de fijación competencial que condensamos a continuación: 

1.-COMPETENCIA DE LA SUPREMA CORTE V DE LOS 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO: 

Procede el amparo directo ante la Supremd Corte o los 

Tribunales Colegiados de Circuito segQn el caso: 

a) Contra sentencias definitivas del orden civil, lato 

sensu (mercantiles y civiles stricto sensu) 

b) Contra sentencias definitivas de carácter penal. 

el Contra sentencias definitivas dictadas por tribunales 

administrativos, incluyendo en e~ta categoría al Tribunal Fiscal 

de la Federaci~n y al Tribunal de lo contencioso Administrativo 

del Distrito Federal. 

d) Contra laudos definitivos dictados por los tribunales 

de trabajo (Juntas de Conciliación y Arbitraje y Tribunal 

Federal de Conciliación y Arbitraje de los trabajadores al 

servicio del Estado). 

Debemos reiterar que por sentencia civil, penal o 

administrativa de carácter definitivo o por laudo de la misma 

índole dictado en materia de trabajo, se entiende aquel fallo 

respecto del que no proceda ningQn recurso ordinario por virtud 

del cual pueda ser modificado o revocado y que decida el juicio 

en lo principal. 

2.-COMPETENCIA DE LOS JUECES DE DISTRITO 

Procede ~l amparo indirecto o bi-instancial ante los 

jueces de Distrito contra cualquier acto de autoridad distinto 

de los anteriores y específicamente en los casos siguientes: 
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a) Contra leyes bajo su carácter auto-aplicativo o 

heteroaplicativo. 

b) contra actos de autoridad administrativa, es decir, 

distinta de los tribunales judiciales, administrativos y del 

trabajo, bien sea que dichos actos se realicen aisladamente o 

emanen de un procedimiento que ante la propia autoridad se siga 

y que no sean impugnables por ningún recurso, juicio o medio de 

defensa legal. 

c) Contra actos de tribunales judiciales, 

administrativos o del trabajo, realizados fuera de juicio o 

después de concluido éste. 

d) contra actos de les tribunales judiciales, 

administrativos o del trabajo habidos dentro de juicio y cuya 

ejecución sea de imposible reparación. 

e) Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio que 

afecten a personas extra~as a 41. 

f) Contra leyes o actos de autoridad federal y local que 

transgredan la esfera competencial existente entre la Federación 

y los Estados. 

g) Contra sentencias definitivds civiles o 

administrativas o lat1dos arbitrales definitivos dictados en 

juicio sea que no haya tenido ninguna ingerencia ld parte 

demandada, por falta o legalidad del emplazamiento respectivo, 

siempre que tales fallos se impugnen por violar la garantía d~ 

audiencia, debiéndose reclamar toda la tiecuela procesal anterior 

y los actos ejecutivos posteriores en su caso. 
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h) Contra resoluciones dictadas por los tribunales 

judiciales, civiles o penales o por tribunales administrativos o 

del trabajo que no decidan la controversia fundamental suscitada 

entre las partes y siempre que tales resoluciones no sean 

impugnadas por ningún recurso ordinario o medio de defensa 

legal. 

competencia entre los Tribunales colegiados de Circuito 

y la Suprema Corte en Amparo Directo o uni-instancial. 

Hemos dicho que contra las sentencias adefinitivas 

civiles, penales o administrativas, o los laudos dictados por 

los tribunales del trabajo con carácter definitivo, procede el 

juicio de amparo directo o uni-instancial del que pueden conocer 

tanto la suprema corte como los Tribunales Colegiados de 

Circuito. 

Ahora bien, en el articulo 107 Constitucional se 

establece un sistema de competencia expresa y limitativa en 

favor de la Suprema corte para conocer del juicio de amparo 

directo o uni-instancial contra los actos de autoridad 

a11teriormente seftalados, en el sentido de que fuera de los casos 

que se comprendeu en 

procedimental del juicio 

Colegiados de Circuito. 

dicho sistema, del propio tipo 

de garantías conocen los Tribunales 

Ahora bien, en el articulo 107 Constitucional se 

establece un sistema de comp~tencia expresa y limitativa en 

faVol· de la suprema Corte para conocer del juicio de amparo 

directo o uni-instancial contra los actos de autoridad 
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anteriormente señalados, en el sentido de que fuera de los casos 

que se comprenden en dicho sistema, del prnpio tipo 

procedimental del Juicio de garantías conocen los Tribunales 

Colegiados de Circuito, 

Tanto la Corte como dichos Tribunales dentro de su 

respectiva órbita 

lo que respecta 

competencial, conocen del amparo directo por 

a las violaciones cometidas durante el 

procedimiento del juicio civil, penal, administrativo o laboral 

en que se hayan pronunciado la sentencia o laudo reclamado y por 

lo que atañe a las violaciones realizadas en estas mismas 

resoluciones. Así lo indican claramente las fracciones V y VI 

del invocado precepto constitucional, cuyas disposicim1es 

corresponden a las contenidas en los articulos 44 y 46 de la Ley 

de Amparo. 

El criterio para fijar la competencia en favor de la 

corte y de. los Tribunales Colegiados de Circuito dentro del 

amparo Directo o uni-instancial no es unitario, pt1es obedece a 

diEtintos factores qt1e conciernen a cada una de las materias 

sobre las que vesa el juicio en que se haya dictado el fallo 

definitivo reclamado, tal~s como la penal, la administrativa, la 

civil, y la laboral, a las cuales se refieren en sus diversos 

incisos las fracciones V y VI del artículo 107 constitucional 

(artículos 24, 25, 26 y 27 de la Ley orgánica del Poder Judicial 

de la Federación y 7o. bis), mismos que tl·a taremos de definir a 

continuación: 

a) En materia penal: 
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El criterio que delimita la competencia entre ambos 

órganos jurisdiccionales federales, no es la naturaleza misma 

del delito, sino el monto de la pena privativa de libertad, que 

en el fallo del orden comQn reclamada se hubiese impuesto al 

quejoso. 

b) En materia Administrativa; 

·El juicio de amparo uni-instancial se deberá promover 

ante la Suprema corte por particulares contra sentencias 

definitivas dictadas por Tribunales FEDERALES, administrativos o 

judiciales: igualmente la ley orgánica del Poder Judicial de la 

Federación 

mencionado 

en 

tipo 

su artículo 25, fracción III, establece que del 

procedimental del juicio de garantías deberá 

conocer la Suprema Corte, cuando el interés del negocio en que 

se haya pronunciado la sentencia definitiva exceda de "cuarenta 

veces el salario mínimo anual elevado al año conforme a la regla 

especificada en el articulo 3 bis de la Ley de Amparo" o en 

juicios que siendo de cuantia indeterminada, se consideren por 

dicho alto tribunal "de importancia trascendental para los 

interes~s de la nac1ün cualq1.~iera que sea la can tia de ellos". 

c) En materia civil: 

En esta materia, la Corte conoce del juicio de amparo 

directo contra cualquier sentencia definitiva en juicios 

federales o mercantiles, o del orden común en los siguientes 

ca.sos: 

1. -En contl·oversias sobre acciones del Estado Civil con 

excepción de juicios sobre rectificación y anotación de actas. 
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2.-En controversias que afecten al orden y a la 

estabilidad de la familia, con excepción de juicios sobre 

alimentos y juicios de divorcios. 

3.-En juicios del orden comQn o federal de cuantía 

determinada, cuando el interés del negocio exceda de veinticinco 

veces el salario mínimo anual conforme a la regla del artículo 3 

bis de la Ley de Amparo. 

Por tanto, conforme a la regla excluyente contenida en 

la fracción VI del artículo 107 Constitucional, dichos 

tribunales son competentes para conocer del amparo 

uni-instancial contra sentencias definitivas dictadas en juicios 

civiles en los siguientes casos: 

!.-cuando dichas sentencias no sean impugnables mediante 

el recurso ordinario de apelación (artículo 7o. bis fracción I, 

inciso e) de la Ley orgánica del Poder Judicial de la 

Federación) . 

2.-cuando la sentencia definitiva se haya dictado en 

grado de apelación "en juicios del orden común o federal de 

cuantía determinada en cantidad que no exceda de veinticinco 

veces el salario mínimo anual, o de cuantía indeterminada, y de 

las sentencias pronunciadas en juicio de alimentos y de 

divorcio" (fracción I inciso e) articulo 7 bis (OPJF). 

d) En materia laboral: 

SegQn la Ley orgánica del Podet· Judicial de la 

Federación, conocerá la suprema Cot·te de los laudos que: 

1.-se dicten por las Juntas de Conciliación y Arbitraje 
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eu las entidades federativas en conflictos de carácter colectivo 

(articulo 27, fra~ción III, inciso a) de la citada Ley). Estos 

conflictos generalmente se origii1an por causas de orden 

económico y versan sobre el establecimiento de nuevas 

condiciones de trabaj~. suspensión temporal, terminación de 

contrattJs de trab.3.jo, etc. 

2.-se dictea por el Tribunal Federal de Conciliación y 

Arbitra)e de los trabajadores al servicio del Estado, y 

3.-se pronuncien por autoridades federales de 

Conciliación y Arbitraje en conflictos individuales de trabajo 

(articulo 27 fracción III inciso b) (OPJF). Es decir que la 

regla para demarcar la competencia entre la suprema Corte y los 

Tribunales Colegiados de Circuito en amparo directo en materia 

laboral y por lo que concierne a los conflictos individuales de 

trabajo, se basa en la índole de la autoridad que pronuncia el 

laudo que 

federal, .:1 

se reclame. En otras palabras, si esta autoridad es 

juicio de garantías se deberá promover ante la 

Suprema Corte y si es local, ante el Tribunal Colegiado de 

Circuito que co~respo11da, 

conforme al artículo 72 de dicha ley existen en la 

Cllldad de México trece tribunales colegiados de circuito cuya 

matt:ria en amparo directo o indirecto es la penal, 

adrnini.str&tiva, civil y laboral. 

Por lo qua se refiere a los tribunales colegiados de 

circuito qt1e reside11 fuera de la ciudad de México, tienen 
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competencia indistinta por razón de la materia en lo• dos 

citados tipos de juicio de amparo. 

2.-EL TERRITORIO 

cada u110 de los TribunaleF Coleg1idOti de circu1t0 de la 

República e) arce jurisdicción de11tro de un~ cierta 

circunscripción territorial demarcada por la Ley Orgánica 

mencionada y la cual se integra a su vez, con las diversas 

circunscripciones territoriales de los jueces de Distrito que se 

encuentran bajo su subordinación jerárquica. 

a) conforme al territorio es competente el Tribunal 

Colegiado de Circuito para conocer de los amparos directos 

dentro de cuya circunscripción se ubique el domicilio de la 

autoridad que haya dictado la sentencia civil, penal o 

administrativa o el laudo arbitral definitivos que se impugnen 

en la vía constitucional (artículo 107 constituciot1al fracción 

VI). 

b) En cuanto al conocimiento del Rect1rso de Revisión 

contra las sentencias de fondo pronunciado en los juicios de 

amparo indirectos tiene competencid el Trib11nal Colegiado a cuyo 

circuito pertenezca el Juez de Distrito que las hubiese dictado, 

según el artículo 72 de la Ley Orgánica dei Poder Judicial 

Federal. 

E) COMPETENCIA ENTRE EL PLENO Y LAS SALAS DE LA SUPP.EHA 

CORTE EN MATERIA DE AMPRO IHDIRECTO. 

1.-PLENO 

a) El pleno de la suprema Corte conoce del recurso de 
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revisión contra las sentencias dictadas en la audiencia 

constitucional por los jueces de Distrito, en los juicios de 

amparo indirecto o bi-instanciales en que el acto reclamado sea 

una ley e un tratado internacional por su inconstitucionalidad. 

Sin embargo, esta competencia es transitoria, pues una vez que 

el pleno haya establecido jurisprudencia sobre las cuestiones de 

constitucionalidad o inconst1tucionalidad de una ley o tratado, 

a las salas incumbe el conocimiento de dicho recurso, cuya 

decisión deberá fundarse en la tesis jurisprudencial 

correspondiente (articulo 84, fracció I, inciso a), de la Ley de 

Amparo y 11, fracción IV bis, de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial Federal). 

b) También conoce el Pleno de la Suprema Corte del 

recurso de revisión cuando el amparo indirecto fallado por el 

juez de Distrito se hubiese promovido en alguno de los casos a 

que se refieren las fracciones II y III del artículo 103 

Constitucional, es df>cir cuando se trate de interferencia de 

compet~ncia entre las autoridades federales y las de los Estados 

(artículo 84, fracción I, inciso b) de la Ley de Amparo y 11, 

fracción IV bis, inciso b) de la Ley Orgánica del Poder Judicial 

Federal). 

2.-SALAS 

Acabamos de afirmar que el Pleno de la suprema Corte 

conoce dt-1 recurso d~ revisión que se interponga en los dos 

casos anter;ores. Ahora bien, por exclusión, las salas de dicho 

Tribunal tienen competencia para decidir el citado recurso en 
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los supuestos que a continuación se mencionan: 

a) cuando en el amparo fallddo en la audiencia 

constitucional por el Juez de Distrito la materia del mismo sea 

administrativa y la autoridad responsable federal, si se trata 

de asuntos cuya cuantía exceda de cuarenta veces el salario 

minimo elevado al a~o. que se consideren a juicio de la Sala, de 

importancia 

este caso, 

trascendental 

la decisión 

para los intereses de la nación. En 

del co11sabido recurso incumbe a la 

segunda Sala (articulo 25, fracción I, inciso a) de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación). 

b) cuando la sentencia recurrida del Juez de Distrito se 

haya dictado en un juicio de amparo e11 que se hubiese impugnado 

una ley Federal o del Distrito Federal por su 

inconstitucionalidad y exista sobre esta cuestión jurisprudencia 

definida del pleno de la Suprema corte. En este caso la 

resolución de dicho recurso compete a cualquiE:-ra de las salas, 

segón la materia sobre la que verse la L~Y l~clamad~ (Jrtículo 

24, fracción I, inciso a); 25 fracci(111 !, inciso a); 26, 

fracción I, inciso a) y 27, fracción I, inciso a) de la LOPJF). 

c) cuando el acto reclamado ante el Jue= de Discrito 

haya sido un reglamento federal expedido por el Presidente de la 

República de acuerdo con el articulo B9 fracción de la 

constitución. En esta hipótesis y por razón de la materia sobre 

la que verse dicho reglamento, la competen~l3 se establ~ce @n 

favor de cualquier de las salas de la suprema Corte (artículo 

24, fracción I, inciso b); 25, fracción I, inciso b) ; 26, 
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fracción I. inciso b) y 27, fracción I, inciso b) de la LOPJF). 

d) cuando el amparo fallado por el Juez de Distrito 

hubiese versado sobre materia agraria y los ctos se hayan 

reclamado por núcleos ejidales o comunales en defensa de sus 

derechos colectivos o afecten a la pequefta propiedad. En este 

caso del recurso de revisión conoce la segunda Sala (articulo 

25, fracción I, inciso c) de dicha Ley Orgánica). 

e) cuando en amparo indirecto o bi-instancial se haya 

impugnado por su inconstitucionalidad una Ley de los Estados. En 

este supuesto la tesis que alguna sala sustente •se hará del 

conocimiento de las demás, las cuales antes de resolver en 

concreto algGn asunto, en caso de sustentar criterio diverso, lo 

harán del conocimie11to del Pleno para que éste determine la 

tesis que debe prevalecer (articulo 84, fracción I, inciso a) de 

la Ley de Amparo). 

f) cuando en la demanda de amparo presentada ante el 

Juez de Distrito se hayan reclamado únicamente violaciones al 

articulo 22 ConstitllCional. En est~ supuesto de la revisión 

conoce la primera Sala (articulo 24, fracción I, inciso e) de la 

mencionada Ley orgánica). 

F) COMPETENCIA DEL PLEllO Y LAS SALAS DE LA SUPREMA CORTE 

PARA CGNOCER DEL RECURSO DE REVISIGN CONTRA LAS 

SENTENCIAS QUE EN AMPAP.0 DIRECTO PRONUNCIEN LOS 

TRIEUllALES ::OLEGIADOS DE CIRCUITO. 

Los fallos que en amparo directo dictan los mencionados 

tribuaa¡es, sólo son revisables por la Suprema Corte cuando en 

119 



ellos se decida sobre inconstitucionalidad 

establezca la interpretación directa de un 

constitución, y sin que en cualquier de 

de una ley o se 

precepto de la 

los dos casos la 

sentencia respectiva se funde en jurisprudencia (artículos 107, 

fracción IX, Constitucional y 83, fracción V de la Ley de 

Amparo). 

1.-Ahora bien, cuando la revisión se interponga contra 

un fallo en que dichos tribunales resuelvan una cuestión sobre 

la constitucionalidad o inconstitucionalidad de alguna ley 

federal o local, es la Suprema Corte en Pleno la facultada para 

resolverla (artículo 11, fracción V de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial Federal). 

2.-Por exclusión, si en la sentencia que se recurra ei1 

revisión los Tribunales Colegiados de circuito sust@ntan una 

interpretación de algün 

sala que corresponda de 

precepto de la Constitución, será la 

la suprema Corte, por razón de la 

materia sobre la que verse el amparo directo respectivo (civil, 

penal, administrativo o laboral) la qt1e decidil d1..:ho recurs 1J 

(artículos 24, fracción II; 25, fracción II y 27, fracción II de 

la invocada Ley Orgánica). 

G) COMPETENCIA EN AMPARO DIRECTO ENTRE LAS DIFERENTES 

SALAS DE LA SUPF.EMA COP.TE. 

El criterio competencia! en este supu~sto radica en la 

materia sobre la que haya versado el juicio en que s~ \1ubiese 

pronunciado el fallo definitivo reclamado. Si se trata de una 

sentencia definitiva de carácter penal, la decisión del amJ.Jaro 
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directo incumbe a la primera sala, y así respectivamente, según 

los preceptos de la Ley Orgánica del poder Judicial de la 

federación a cuyo tenor nos remitimos. 

H) COMPETENCIA ENTRE LOS JUECES DE DISTRITO EN MATERIA 

DE AMPARO 

Tres son los factores que delimita11 la competencia entre 

los diferentes jueces de distrito de la República para conocer 

del amparo indirecto o bi-instancial en los diversos casos en 

que éste procede y que estudiamos con antelación. Dichos 

factores son: el territorio, la materia jurídica sobre la que 

verse el acta reclamado y la índole especial de la autoridad 

responsable. 

1.-El territorio 

cada juez de Distrito tiene asignada una determinada 

circunscripción territorial de la que ejerce su jurisdicción, 

demarcada en la Ley Orgánica del poder judicial de la Federación 

(articulo 731. Es el articulo 36 de la Ley de Amparo en relació11 

co11 el artículo 107 Constituc1011al, írd~~i011 v¡r, el q~e 

establ~ce diferentes reglas de f lJación comp~te11~ial para los 

ju~ces de Distrito por razón del territorio, y 3 las que .1os 

referiremos en seg\1ida: 

a) La primera de ellas d1spo11~ que ~s 0:01n~~te11t~ ~3ra 

conocer de un juicio de amparo, el Jue: de ~~strito "~11 :11ya 

jurisdicción deba te11er ejecució11, tia~~ de ~J~cut~rs~. se 

ejecute o se haya ejecutado 11 (párrafo pr1m~~o del citado 

articulo 36). Conforme a esta pres~r1pción leyal. 35 el ltlgJr j~ 
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ejecución del acto reclamado lo que fija la competencia del 

mencionado funcionario. 

b) Si los actos ejecutivos reclamados son susceptibles 

de realizarse materialmente en diferentes lugares comprendidos 

dentro de jurisdicciones territoriales pertenecientes a diversos 

jueces de Distrito, la competencia para conocer del amparo 

respectivo se surte en favor del funcionario judicial que 

hubiere prevenido, es decir, de aquél que se haya anticipado en 

la avocación del Juicio mediante la admisión de la demanda 

correspondiente (articulo 36, párrafo segundo de la Ley de 

Amparo). 

c) cuando 

que no requiera 

el acto reclamado consiste en una resolución 

ejecución material, lo que determina la 

compete:1cia 

autoridad 

se trate 

del juez 

responsable. 

de actos 

de Distrito es el lugar donde resida la 

Esta regla se aplica a los casos en que 

netamente declarativos o absolutamente 

negativos, que no origi11en ni11g6n acto ejecutivo, pues en este 

óltimo supuest0 1 rigen l~s reglas a que nos hemos referido con 

ante~ioridad (articulo 3b, p~rróf0 tercero de la Ley de Amparo). 

d) Si la resc·luc1ón reclamada. a1ner¡t3ndo ejecución 

material. con 3ll solo dictado viola alguna garantía individual y 

se reclama a11tes de Qtl@ hay3 comenzado a ejecutarse, el amparo 

deb~ i11t~rpo11e~se ante el Ju2: de Distrito dentro de cuya 

resida la dutor1dad 0rde11adora (articulo 36, 

p&rr3fo cuarto de l• Ley de Amparo). Fara aplicar debidamente 

estd re1ld, j~be date=mi11arse s1 el 5¿10 dictado de la 
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resoluc1011 que se impugne contraviene alguna garantía individual 

Y ello acontece cuando en ningún caso, lle~ando o no requisito, 

la autoridad que emita o a la que se atribuya dicho acto puede 

ordenarlo o decidirlo. 

2.-MATERIA 

RECLAMADO. 

JURIDICA SOBRE LA QUE VERSE EL ACTO 

Este criterio de fijación competencia! solo rige para 

los jueces 

Federal, en 

de distrito que tienen jurisdicción en el Distrito 

el Estado de Jalisco y del Juzgddo de Distrito en 

materia Agraria con residencia en Hermosillo, Son. Los demás 

jueces de Distrito tienen competencia para conocer del juicio de 

amparo indirecto sobre cualquier materia indistintamente (penal, 

civil, administrativa y laboral, asi como cuando el acto 

reclamado consiste en una ley o reglamento), de acuerdo con las 

reglas que, por 1~azón de territorio, hemos expuesto con 

antelación (artículos 41, 42, 43 y 45 de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial Federal). 

3.-INDOLE ESPECIAL DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE. 

Los artículos 42 y 43 de la Ley de Amparo contienen 

reglas esp~ciales para el establecimiento de la competencia de 

los Jueces de Distrito, basadas en la calidad o índole de 

ciertos órganos judiciales que pueden f lgurar en el amparo 

ind1~ecto como autoridades respon8ables. 

al Si la acción constitucional se entabla contra actos 

de un juez de Distrito, realizados con motivo de o dentro de 

proc~dinii~ntos que no sean 1e amparo, la competencia se surte en 
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favor de otro juez "de la misma categoría dentro del mismo 

Distrito, s1 lo hubiert•", o a falta d~ ése, en favor del "más 

inmediato dentro de la jurisdicción del Tribunal Colegiado de 

Circuito'' a que pertenezca el juez responsable (artículo 42, 

primer párrafo). 

b) Cuando el amparo se promueva contra actos de 1111 

tribu11al unitario de circuito, distintos de las sentencias 

definitivas civiles o penales que en la segund• instancia 

federal pronuncie es juez de Distrito competente el que, "sin 

pertenecer a su jurisdicción, esté más próximo a la residencia" 

de dicho tribunal (articulo 42 párrafo segundo). 

c) Respecto de actos de la autoridad que auxilie a la 

justicia federal o diligencie requisitorias, despachos o 

exhortos, el amparo no debe promoverse ante el juez de Distrito 

que hubiere librado éstos o que deba avocarse al conocimiento 

del asunto en relación con el cual se hubiere desplegado la 

actuación auxiliar, sino ante el juez federal más próximo al 

lugar de residencia de dicha autoridad (articulo 43 Ley de 

Amparo). 

como se puede apreciar de la lectura de la Qltima parte 

de este capitulo, hemos intentado hacer una relación de las 

diversas facultades competenc1ales que en mdteria de amparo, 

correspondian al poder judicial federal. por lo que an el 

capitulo subsiguiente, trataren1os de realizar u11 análisis sobre 

las reformas quP para 1988 se hicieron a la Constitución, la Ley 

de Amparo y la Ley orgánLca del Poder Judi:ial de la Federac1ó11 
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y que virtualmente modificaron la competencia descrita a lo 

largo del presente. 
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CAPITULO III 

III. EL NUEVO MARCO JURIDICO DEL SISTEMA 

JUDICIAL MEXICANO. 

(Reforma Judicial 1988) 

En este capitulo trataremos de exponer lo que ha sido 

denominado por algunos autores como la tendencia hacia un 

tribunal constitucional, derivada 

que en 

próximo 

de las reformas 

constitucionales y legales 

entraron en vigor el a~o 

materia judicial federal 

pasado y de las cuales se 

adviert~ un 

Justicia que 

tribunal de 

constituyentes 

retorno de la competencia de la suprema Corte de 

aproxima lentamente la función del más alto 

la República a aquella que le asignaron los 

de 1857, esto es, decidir sobre problemas y 

cuestiones estrictamente constitucionales. Tarea que en alguna 

época se viera desvirtuada por la interpretación del articulo 14 

de dicha Constitución y que fue aceptada expresamente por el 

Constituyente de Querétaro, con lo cual la propia Suprema Corte 

asumió la tarea de resolver en 6ltima instancia todas las 

controversias jttridicas del pais. 

1. INICIATIVA PRESIDENCIAL Y LA REFORMA EN SI MISMA. 

El día 6 de abril de 1987, el Presidente de la 

Repúblic•, licenciado Miguel de la Madrid Hurtado presentó a la 

cámara de Senado:-es un proyecto de Reforma y Adiciones a la 

constitución General de la República, en materia judicial 

federal. 

En la Exposición de Motivos de su iniciativa, el titular 

128 



del Ejecutivo Federal, señalaba: 

"La Reforma Judicial promovida por el Ejecutivo a mi 

cargo constituye uno de los mejores logros de la participación 

ciudadana en la solución de los problemas que confronta nuestra 

sociedad y 

los poderes 

de la colaboración respetuosa y comprometida entre 

de la Unión para concretar un avance de 

trascendencia histórica, para asegurar al pueblo de México la 

mejor impartición de justicia, que fortalezca la seguridad y 

co11fianza en sue instituciones. 

El derecho contiene una síntesis de los valores morales 

en que cree la sociedad, cuya estima exige que se les dote de 

obligatoriedad y cuyo respeto requiere de la acción del Estado. 

Por ello, hemos trabajado en el permanente perfeccionamiento de 

nuestro Estado de Derecho. 

La vigencia efectiva del Estado de Derecho es requisito 

para una vida social ordenada y justa, y esta vigencia efectiva 

es y debe se::- resultado de la acción de la admini•tración de 

jt\Sticia, a quien corresponde la aplicación final de las normas 

que int,.gran el ürden jurídico nacional. Para ello hemos 

empre:1dido ttna reforma judicial profunda, que satisfaga la 

vcc~-:ión JUrid1ca d¿l pueblo de México. 

El 29 je octubre de 1986, el Ejecutivo a mi cargo 

pres¿ntó :il Poder constituyente Permanente, por conducto de esta 

H. Cáfiar~ j~ 5Pn3dores, la i11iciativa de Decreto que reforma los 

artic~lo• 17, 4€ y 116 y d~roga las fracciones VIII, IX y X del 

articulo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos 



Mexicanos, reforma que mereció la aprobación correspondiente. 

En virtud de esca reforma se enriquace y se adapta •l 

presente la garantía de acceso a la jurisdicción, que se 

contiene en el articulo 17 constitucional y cuyos antecedentes 

se remontan hasta el Acta Constitutiva de la Federación de 1824, 

para que funde plenamente, en lo filosófico y en lo jurídico la 

función jurisdiccional a cargo del Estado que constituye el 

objetivo central de la Reforma Judicial que hemos emprendido. El 

pueble de México disfruta así, de la seguridad de poder obtener 

justicia, pronta, imparcial, gratuita y completa; que esa 

justicia le sea administrada por tribunales independientes, 

cuyos integrantes gocen del reconocimiento social a su 

preparació11, exp¿riencia, imparcialidad y honestidad. 

La plena vigencia de los derechos del hombre y el 

respeto a sus libertades fundamentales constituyen la 

inspiración primaria de esta reforma constitucional, pues sólo 

así se justifica el mandato que prohibe a la persona hacer 

justicia por si misma y ejercer v1olenc1a para reclamar su 

derecho. 

Había s1cb permanente aspiración del con.st1tucionali.s1llo 

mexic3nc, que n11estra carta Magna contuviera las bases para la 

organ1zac1ón y funcionamiento de los poderes jl1d1c1ale~ de los 

Estados. pues su om1s1ón había pro·Jocado una i:1conveniente 

l1eterogeneidad en las normas respe~tivas c0ncen1dds en la2 

Constituciones Estatales; esta aspiració11 ha quedado colmada en 

el nuevo texto del artículo 116, a petici0n &xpre•3 del XIII 
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Congreso Nacional de Tribunales Superiores de Justicia de la 

RepQblica Mexicana, que se celebró en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, 

el 16 de mayo de 1986, con lo cual nuestra carta Fundamental 

cumple su vocación de constituir el Estatuto Nacional de la 

RepQblica al señalar las bases para la organización y 

funcionamiento de los poderes judiciales de los Estados, en 

congruencia con los valores afirmados en el nuevo texto del 

artículo 17 Constitucional. 

Los nombramientos de magistrados y jueces estatales 

deberán recaer preferentemente entre aquellas personas que hayan 

prestado sus servicios con eficiencia y probidad en la 

administración de justicia o que lo merezcan por su 

honorabilidad, competencia y antecedentes en otras ramas de la 

profesión jurídica, para que los jueces de primera instancia 

sean nombrados por los Tribunales superiores de cada Estado; 

para que los magistrados que sean reelectos gocen de 

inamovilidad judicial; y para que magistrados y jueces perciban 

una remuneración adecuada e irrenunciable, que no podrá ser 

disminuida durante su encargo. 

Con fecha 28 de diciembre de 1986 elevé a la atención 

del Organo Revisor de la Constitución, por conducto de la 11. 

Cámara de Diputados, una iniciativa de decreto que reforma los 

artículos 73 fracción VI, 79 fracción V, 89 fracción XVII, 110 

primer párrafo, 111 primer párrafo y 127, y que deroga la 

fracción VI del artículo 74 de la constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, que tiene como objetivo central 
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regular los instrumentos de participación ciudadana en el 

Gobierno del Distrito Federal, iniciativa que se discutirá en el 

periodo extraordinario de sesiones del presente año, cuya 

convocatoria ya he solicitado. 

En esta iniciativa al proponer la reforma de la base 

quinta, que se dedica al poder judicial del Distrito Federal, se 

consagran para la administración de justicia los mismo 

principios que se postulan para la organización y funcionamiento 

de los Poderes Judiciales de los Estados, para que los 

habitantes de la República entera disfruten de los valores que 

inspiran la reforma judicial, que asumimos como personal 

compromiso. 

Para los magistrados integrantes del Tribunal Superior 

de Justicia del Distrito Federal hemos propuesto los mismos 

requisitos que señala el articulo 95 de la Constitución para los 

ministros de la suprema corte de Justicia de la Nación y deberán 

dedicarse en exclusiva a la función jurisdiccional, en los 

términos del articulo 101 constitucional; y gozarán de lR 

inamobilidad que disfrutan los integrantes del poder judicial 

federal, si fueren reelectos.'' 

La trascendental Reforma Constitucional relativa al 

Poder Judicial de la Federación se anuncia con claridad y 

precisión en la iniciativa de reforma constitucional de 28 de 

octubre de 1986, anteriormente citada, en los siguientes 

términos: 

"Con las reformas a la Ley de Amparo de 1950, se adoptó 
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el sistema en cuanto a la distribución de competencias entre la 

Suprema Corte de Justicia y los Tribunales Colegiados de 

Circuito 

sistema, 

Tribunales 

que permanece 

la Suprema 

Colegiados 

hasta la fecha. De acuerdo con este 

Corte de Justicia comparte con los 

de Circuito la función de interpretar la 

ley fundamental, en el ámbito de sus respectivas competencias y 

el más alto tribunal del pais revisa las sentencias dictadas por 

las autoridades judiciales de toda la RepOblica, para determinar 

si son o no violatorias de la ley secundaria, cuando su cuantía 

o importancia así lo determinen. 

Pero no debe ser ni la cuantía, ni la importancia 

jurídica de los problemas planteados en vía de amparo, lo que 

determine la esfera de competencia de nuestro máximo tribunal, 

sino la trascendencia política y jurídica de la función de 

intérprete definitivo de la Constitución. 

La elevada dignidad de la Suprema Corte de Justicia 

requiere dedicarse primordialmente a la interpretación 

definitiva de la Constitución, como corresponde al más alto 

tribunal del pais. 

La esfera de competencia de nuestro máximo Trltu11ctl dtb~ 

limitarse fundamentalmente al control de la constitucionalidad y 

a fijar en def 1nitiva el alcance de los textos constitucionales, 

cuya observancia atafte al interés superior de la nación, 

evitando que la actuación de los poderes se aparte de la norma 

superior, contribuyendo asi a mantener la solidez del régimen 

político del pais, que depende del cumplimiento de la Ley 
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Fundamental que lo establece. 

Mediante dicho control de la constitucionalidad se 

mantiene a los Poderes, locales y federales, dentro de los 

límites que la Constitución les asigna, con relación a los 

derechos de los individuos, e impide que, con afectación de 

estos derechos, las autoridades federales o locales rebasen el 

marco de sus respectivas jurisdicciones. En el cumplimiento de 

esta función se logra el debido respeto a la soberanía del 

pueblo, expresado en los dictados de la Constitución. 

Para ello, es necesario que las funciones de Tribunal 

del control de la legalidad sean desempeBadas por los Tribunales 

Colegiados de Circuito, con lo cual se reserva a la suprema 

Corte de Justicia el dedicarse preferentemente a la 

interpretación definitiva de la Constitución. 

Con esta distribución de competencias se logra, además 

la descentralización de la función jurisdiccional federal, pues 

el núm~ro y ubicación de los Tribunales Colegiados de Circuito, 

acerca la justicia al pueblo y le facilita su acceso. 

Esta distribución de competencias, además de la 

trascendencia política y jurídica que ya se ha destacado, 

contribuirá a eliminar en definitiva el rezago en el Poder 

Judicial Federal, dado que la Suprema Corte de Justicia se 

consagrará a la interpretación constitucional y, en la medida en 

que presupuestalmente sea posible, se podrán crear los 

Tribunales colegiados de Circuito que requiera el aumento 

constante de los negocios que serán de su competencia. Debe 
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reconocerse que la actuación de los Tribunales Colegiados de 

Circuito ha constituido y constituirá un instrumento eficaz para 

lograr la prontitud en la impartición de justicia y la citada 

descentralización en el ámbito nacional, y permitirá acabar en 

definitiva con el problema del rezago. 

El ejecutivo a mi cargo considera que ha llegado el 

momento histórico en que la Suprema corte de Justicia se 

convierta en un verdadero Tribunal constitucional, que al no 

desempedar funciones diversas a la interpretación 

conatitucional, refuerce su prestigio, imparta justicia con las 

calidades ya apuntadas y mejore el desempedo de sus funciones 

constitucionales, lo que contribuirá a un mejor cumplimiento de 

todo el orden jurídico de nuestro pais." 

La ex.posición de motivos de la iniciativa de reforma 

constitucional de de abi-il de 1937 la explica en forma tal, 

que igualmente preferimos su tra11scripción: 

11 El criterio general que propone esta iniciativa 

respecto de la distribución de competencias entre los órganos 

del Poder Judicial Federal, responde a las finalidades políticas 

y jurídicas del juicio de amparo y supera las dificultades 

prácticas que se hdn apu11tado. 

La presente iniciativa propone que la Suprema corte de 

Justicia 

definitiva 

se dedique fundamentalmente a la interpretación 

de la Constitución, como debe corresponder al más 

alto tribunal del país. 

Impedir que, con afectación de los derechos de los 
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individuos, las autoridades federales o locales rebasen el marco 

constitucional de sus respectivas atribuciones, todo ello 

mediante la interpretación definitiva de la propia constitución 

son las más altas funciones de un tribunal de amparo. Funciones 

tales, de gran trascendencia política, en cuyo ejercicio se 

impone el debido respeto a la soberanía del pueblo, expresada en 

los dictados de la ley fundamental, deben corresponder 

preponderantemente al más alto tribunal del país. 

La Suprema Corte de Justicia como el órgano superior del 

poder judicial de la Federación debe ocupar su atención en la 

salvaguarda de la Ley Fundamental, por ser la función 

constitucional más destacada, de las que, en respeto al 

principio de división de poderes, dan configuración a este 

poder. 

Es la trascendencia política que deriva de la atribución 

de fijar en definitiva el alcance de los textos 

constitucionales, lo que debe orientar el criterio para 

determinar la esfera de competencia del máximo tribunal, pues la 

observancia y respeto a la constitución atafte al interés 

superior de la nación. La custodia de la supremacía de la Norma 

Fundame11tal y de su estricto cumplimiento es función que sirve 

para limitar la actuación de los poderes activos y para mantener 

la estabilidad del regimen político del país, por lo que 

fundamentalmente debe corresponder a la suprema Corte de 

Justicia. 

La Corte Suprema, sin un enorme volumen de negocios a su 
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cuidado, impartirá una justicia mejor: y como órgano único que 

interpretando en definitiva sus mandamientos, vele por el 

respeto de la ley superior, reasumirá fundamentalmente las 

funciones que conciernen al tribunal más alto de la nación. 

La presente iniciativa propone que los Tribunales 

colegiados de Circuito conozcan de todos los problemas de 

legalidad, 

especiales 

no varia 

que los 

sin distingo de cuantía, penalidad o características 

de las cuestiones judiciales involucradas, pues ello 

la esencia de los problemas jurídicos planteados, ya 

órganos del poder judicial pronuncian sus sentencias 

respecto a las cuestiones juridicas que las partes someten a su 

jurisdicción, y no respecto del interés económico del negocio, 

duración de la pena o caracteristicas especiales en otras ramas. 

Asignar el control de la legalidad, en su integridad, a 

los Tribunales Colegiados de Circuito, contribuye al logro de la 

democracia económica que es convicción de los gobiernos emanados 

de la Revolución, al suprimu: la distinción que sólo se basa en 

el monto que subyace al problema jurídico planteado. Los 

Tribunales Colegiados de Circuito han probado su capacidad para 

impartir justicia pronta, imparcial, gratuita y completa; la 

sociedad mei<icana se ha beneficiado con la descentralización que 

su ubicación determina: la inamobilidad de los magistrados que 

integran estos tribunales ha contribuido a su independencia y 

objetividad; y el cuidado que ha observado la Suprema Corte de 

Justicia para la selección de sus miembros, les ha merecido la 

estima de la sociedad a su preparación, eKperiencia, 
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imparcialidad y honorabilidad. 

Si las proposiciones que esta iniciativa contiene 

merecen la aprobación del Poder Constituyente permanente, el 

control de la constitucionalidad, que atafte al todo social, 

quedará sujeto básicamente al conocimiento de la suprema corte 

de Justicia con sede en el Distrito Federal y el control de la 

legalidad se atribuirá a los tribunales Colegiados de Circuito, 

que tienen su sede en los lugares que son cabecera de los 

propios circuitos diseminados en todo el territorio nacional, 

con lo cual se culmina el proceso de descentralización de la 

Justicia Federal y se acerca la justicia al pueblo. 

El eventual crecimiento de número de Circuitos y de 

Tribunales Colegiados en consecuencia, enfrentará menores 

dificultades políticas y presupuestales en el futuro y 

contribuirá a la más completa descentralización de la 

administración de justicia federal. 

El sistema propuesto en esta iniciativa elimina, en 

definitiva, el problema del rezago de asuntos de la competencia 

de la suprema Corte de Justicia pues el cumplimiento de las 

normas constitucionales se presenta normalmente en forma 

espontánea, por lo que sólo conocerá de aquellos casos de 

e><cepción en que se cuestiona la violación de un precepto 

constitucional o se requiere fijar su interpretación 

definitiva." 

Posteriormente prosigue: "se ratifica la posibilidad 

constitucional cont2nida en el segundo párrafo del articulo 94, 
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para que la suprema Corte de Justicia funcione en Pleno o en 

Salas, según lo determine la ley orgánica correspondiente, para 

dar flexibilidad constitucional y dejar a la ley secundaria que 

lo decida en definitiva, una vez que se agote el rezago de 

asuntos en la Suprema Corte y que se confronte con la realidad 

el nuevo sistema que se propone. 

se modifica el segundo párrafo del propio precepto para 

hacer potestativo el nombramiento de hasta cinco ministros 

supernumerarios, pues la nueva distribución de competencias 

puede hacer innecesaria su designación. 

se modifica el cuarto párrafo del articulo 94 para dar 

facultades al pleno de la Suprema Corte para determinar el 

número, división de circuitos y jurisdicción territorial y 

especialización por materia de los Tribunales Colegiados y 

Unitarios de Circuito y de los Juzgados de Distrito, para evitar 

la rigidez existente a la fecha, que obliga a la reforma de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, cuando la 

administración de justicia requiere modificar estas 

circui1stancias, lo cual técnicam~11te es innecesario puesto que 

sólo se requiere que la ley seftale la competencia de materia y 

grado, segün lo reconoce la doctrina moderna, y las demás 

circu11stancias constituyen cuestiones administrativas que el 

pleno de la Suprema corte puede y debe resolver con la 

flexibilidad que imponen las cambiantes condiciones para 

asegurar el mejor servicio de justicia al pueblo. 

Se propone en un nuevo sexto párrafo, del artículo 94 
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constitucional, que el Pleno de la suprema corte tenga 

facultades para emitir acuerdos generales a fin de lograr la 

mayor prontitud en la impartición de justicia mediante una 

adecuada distribución entre las salas de los asuntos de que 

competa conocer a la Suprema corte de Justicia, pues 

independientemente del principio de especialización por materia 

de las Salas, en el nuevo sistema todas tendrán la competencia 

comtl11 para 

por lo que 

facultad que 

mantener el control de la constitución en el país, 

el pleno de la suprema Corte debe contar con una 

le dé la fexibilidad de distribuir mejor los 

asuntos para que los justiciables logren justicia pronta•. 

•se adiciona un párrafo final a la fracción V del 

articulo 107, para conceder a la suprema Corte de Justicia la 

facultad de atracción respecto de los amparos directos que sean 

de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, 

cuando por su importancia, la propia Suprema corte de Justicia 

estime que debe conocer de ellos, bien sea procediendo de oficio 

o a petición fundada del correspondiente Tribunal colegiado de 

Circuito o del Procurador General de la Rep6blica.• 

•se propone la reforma de ld fracción VIII del articulo 

107, que se refiere al amparo indirecto y al recurso de revisión 

que procede contra las sentencias que dicten los Jueces de 

Distrito, para que la Suprema corte de Justicia, por las razones 

ampliamente fundadas en esta exposición de motlvos, tenga 

competencia para conocer de los recursos de revisión en el caso 

de que subsista en el recurso el problema de constitucionalidad 
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re5pecto de leyes federales o locales, tratados internacionales, 

reglamentos expedidos por el Presidente de la República y 

reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de 

los Estados. 

se asigna, de esta forma a la Suprema Corte de Justicia 

el control de la Con•titucionalidad de los dos primeros niveles 

normativos en lo federal y en lo local constituidos por las 

leyes, tratados y reglamentos. 

se deja al conocimie11to de los Tribunales Colegiados de 

Circuito solamente los problemas de constitucionalidad de 

reglamentos autonómos y municipales y actos concretos de 

autoridad, por ser ello indispensable para la eficaz impartición 

de justicia, y poder aprovechar en óptimas condiciones, la 

descentralización de la justicia federal, por tratarse del nivel 

normativo inferior que requiera de la accion inmediata de la 

justicia federal que conceda el amparo y protección sin la 

dilación que implica asignar el conocimiento de la revisión a la 

Suprema Corte de Just1cld. 

Toda vez que la suprema Corte de Justicia tendrá la 

facultad de atracción respecto de los amparos que sean de la 

competencia de los Tribunale3 Colegiados de Circuito, la reforma 

propuest3 permitirá sin nueva modificación al texto 

constitucional, que la Suprema Corte ejercite esta facultad de 

atracción, para los problemas de constitucionalidad de 

reglamentos aL1tó11ornos y municipales y actos concretos de 

autoridad, si el volumen de asuntos no le impide despacharlos 
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con prontitud. 

En el penúltimo párrafo de la fracción VIII del articulo 

107, se concede igualmente la facultad de atracción a la Suprema 

Corte de Justicia para conocer de los amparos en revisión que 

por su especial entidad, considera conveniente conocer de ellos, 

procediendo al efecto de oficio o a petición fundada del 

correspondiente Tribunal Colegiado de circuito o del Procurador 

General de la República. 

se propone la derogación del segundo párrafo de la 

fracción IX del artículo 107, para que la suprema corte de 

Justicia pueda conocer en todo caso, de la revisión de las 

reEoluciones que en materia de amparo Directo pro11uncie11 los 

Tribunales colegiados de Circuito, si decide11 sobre la 

inconstitucionalidad de una ley o establecen la interpretación 

directa de un precepto de la Constitt1cló11 para preservar a la 

Suprema Corte como supremo intérprete de la Constitución y 

facilitar la interrupción de la jurisprude11cia que eventt1almente 

hubiese establecido al respecti)." 

De esta manera llegó al Se11ado y las Comisio11es Unidas, 

de Gobernación y de puntos Constitucionales elaboraron el 

dictámen respectivo el 22 del mismo mes de abril, en el que 

señalaban: 

"El propósito central de las reformas es el de 

redistribuir con.petencias entre la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación y los Tribu1rnles Colegiados de Cirtuito, con objeto de 

agilizar la tramitación de los asuntos sujetos al conocimiento 
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de los tribunales federales y avanzar en el logro de una pronta 

y expeditd impdrtición de justicia. 

La iniciativa sometida a nuestro conocimiento se 

inscribe en el loable esfuerzo emprendido por el gobierno 

federal para perfeccionar la administración de justicia. 

La trascendencia del proyecto de modificaciones 

constitucionales que se somete hoy a esta soberanía reside en el 

pensamiento democrático que lo inspira. Atribuir competencias a 

tribunales de distinto rango jerárquico, por criterios 

cuantitativos, implica el establecimiento y consagración de 

diferencias indebidas. Significa, en el fondo, distinguir entre 

la justicia que se imparte, asi sea sólo por el nivel de los 

tribunales competentes, para los justiciab•es menos importantes 

o los más importantes, esta condición en su extremo mas 

indeseable, podría traducirse en una justicia para los pobres y 

otra para los ricos. Lo dicho no implica un juicio condenatorio 

a los sitemas de imparlición de justicia y tradicionalmente 

aceptados por la cultura occidental sino por el contrario, un 

merecido reconocimiento al nuevo enfoque que la iniciativa 

sugire. 

La justicia, como uno de los valores supremos de la 

sociedad humana, debe estar al servicio del individuo y de la 

sociedad. Al primero le interesa que su aspiración legítima sea 

satisfecha, a la segunda le importa que todos sus miembros 

reciban el mismo trato, salvo que su condición de desiguales lo 

transformase ~n injusto. 
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La jerarquía de valores jurídicos se traduce en el nivel 

de las normas que lo tutelan. un negocio no es mayor o menor por 

el monto de dinero que involucra, sino poL· el principio jurídico 

que pone en juego. si la cuestión a resolver tiene que ver con 

los principios supremos que rigen la vida de la nación, 

expresados en las normas co11sti tuc ionales, la competencia debe 

quedar atribuida al Tribunal supremo. Si la controversia 

involucra asuntos de legislación derivada, su resolución debe 

quedar asignada a juzgadores de menor rango formal. 

No debe confundirse en este razonamiento la calidad 

intrínseca del Juez con la función que jerárquicamente tiene a 

su cargo. Todo aquél que tiene la responsabilidad de dirimir 

jurídicamente un conflicto social, debe tener el mismo grado 

moral, materialmente hablando, pero asume cada uno distintas 

responsabilidades formales. 

Por ello resulta adecuado que la suprema corte de 

Justicia conozca solamente de los asuntos relacionados con la 

vigencia de la constitución y los Tribunales colegiados de 

Circuito, de aquéllos que tienen que ver con el respeto a las 

normas que de tal constitución emanan. 

Una virtud particularmente importante de esta iniciativa 

de Reformas, es que el ejecutivo solicitó la colaboración de 

nuestro máximo Tribunal, para proponer los cambios. separación 

de poderes no significa disputa o contradicción, sino asignación 

de responsabilidades distintas pero siempre convergentes, para 

atender al supremo interés nacional. 
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Existen también, además de las expuestas, otro tipo de 

razones prag1náticas, que prueban la necesidad de las reformas 

que el Ejecutivo Federal promueve. se hace ver en la misma 

exposición de motivos que, a pesar de la innegable bondad del 

juicio de amparo, el crecimiento demográfico, económico y social 

de México, ha provocado la insuficiencia de los órganos del 

poder -judicial federal para cumplir con el mandato de 

impartición de justicia pronta y expedita. 

En la reforma constitucional de 23 de octubre de 1950, 

se reconoció el grave problema del rezago y se aprobó entonces 

la creación de los Tribunales colegiados de Circuito, dentro de 

otras medidas. 

El funcionamiento de estos tribunales ha sido sumamente 

positivo y ha contribuido notoriamente al mejor desempefto de los 

asuntos. Conforme a las normas vigentes, ta11to la Suprema Corte 

de Justicia, como los Tribunales Colegiados comparten el contr.ol 

de la constitucionalidad y de la legalidad con diferencias 

debidas a cuantía, finalidad o características especiales del 

conflicto. 

Estima hoy el Ejecutivo, y estas comisiones, ya lo 

dijimos, convienen en ello, que no debe ser la cuantía ni más 

carasteristicas lo que determine la esfera de competencias, sino 

trascendencia política y jurídica de la función 

interpretativa. 

se re~onoce en la iniciativa que existe problema de 

reza90 de los asu11tos que actualmente son competencia de la 
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suprema Corte y se cree fundadamente que las reformas que se 

analizan pueden resolver en defi11it1va este problema. 

Por tales motivos cualitativos, las iniciativa considera 

p~rtinente ruodif icar competencias reservando a la Suprema Corte 

d~ Justicia la interpretación definitiva de la Constitución y a 

los Colegiados de Circuito el conocimiento de los problemas de 

legalidad o violación indirecta a la Constitución. 

En térmi11os generales las comisiones adrnlten que los 

textos que ahora se proponen cumplen con las anteriores 

finalidades.• 

''Los integrantes de las Comisiones Dictaminadoras 

proponemos que de la fracción 1-B, se supriman las palabras: ''Y 

siempre que esas resoluciones hayan sido dictadas como 

consecuencia de un recurso interpuesto dentro de la jurisdicción 

contencioso administrativa'1
, porque d¿jarlas implica vincular el 

precepto co11stitucional a un texto legal que aho~a existe, pero 

q11e en el Ct1turc ptiedc no ~x1~t1r, lo que traería por 

consecuencia que una modif icaci6n legal determinRSP la necesidad 

de una reforma constitucio11al e11 cambio suprimié11dolas, la 

fracción 1-B resulta congruente, por su amplitud, co11 el texto 

legal actual y co11 cualquiera otro qt1~ se estableciera. 

Proponemos que la fracción 1-B ter1ga el siguiente texto: 

''De los recursos de revisión que se i11terp0nga11 ~entra la~ 

resoluciones definitivas de los Tribunales de lo Contencioso 

Administrativo a que se refiere la fracción XXIX-H del artículo 

73 de esta Constitución, sólo en los casos que sedalen las 
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leyes. Las revisiones de las cuales conocerán los Tribunales 

Colegiados de 

Reglamentaria 

fije para la 

resoluciones 

Circuito, se sujetaron a los trámites que la ley 

de los artículos 103 y 107 de esta Constitución 

revisión en amparo indirecto y en contra de las 

que en ellas dicten los Tribunales Colegiados de 

Circuito no procederá juicio o recurso alguno.'' 

En el propio articulo prim~ro del proyecto de decreto se 

incluye una adición al articulo 107 que trataremos mis adelante, 

al referirnos a las reformas que se proponen del articulo 107 en 

el articulo segundo del citado proyecto de Decreto. 

Este articulo segundo incluye, en primer término, la 

reforma al articulo 94 para introducir los siguientes cambios: 

"l.-El primer párrafo del actual artículo 94 seftala que 

se deposita el ejercicio del Poder Judicial de la Federación en 

una Suprema corte de Justicia, en Tribunales de Circuito, 

Colegiados en materia de amparo y Unitarios en materia de 

apelación y en Juzgados de Distrito. 

Dado que, como ya se indicó, las reformas que se 

dictaminan 

colegiados 

han introducido a la competencia de los Tribunales 

de Circuito, el conocimiento de los recursos de 

revisión interpuestos por las autoridades contra resoluciones 

definitivas de los tribunales de lo Contencioso Administrtivo, 

resulta técnicamente inexacta, ahora, la tradicional distinción 

entre los Tribunales Colegiados y los Unitarios, ya que los 

primeros no sólo conocerán de amparos, sino también de revisión. 
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El párrafo que nos ocupa, en consecuencia, sólo se 

refiere a Tribunales colegiados y Unitarios de Circuito, sin 

aludir a aspectos competenciales. 

2.-se modifica la configuración de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación para dar carácter potestativo al 

nombramiento de los ministros supernumerarios. 

se explica en la exposición de motivos, que la nueva 

distribución de competencias en el Poder Judicial Federal, que 

otorga a la corte facultades para resolver solamente cuestiones 

de constitucionalidad, podrán hacer innt>cesaria la designación 

de Ministros Supernumerarios. 

Estas comisiones encuentran adecuada la solución 

constitucional que se propone al permitir que los ministros 

supernumerarios puedan ser nombrados o no. De este modo, se 

preserva la existencia de los que actualmente fu11gen como tales 

y queda abierta la posibilidad de que sean nombrados otros en el 

futuro, si la realidad así lo aconseja. 

Se mantiene también la disposición de que la corte pueda 

funcionar en pleno o en salas. 

3.-En el párrafo cuarto se suprime la refer~ncia a qu1::: 

el número de Tribunales de Circuito y de Jueces de Distrito deba 

estar pevisto en la ley. Este cambio parece muy útil, pues ahora 

el establecimiento de nuevos tribunales o juzgad0s sólo puede 

hacerse mediante la reforma de la Ley Orgá11ica del Poder 

Judicial de la Federación. En virtud de que se trata de una 

cuestión administrtiva que puede y debe ser decidida por la 
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propia suprema Corte, en el párrafo quinto del articulo 94 que 

se propone, 

determinar 

se faculta al Pleno de este máximo Tribunal para 

el número, división en circuitos y jurisdicción 

territorial, así como la especialización por materias de los 

Tribunales Colegiados y Unitarios de Ci:rcuito y de los Juzgados 

de Distrito. 

Estas innovaciones dan una adecuada flexibilidad a 

decisiones que permitan atender las necesidades inmediatas de la 

administración de justicia, sin necesidad de tener que recurrir 

a un procedimiento de reforma legislativa. 

se agrega un nuevo sexto párrafo que se inscribe también 

en el propósito de flexibilizax- y hacer más ágil la actividad de 

la propia Suprema Corte. En este párrafo el Pleno de la misma 

adquiere facultades para emitir 

posibiliten una adecuada distribución 

acuerdos generales que 

entre las salas de los 

asuntos que 

la finalidad 

compete conocer a la Suprema corte de Justicia con 

Constitucional ex.prt!sa, de lograr: "La mayor 

pront1 tud t:n su despñcho''. 

en 

han 

Las 

demérito 

tenido 

comisiones entienden que la reforma propue!)td no va 

de la tradicional especialización por materia, que 

las salas de la corte, sino en favor de la agilidad 

en la tramitación de los asuntos, para combatir el fenómeno del 

rezag0 que difiere la aplicación de la justicia. 

La muy elevada calidad jurídica de los miembros de 

nuestro máximo Tribu11al, así como su expei:iencia, pei:miten 

afirmar que todos están plenamente capacitados para juzgar 
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acerca de la constitucionalidad de cualquier acto de autoridad, 

con independencia de la materia especifica en que se ubique el 

problema. 

Las comisiones que suscriben encuentran que las reformas 

propuestas por el Ejecutivo Federal permiten avanzar en la 

mejora de nuestros sistemas de administración de justicia. La 

fórmula competencial que plantean para diferenciar la actividad 

de los Tribunales Colegiados de Circuito y de la suprema Corte 

de Justicia de la Nación, no sólo deberá permitir la resolución 

del ancestral problema del rezago de los asuntos que la Corte 

debe conocer, sino también otorga a ésta, el rango de garante de 

nuestro sistema constitucional, permitiendo, simultáneamente, 

que los asuntos que no tienen que ver con el orden normativo 

supremo, encuentren atención rápida y altamente calificada en 

los Tribunales Colegiados de Circuito, en beneficio de los 

particulares interesados en su solt1ción y de toda la sociedad, a 

la que importa, sobremanera, la plena resolución de sus anhelos 

de justicia. 

Es co11v1cció11 tl~ quienes firman este dictámen qu~ la 

reforma que 

historia del 

analizamos reviste la mayor importancia en la 

Poder Judicial Federal antes de esta reforma ese 

Poder vivió una época y a partir de ahora vivirá otra diferente. 

Se posib1l1ta realm&nte que la Suprema Corte de Jt1stic1a s~a 

tribunal de control de la Constitucionalidad y se le otorga, a 

nivel constitucional, el al to rango que por su tradición, 

probidad y grado de excelencia amerita. 11 

150 



Entre las diversas reformas y adiciones propuestas 

queremos destacar: 

"ARTICULO PRIME!lO.-Se adiciona la fracción XXIX-H al 

artículo 73, la fracción 1-B al artículo 104 y un párrafo 

final a la fracción V del articulo 107, de la Constitución 

Política de los 

siguientes términos: 

"ARTICULO 107 .. , 

I.a V .... 

Estados Unidos Mexicanos, en los 

La suprema Corte de Justicia, de oficio o a petición 

fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito 

o del Procurador General de la República, podrá conocer de 

los amparos directos que por sus características 

especiales asilo ameriten.• 

ARTICULO SEGUNDo.-se reforman el artículo 94, los 

párrafos primero y segundo del artículo 97, el artículo 

101, el inciso a) de la fracción III, el primer párrafo y 

el inciso b) de ld fracción V y las fracciones VI, VIII y 

XI del articulo 107 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, para quedar en los siguientes 

términos: 

"ARTICULO 94.-Se deposita el ejercicio del poder 

Judicial de la Federación en una suprema corte de 

Justicia, en Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito 

y en Juzgados de Distrito. 

La Suprema corte de Justicia de la Nación se 
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compondrá de veintiún ministros numerarios y funcionará en 

pleno o en Salas. se podrán nombrar hasta cinco ministros 

supernumerarios. 

En los términos que la ley disponga, las sesiones del 

Pleno y de las Salas serán públicas, y por excepción 

secretas en los casos en que asi lo exijan la moral o el 

interés público. 

La competencia de la suprema corte, su funcionamiento 

en pleno y Salas, la competencia de los tribunales de 

circuito y de los juzgados de Distrito y las 

responsabilidades en que incurran los servidores públicos 

del Poder Judicial de la Federación, se regirán por lo que 

dispongan las leyes, de conformidad con las bases que esta 

Constitución establece. 

El pleno de la suprema corte determinará el número, 

división en circuitos y jurisdicción territorial y 

especialización por materia de los Tribunales Colegiados y 

Unitarios de Circuito y de los Juzgados de Distrito. 

El propio Tribunal en Pleno estará facultado para 

emitir acuerdos generales a fin de lograr mediante una 

adecuada distribución entre las Salas de los asuntos de 

que competa conocer a la suprema Corte de Justicia, la 

mayor prontitud en su despacho. 

La ley fijará los términos er. que sea obligatoria la 

jurisprudencia que establezcan los tribunales del poder 

Judicial de la Federación sobre interpretación de la 
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constitución, leyes y reglamentos federales o locales y 

tratados internacionales celebrados por el Estado 

mexicano, así como los requisitos para su interrupción y 

modificación. 

La remuneración que perciban por sus servicios los 

ministros de la suprema corte, los magistrados de Circuito 

y los jueces de Distrito, no podrá ser disminuida durante 

su encargo. 

Los ministros de la Suprema Corte de Justicia sólo 

podrán ser privados de sus puestos en los términos del 

título cuarto de esta Constitución." 

"Artículo 107 ... 

v. El amparo contra sentencias definitivas o laudos y 

resoluciones que pongan fin al juicio, sea que la 

violación se cometa durante el procedimiento en la 

sentencia misma, se promoverá ante el Tribunal Colegiado 

de Circuito que corresponda, conforme a la distribución de 

competencias que estable~~ª la Ley Orgánica del poder 

Judicial de la Federación, en los casos siguientes: 

VIII. Contra las sentencias que pronuncien en amparo 

los Jueces de Distrito, procede revisión. De ella conocerá 

la Suprema Corte de Justicia: 

a) Cuando habiéndose impugnado en la demanda de 

amparo, por estimarlos directamente violatorios de esta 

Constitución, leyes federales o locales, tratados 

internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente 
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de la República de acuerdo con la fracción I del articulo 

89 de esta constitución y Reglamentos de Leyes locales 

expedidas por los gobernadores de los Estados, subsista en 

el recurso el problema de constitucionalidad. 

b) cuando se trata de los casos comprendidos en las 

fracciones II y III del artículo 103 de esta constitución. 

La suprema Corte de Justicia, de oficio o a petición 

fundada del correspondiente Tribunal colegiado de Circuito, 

o del Procurador General de la República, podrá conocer de 

los amparos en revisión que por sus características 

especiales así lo ameriten. 

En los casos no previstos en los párrafos anteriores, 

conocerán de la revisión los Tribunales Colegiados de 

circuito y sus sentencias no admitirán recurso alguno. 

ARTICULO TRANSITORIO 

UNICO.-El presente decreto entrará en vigor el día 15 

de enero de 1988, previa su publlcR~i6n en el Diario 

Oficial de la Federación.• 

Esta histórica y trascendental reforma constitucional 

puede ser resumida en los siguientes puntos: 

a) se asigna a la suprema C'orte de Justicia, en 

exclusiVl, el control de la constitucionalidad de leyes, 

tratados y reglamentos, tanto federales como locales, para lo 

cual se propuso la reforma de la fracción VIII del articulo 107 

constitucional. 

b) se asigna a los Tribunales Colegiados de Circuito el 
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control de la legalidad para lo cual se reforman las fracciones 

V y VIII del propio articulo 107. 

c) se confiere a la suprema corte de Justicia la 

facultad para atraer a su conocimiento, tanto los juicios de 

amparo directo como los recursos de revisión en amparo 

indirecto, que por su importancia considere conveniente conocer, 

para lo cual se adiciona la fracción V del artículo 107 y se 

reforma la propia fracción VIII del mismo articulo. 

d) se confiere al pleno de la suprema Corte la facultad 

para determinar el número, división en circuitos y jurisdicción 

territorial y especialización por materia de los Tribunales de 

Circuito y Juzgados de Distrito, y la facultad de dictar 

acuerdos generales que persigan la mejor distribución de trabajo 

entre las Salas en los términos de los párrafos quinto y sexto 

del artículo 94, lo que permitirá mayor agilidad en la 

administración de justicia y evitará las frecuentes reformas a 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

e} se aumentó de cuatro a seis años la duración del 

término de los nombramientos de Magistrados de Circuito y Jueces 

de Distrito para lo cual se reformó el articulo 97. 

f) se reformó el articulo 101 para que los miembros del 

Poder Judicial de la Federación puedan desempe~ar funciones 

docentes, siempre y cuando no sean remuneradas, y 

g) se in:orpora el fundamento constitucional para la 

justicia administrativa federal y del Distrito Federal, para lo 

cual se propuso la adición de la fracción XXIX-H al artículo 73 
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Constitucional y 

el conocimiento 

se adecuó el artículo 104 constitucional para 

del recurso de revisión por los Tribunales 

Colegiados de Circuito. 

2.-ANALISIS CRITICO 

En nuestro afán de hacer una sana critica de las 

reformas anteriormente descritas, hemos de tomar muy en cuenta 

la opinión del maestro Burgoa, que dentro de las diversas 

posturas doctrinales al respecto, es a nuestro juicio la m&s 

convincente 

tal virtud, 

del país, 

y a la cual nos adherimos plenam¿nte, por lo que en 

consideramos que la actuación en la vida jurídica 

de nuestro máximo tribunal de justicia se ha 

menoscabado. Sus facultades se encuentran mutiladas. De su 

órbita competenc1al ha ~gresado la inmensa mayoría de los 

asuntos judiciales que se ventilan y dirimen mediante el juicio 

de amparo. su 

cuarenta y 

injerencia en 

seis Tribunales 

ellos se ha 

Colegiados 

desplazado hacia 

de Circuito que 

jurisdiccionalrnente actüan como 11 pequenas supremas cortes'' en 

toda la Repüblic~. El nú~~ro de dichos tribunales ha fragmentado 

al poder Judicial de la Federación. Las atribuciones que tienen 

para establecer jurisprudencia han propiciado la anarquía y el 

caos en tan importante función jurídica. A nuestro humilde 

juicio, dichas reformas, lejos de mejorar nuestra institución de 

control, la han puesto en grave riesgo de no cumplir sus 

elevados objetivos en beneficio de la justicia federal. 

En nuestra opinión, el aspecto más negativo de las 

reformas al\1didas, versa sobre los siguientes puntos: 
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a) Segregación de la suprema Corte del control de la 

legalidad. 

b) Establecimiento en favor de ella de una vaga e 

imprecisa "facultad de atracción", y 

c) Potestad irrestricta para los Tribunales colegiados 

de Circuito de SdU~ar jurisprudencia y desentenderse de las 

sustentada por la propia corte hasta antes de la fecha en que 

entraron en vigor dichas reformas. 

a) EL CONTROL DE LEGALIDAD. 

Este control y el de constitucionalidad son los medios 

imprescindibles para lograr la observancia del principio de 

juridicidad, característico de todo regimen demócratico que 

exige que todo acto del poder público del Estado se supedite al 

derecho. El control de legalidad se ejerce sobre los actos 

administrativos y los jurisdiccionales y el de 

constitucionalidad específicamente sobre las leyes, reglamentos 

y tratados internacionales. Ambos controles se despliegan por 

medio del Juicio de amparo y, de acuerdo a nuestra tradición 

histórica más que centenaria, la suprema corte los ha 

desempeñado. 

Ahora bien, al segregarse el control de legalidad de la 

órbita competencial 

para conocer del 

injerencia en él 

de la Corte, se imposibilita este órgano 

amparo con exhaustividad, por lo que su 

resulta incompleta o parcializada. En otras 

palabras, el control sobre todos los ordenamientos que integran 

el derecho positivo mexicano frente a la actividad 
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administrativa y jurisdiccional de las autoridades del Estado se 

confiere, merced a dicha segregación, a los Tribunales 

Colegiados de Circuito, o sea, a cuarenta y seis pequeñas 

•supremas Cortes•. Esta situación, evidentemente implica que, a 

falta de dicho control, la suprema Corte ya no puede interpretar 

la legislación ordinaria, ni por ende, sentar jurisprudencia 

sobre ella tarea ésta que se encomienda con los inherentes 

riesgos de contradicción e inseguridad, a cada uno de dichos 

tribunales en detrimento de la unidad que debe haber en la 

función jurisprudencial. 

Debemos recordar que en virtud del control de legalidad 

y el de constitucionalidad, la Corte edificó el derecho mexicano 

en todos sus aspectos, mediante la interpretación de múltiples 

ordenamientos secundarios. Esta construcción quedó plasmada en 

el semanario Judicial de la Federación, viéndose interrumpida 

por la entrada en vigor de las reformas en cuestión, el día 15 

de enero de 1988. 

En la actualidad, la interpretación armónica y unitaria 

del derecho es imposible ante la multitud de Tribunales 

Colegiados de Circuito, pues cada uno de ellos está facultado 

por las mencionadas reformas para establecer jurisprudencia. En 

conclusión, la suprema Corte ha dejado de ser la rectora de la 

vida jurídica de México, por lo que al control de legalidad 

concierne. se le ha reservado el control de Constitucionalidad 

que siempre ha tenido y aunque este control es de suma 

trascendencia, en el de legalidad se cifra el mayor número de 
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asuntos de amparo en que la existencia dinámica del derecho se 

manifiesta. 

La importancia del control de legalidad es innegable, 

pues mediante él se somi;.te a todo acto de autoridad 

administrativo y jurisdiccional al imperi,J del Derecho, es 

decir, a la observa:1c1a de toda la legislació11 que lo integra. 

Por 

Corte 

co11siguie11ta, al 

el mencic·nado 

exclu!r de la competencia de la Suprema 

control, las reformas vige11tes han 

menos~abado J puesto e11 condició11 inferior a dicho cuerpo 

judicial fr¿nte a los Tribunales Colegiados de Circuito. 

De igual manera que el maestro Burgoa, consideramos que 

la función interpretativa de la Suprema Corte ha quedado 

mutilada e11 relac1ó11 a la órbita competencial que hasta antes de 

las reformas siempre tuvo. 

bl LA FACULTAD DE ATRACCION. 

Los autores de las reformas que hemos venido comentando 

no quisieron desligar absolutamente a la suprema corte del 

multicitado control de legalidad e idearon el establecimiento de 

dicha facultad ejerc1table en amparos directas e indirectos en 

los casos concretos en que su injerencia ''así lo amerite por sus 

características especiales'', por lo que su apreciación ha 

quedado sujeta a la insondable subjetividad de los ministros de 

dicho cuerpo judicial. 

Así puede suceder que por ''características especiales", 

o sea, las notas inherentes a cada caso concreto, se entienda su 

importancia económica, Sl!S implicaciones políticas, sus 
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convenientes o inconvenientes sociales, o los intereses 

personales de algún funcionario público, los de sus ministros, 

de sus amigos o el mero deseo de que el amparo no sea fallado 

por el Tribunal Colegiado de circuito competente. 

Fácilniente se advierte que la citada 1'tacultad de 

atracción'' rompe las reglas qtie delimitan la competencia entre 

la suprema Corte y los Tribu11Jles Col~giados de circuito en lo 

que co11cierne al co11ocimiento del recurso de revisión contra las 

sentencias de los Jueces de Distrito y del amparo directo, 

propiciá11dose así la arbitrariedad y la in&eguridRd en la 

actuació11 de los órganos del Poder Judicial de la Federación. A 

nueft::o entend·:~r, tal f3cttltad es u11¡1 ami::1.a.za para 21 orde:1 

JUridic~ del pais ~usric1able primord1al1ne:1te por fdctores d~ 

carácter politi~o ~uchdb v~ces refiidn~ co11 el derecl10, e11 

resume11, las multic:tadds refo~mas proclam~Il la ~rbitrarie13d en 

lo que co11cierne 

quebrantando, po1· 

al ejercicio de la me11cio11ada facultad, 

end~ el principio de juridicidad que 

peculariza a todo rf1:.1imt:!Ji .:ltmé.crJ.ti-:o. L;:i rl)f;1pi:>tencia de todo 

órgano del Estado debe estar expresamente prevista y descrita en 

la ley, sin que deba asumirse por ningün ft111clonario póblico 

cuando ''lo considere pertlnente 11 segGn stt personal criterio. 

La anti juridicidad de la fórmt1la ''características 

especiales'1 que 

insostenible. 

emplean las aludidas reformas es, pues, 

e) LA JURISPRUDENCIA 

No hay duda de qt1~ la jurisprudencia es fuente de 

160 



derecho. su objetivo estriba en desentrañar el sentido verdadero 

de las leyes con el auxilio de la ciencia del derecho y demás 

disciplinas científicas conexas, despojando a la norma jurídica 

de su carácter rígido e inflexible, para convertirla en una 

regla dQctil, que permita su adaptación a diversas situaciones 

que en forma por demás prolija suscita la dinámica realidad. 

La jurisprudencia debe estar exenta de los riesgos de la 

contradicción. Esta precaución sólo es dable si el órgano 

capacitado para elaborarla es Qnico, pues consistiendo las tesis 

jurisprudenciales en criterios u opiniones jurídicas sobre 

cuestiones especificas de derecho con vistas al alcance y 

sentido de la ley, la existencia de varios órganos cuyas 

sentencias pudieren constituirla, auspiciaría los mencionados 

riesgos. 

vigentes 

en favor 

Estos riesgos se han actualizado por las reformas 

al corroborar la facultad de establecer jurisprudencia 

de los Tribunales Colegiados de Circuito sin 

restricción alguna. 

La suprema corte sólo puede ser excitada para fungir 

como una especie de 11 arbitro 11 para el único efecto de decidir la 

contradicción que surja entre las tesis mencionadas, 

circunstancia que implica un deterioro o menoscabo para su 

actuación. 

Por otra parte es gravísimo lo que dispone el articulo 

sexto transitorio del decreto que implantó las reformas que 

someramente comentamos. Este precepto prescribe: 11 La 

jurisprudencia establecida por la Suprema Corte de Justicia 
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hasta la fecha en que entren en vigor las reformas y adiciones 

que contiene el presente decreto, en las materias cuyo 

conocimiento corresponde a los Tribunales Colegiados de Circuito 

de acuerdo a las propias reformas, podrá ser interrumpida y 

modificada por los propios Tribunales Colegiados de Circuito.• 

Con apoyo en el Cdda Tribunal Colegiado de Circuito puede hacer 

nugatorias todas las tesis jurisprudenciales que la suprema 

Corte haya establecido en cuestiones distintas de la impugnación 

de leyes, reglamentos y tratados internacionales. 

En otros términos, la jurisprudencia civil, penal, 

administrativa, laboral, agraria y de amparo que al paso de los 

afias. lustros y decádas ha formulado la corte está en riesgo de 

desaparecer si a cualquier Tribunal Colegiado de Circuito se le 

ocurre ejercer la monstruosa facultad contenida en el precepto 

transcrito. Asi, todos los esfuerzos intelectuales q\\e denotan 

las tesis jurisprudenciales publicadas en el semanario Judicial 

d~ la Federación están en peligro de desvirtuarse por la 

decisión de sólo tres magistrados de talea tribunales en el 

sentido de interrumpirlas o modificarlas. 

La suprema Corte como institución, reclama la 

reivindicación de su más centenaria prestancia para beneficio de 

la justicia federal, de la sociedad Mexicana y de la democracia 

en nuestro país. 
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CAPITULO IV 

IV. EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL EN OTROS 

SISTEMAS JURIDICOS, 

(VISION COMPARATIVA) 

1. INTRODUCCION 

El presente capitulo tiene por objeto darnos una visión 

comparativa sobre lo que es el Tribunal constitucional entendido 

este, como el orga1üsmo judicial especializado en la solución de 

los conflictos que surgen con motivo de la aplicación directa e 

interpretación de las disposiciones de carácter constitucional 

visto a la luz de otros sistemas jurídicos, para asi, tener una 

panorámica general de la institución en estudio, dentro del 

mundo jurídico del que somos parte y estar en posibilidad de 

distinguir las similitudes y deficiencias de nuestro sistema en 

relación con otros derechos y al mismo tiempo rechazar lo 

obsoleto, lo inútil y hacer nuestro lo funcional y lo práctico. 

Trataremos de dar un enfoque muy amplio, a través del 

análisis de diversas constituciones y sistemas jurídicos 

extranjeros, en relación con la organización judicial de cada 

país, pero orientaremos nuestro trabajo hacia los aspectos 

generales de sus máximos tribunales, enfatizando aquellas 

atribuciones que resulten propias del Tribunal constitucional. 

2. ALEMANIA FEDERAL 

cuya carta magna es la llamada Ley Fundamental de la 

República Federal de Alemania de 23 de mayo de 1949, en su 

titulo IX artículos 92 y siguientes establece que el poder 
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judicial está confiado a los jueces, siendo ejercido por el 

Tribunal constituciocdl de la Federación si como por los 

tribunales federales y por tribunales de los estados. 

El Tribunal Constitucional de la Fedet·ación conoce de la 

interpretación de la Ley Fundamental, r.-esper:to a controversias 

sobre el alcance do? los dt:-rechuf; y debet~eE". de un órgilno supremo 

de la federación; las controversias o dudas relativas a la 

compatibilidad formal y RUStantiva de la legislación federal o 

de los estadcs de dicha ley fundamental; las controversias sobre 

los darecbos y deberes de la federación y los estados; las 

controversias de derecho público entrt! la federación y lo 

estados siempre que no esté abierta otra da judicial; los 

recursos de queja por iu:onstitucionalidad interpuestos por 

municipios y agrt1paciones municipales. 

El Tribunal Constitucional de la Federación se compone 

de jueces federales y otros miembros, como dice el artículo 94 

de la Ley Fundamental. Los miembros de dicha corte son elegidos, 

la mitad por el parlamento federal y la otra mitad por el 

consejo federal. 

Para la jur1sdic~iór. ordinaria, administrativa, 

financiera, laboral y social, se han creado varios tribunales 

sup.-emos ce>mo son el tribunal federal de hacienda, el tribunal 

federal del trabajo y el tribunal social federdl. 

Los jt1~ce~ son indepandientes y sujetos únicamente a la 

ley; los jue.:es nombrados def initivarnente con car~cter 

perma11ente y num~rario, no podrán contra su voluntad ser 
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relevados antes de expirar su función, ni suspendidos en su 

cargo definitiva o temporalm~!1te, únicamente bajo las 

formalidades que determinen las leyes. ( 27) 

3. AUSTRIA 

Kelsen, fue el encargado de elaborar la con~titución de 

Austria, y lógicamente aplicó su dcctrina en la cr~ación de l~ 

constitución de lo. de octubre d• 1920, que, luego, fue 

reformada por le ley constitucional de 7 de diciembre de 1929. 

Esta ley fundam~ntal, dejó de tener viq&11cia, como era lógico, 

d11rante la época en que los alPmane~ invadieron y dominaron 

Austria. Esa ley fundament~l, volvió a entrar nuevamente en 

vigor, con la promulgación del decret0 del lo. de mayo de 1945, 

y es, hasta hoy la mism3 que rig~ Pll ~i·:l10 pa!s, aunq,1e con 

al~unas modificacion~s. 

En los recién mencionados document0s constitucionales, 

Kelsén declaró -en el articulo 89 de dicl1a con~t1tuc!6n,- que no 

correspondía a los tribun~les, examit1ar la validez de las leyes 

publicadas, y qt1e:, si un tribund.l tenía -=s:::rúpulos fundados 

sobre la legalidad en contra de la aplicación de un reglamento, 

debía interrumpirse el proceso y formularse una demanda de 

anulación del reglamento en cuestión ante la Corte de Justicia 

constitucional. 

Asi pues, 

centro vital del 

se 

la Corte de Justicia Constitncional. es el 

sistema Kelseniano. En el articulo 147 de la 

establece que la Corte se c0mpor.~ de un constitución, 

presidente, de un vicepri::osj.·JeTlte 1oc2 miembros prapietarioE y 
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s~is suplentes de los cuales la mitad es nombrada por el 

Presidente di!< la Federar::iónt t:onsiderando la pn;.puesta hecha por 

el gobierno federeil. Est::.s miembros deben ser elegidos de entre 

los Jueces, los funciondrios de la admit1istración y los 

profesores tanto de la Facultad de Derecho, como de Ciencias 

Políticas de las Universldajcs del país. En tanto que la otra 

mitad tamb~'n es nombrada por el Presidente de la Federaci6n, 

por medio de un procese de !:::elección, teniendo come base unas 

ternac formadds por el consejo Nacional y por el consejo de 

Países y Profesiones. 

La Corte de Justicia Constit•.1cional, d<? acuerdo con el 

articulo 140 de la constitución, conoce de la 

inconstitu:ionalidad de las leyes federales de una región 

(phÍ3), y a den:anda dP la corte judicial suprern3, o de la corte 

de justicia administrativd, en tanto que la referida ley 

constituya un elemento de decisión que debe dictar la corte de 

ld que emana. la demanda. Pero está, cono'~ de oficio, si dicha 

ley, c..:institny·"2 c.1 elemento de ut.a decisión qua debe ser dictada 

por la propia Corte de Justicia constitucional. Conoce, asl 

mismo, de la incon,titucional1dad de las leyes de una región 

(país). Igualmente, a demand~ del gobierno foderal, sobre la 

inc~nstitucionJliddd de las l~yes fede~ales, así como, por 

demanda i:lel IJi.>bierno de una región. 

La existencia de un tribunal de justicia constitucional 

ad hoc, no sólo es la base del sistema de Kelsen, sino además, 

la aportación mis origin~l de este eminente jurista, en su 
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intento por encontrar la solución pci:·.:i. el probl-!-:ma de la defensa 

de la constitución. S~gún éste, todJ norma tiene un antecedente 

ruperior y una consecuencia lnferio~ y la regularidad normativa 

dep@nde de la armonía existente ent~~ estos tres factores. Así, 

el reglame~to deciciende de la ley y provoca, como consecuencia, 

actos de ejc~tición. De aquí q11e la 1~93l~dad d~l reglamento, se 

juzgue de act1erdo con la ley y qt1e ósta a su ve: se jttzgue de 

ac11erdo con la constitución. 

En lo que se raf1ere al á~ea del recurso de 

inc0nstitucionalida:l, Kelsen lo pre-.•ino para todas las leyes y 

reglam~nt~6, scbte todo, cuando éatos llegasen a implicar la 

UStlrparlfn d~l peder G d~ s~ ft1nri~n. Ig\:al~en~e, el mencionad~ 

jurista, también 10 previno para los decretos con fuerza de Ley, 

a~í com.:i pat·El l')S tratados inter;ncic.nalt:·s. Kelsen es~.=:ibleció 

que la violacl.ón pur:!dr:- ser formal, o df.:' frJn-.1•J, y qt¡e ést.'\ ha de 

ser concreta y no de doctrina, y ne solo af~ct~r el espirítu de 

las leyi?s, sino, preci:::ami.:nt~ solire lo~· pr~cApt')s vi ol3dc.s y 

El maestro vienés propuso ql1e se im~~:l3~rd Pl recurso 

sólo por una decisión tomada por los altos tribunales y los 

gobiernos nacior,al;:-s o locales, dejando -3 las partes-, el 

derecho a que, una vez planteada t:n un li~igio un1 cuestión de:: 

inconstitucionalidad fuese obligatvrio ;:¡u-= 4:st::i st: ::esolviere 

por el organismo especial. Por otra part~ Kelsen consideró QLle 

era indispensable que el tribunal c0nstitucional pudiera, de 

oficio, estimar la constitucionalidad de las leyos que él mismo 
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aplicase de ac1~er:1c con sus funciones. 

Fi1:alm~~te, pe~ lJ que r~sp¿cta al lmporta11te problema 

de los efe~tos de la decla~ación de inc?nstitt1:io11alidad, Kelsen 

se adh1rié 1-1 ':esis ~·-~-:- pr:-:pugaa q'J•:.• estos fctct:-res sean 

siempr~ a futur0, a partir de tlich& decl3ración, sin tornar en 

considera-:idn, ning·mo de l.;s ai::::tos 3.nt-:riores, desde que entró 

en vigor l:i. ley decla1-.3.da come inconst1tu,:::i011al. Pero, con 

cautela, el al:t 1:ir e1: comento-, pr-:ivino también que el Triblmal 

constitucio:1al tendría igualmente, las facl1ltades ne~esarias 

para determinar en relación :01~ otra cosa, en casos espe~iales, 

y aún )u:g_ p..:·sitle la ::onval:.da··:ér: de los vicios de forma por 

la apli~aci6n de la ley vici~sa y por fU aceptasión. (~S) 

"1. BRASIL 

El Scpr~mo Tribunal Federal se ccrnp1J11~ j¿ once ministros 

eler..:tos de e11tre ciudadano~:: de má.s de treinta y cinco años de 

edad y me11cs de ses-::;1ta y cincOJ, de notable sabet- jurídico y 

buet:3. reputación, Los ministr·.:,s de este tribunal son nombrados 

po!..· el Ptc;:.~dr::·;.'.:.:- e:-;, 1:i <1prnba,~-:ión del Sen::ido de la República. 

CGmp~~~ ~1 Supr~ffio Trib~nbl Feder3!, 13. guard~ de la 

:onsti~uci0n, el procesar y Juzg~r ~riGinalmente la acción 

directa d~ in:on.stitucio~alidad de una ley o acto normativo 

federal e~~.d~dl, de las infr3c:i011¿~ y las penas comunes 

r-::.s.liz~.d3.F' pc.r i::.l Prt?sident'=" .... ~~ la r·~r·:1bl L.~"\ 1 y los ministres de 

e~~ddc, d~ l~~ i:1fra:ci·1~~~ y penas :omt1~e~ d~ r~sp0~sabilidad 

d-= les r:.i-2r..~n-.:is jel Tribu1:.:i.l 2~1p~ri0r, dt-1 Habe3s corpus, de la 

d-:: 1'1.? sentenci.:is p<Jr .::1. 11sa dt- su con;petencia 
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originaria Y. juzgar med!ante recurso extraordinarin de las 

ca•1.sas de:idiclas '211 única j' (11 tima instan::ia por lc•S tribtl!1ü~2S 

superiores. (29) 

5. ECUl\DC'R 

En Ecuad0r existe un Tribunal de Gar Jnti.::\s 

~·:n.:";t:i~u.:ionales con jurisdicción na.:ional, má:: apa1·tec- una Corte 

Suprema de Justicia. El Congr~sc ttacional elegirá los miembr,s, 

quienes durarán dos aftos en sus funciones, en la siguiet1te 

forma: treE fuera del seno del Congreso y ocho en ter11as ~ 

pr~puestJ del Presidente de la República, la ciudada11ía las 

centrales de trab6jadores y las c§maras de p1·0·L;:ción y 1·::3 

competen lt<.s sigui'?ntes alribnclonl-!-::~: vela:..· por i:-1.. cu:r,plimi-:ntc 

de la constit11ci5n, formt1l3r ot~ervacione~ S(•br~ desreto3, 

acuerdos '1 reglamentos, concc:er ele las qt:•:ja.~ qt10 realic~ 

cualquier persor.ct resve·:: te al quebrantamie:1t0 de 

constitución. 

se declara aspecialmente punibl~ el rtes1:ato de la~ 

observaciones del tribunal. Otro facultai ~ny impcrtanti? e.-:: :::1 

st1spender total o parcialmente e~ ~ualquie1· tie~p •. lss efect~s 

de ley'2::;, decrete .. ->, ncuerdos, reg!,31ri~:1tos, ele¡ ct ¡.:t::~-i:-.::r. :.!e 

parte o de oficio. 

La Corte Stiprema de Jus~i~i~ tiene rompet~~cia ~n t~d~ 

el territorio nacional; para s~r magist~a1~ de la C)rte Supr~.~~ 

de Justicia, se req'Jiere ser ec1: 1t.:r1a:: · p"Jr ;·.a: i..ni-:;1t.:., 

hallarse e11 ejercicio de los d~rechos politis.~b, ser rn~ycr d~ 

cuarenta añvs, tene¡_· ~. í tul J de ds G t :ir en . .:;t:r i srrt1r_~-::·n·' ia '1 i: ~ ':·: t· 
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ejercido la profe~ión de lhDgadc con probidad notoria 1u1-d11t~ 

quince afias por lo mt:'nos. 

Los m~01stradcs son elegid-s por e! CongrP~a Nacional 

pcr un peritdc ee Ctlatr: afi,~~ ptid!~r1c s~r re~!egid0s. 

La corte St1~rema de Justicid en pleno dicta, e11 ca~o de 

fallof contra~ictorios sobre u11 mismo p11ntc de derec~10, la n0rma 

dirimen~e. la que en el futuro tendrá cará~ter obligato1_0, 

6. ESPAfl!\ 

El Peder Judicial y sus Tribunales en Espafta ~stán 

consagrados eil los títulos ~I y :x de la constltt1~ión de la 

Monarquía resta~1rdda rte 29 d~ diciembre de 1978, en la cual s~ 

establect. qu-:- Ja justic::iri. e;n,·,:13, di?i. p1:-?b!o y s2 admir.istra i:i;1 

nombr~ d0l R~y ¡lor jue~~s y magistradcs i:1t~gra!1~~~ d~~ Pod~r 

Judicia~, independ:i~nte3, in..:i.r:;:i'.·itles 1>:.:;por..>dhlt!s ·.; ~·::;r.i·::ticbs 

únicament~ ~l imp~ric d~ la lel·. 

El principio de unidad jt1risii~ci~n~! es l~ bas-~ Je 1~ 

crqani~ación y fun~1oi1amiento de l8s t1-1.bu11alPs, así =orno se 

sino pcr alguna de Ja:; :::iu.:as y las g:ir.:.u~~.ids i,.·i:>?vist.a~ e-1¡ la 

ley. 

El c::.,_.-.-j;:, Gen:~rJl :.".::.-"!. !'-:·'"'!·::-·- J~·.di::-i.~~ P .:-1 ;rgc=1!~ ... 4.:-. 

s;:ibierno d>:-l rn1;=;;:-.;:-. La ley 0r'.J~d1..t.<.:A e~;t :ü::'...eco:-~"á su ~~.t:t1•'::·- J .:il 

en particular ea materia de n0mb1-8r1:i¿..nt0:"", a.:c.;.n~._¡,s, in;:::p.-:::..:..:.ón 

y regime11e~ di~c1pl!n6r1cs. Esti ~nt•:0~3~: pt·- ~: ?~2~i~~1:~. ~~~ 
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Tribunal Suspremo quien lo preside, y por veinte miembros 

nombrados por el R~y, por un periodo de cinca aftas. De éstos, 

doce cnt~~ JUec~s y maai~trRdoE de tod~s las categorias 

jtdic.!.2.les, en lo~ términos qll•? e~tabli:::-C"J? la l~y orgánica 1 

cuatr? a prcpt1esta del congreso de =iptttados y cuatro a 

propuesta del senadJ, elegidos en ambos ;asas por mayoría de 

tres- quintJs de sus mi•?m~r0s, entre 1bogados y otros juristas, 

todos de reconocida competencia. 

El Tribunal SupFemo, can jurisdicción en toda Espafia, es 

el órgano jurisdiccion«l superior en todos los órdenes, salvo lo 

dispuesto en materia de garantías constitucionales. El 

?re~id~nte del Tribunal Supramo ser~ nombrado por el Rey a 

pr0p~1esta d~l Cons2jc Ge11er3l del Poder Judicial en la forma que 

dstermine la ley. Los jueces y magis~rados mientras s~ l1all¿n 

activos, no poCrán desempefiar otros cargos püblicos, ni 

a partido·.; políticos o sindicatos. La ley 

establecerá el sistema y modalidades de asociación profesional 

En el t:t~11~) IX, c~ra~ 1~ le h~~o~ indicado, se regula el 

'fr ibuna~ Constitu1-:i:mal 

nombr3.1cs por el Rey; di:> ellos, cuA~ro a p::vpuesta del Congr~so 

C:>: a pr ;,puef.ta do?: ('..Jt:.-;~jo Gt-lll~rcJ.l dei Pode.:.· Judicial y, 

deb·_cáa nomtrad0.3 de d~tre magistr3dos y fiscales, 



todos ellos juristas de reccnocida compete11cia y co11 más de 

quince afias de ejercicio prcfesional. 

Les miembros del tdbunal serán designados por un 

período de nueve afios y se renovar&n por terceras partes, así 

mismo, su función es incompatible con cualqt1ier otro cargo, ya 

sea pOblicc o privado. Gozará11 de inamovilid•d e independencia 

en el ejercicio de su mandato,. 

El presidente del Tribunal Constitucio11al será nombrado 

de entre sus miembrns por el Rey y a propuesta del propio 

tribunal en pltno., 

El Tribunal Constitucional es competente para conocer: 

a). Del recurso de inconstitucionalidad contra leyes y 

disposiciones normativas co11 fuerza de ley; no perdie11do las 

sentencias, en estos casos, el valor de cosa juzgada. 

b). Del recurso de amparo por violación de los derechos 

y libertades establecidos en las garantías de las libertades.y 

derechos fundamentales. 

c). De los c0nflictos de" =onp~tenéia entre Estado y 

comunidades autónomas a los de éstas entre si. 

d) El gohierno podrl impugnar ante el Tribunal 

constitucional las d1sposi=iones y res0luciones adoptadas por 

los ¿rganos de laE comunidadRs 3Ut1Sn0ma3. 

Las se1.1ten~iñ: del 'Tt .. : .. tunal Conft1tuc¡onal se publicarán 

en el Boletín Ofi:1al dtl E:tado, con los v~tcs parti::ulares si 

loa hubiere. Tienen valor de cosa juzgada a partir del dia 

siy11icnte al de su pt1b:.tca·::ifn y no cabe recurso alguno contra 
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ellas. Las 

nc.rmc con 

que declaren 

fuerza de Ley 

la inconstitucionalidad de una Le~ o 

y todos los que no se limiten a 

estim3ción subjetiva de un derecho, tienen pl~nos ¿fectos co11tra 

todcs (erga orones). 

Salvo que en el fallo se disponga otra cosa subsistirA 

l• vigencia de la Ley en la parte no afectada. (30) 

7.-EETADOS UNIDOS DE NORTEAMERICA 

Para poder presentar el desenvolvimiento del sistema d~l 

conlrol judicial existente en los Estados Unidos de 

Norteamérica, en un orden lógico, mostraremos algunos de s,1s 

elementos fundamentales: 

A) De las condicione• en que se produce el Contr0l 

de la Constitucionalidad. 

a) Este control se encuentra o¡_·ganiza1t) tanto en 10;:; 

estados particulares de la Unión, al igual que en el Estado 

Federal, y s·.= presenta er, realidad bajo dos formaE diferentes. 

a.1) El control de la Constitucionolidad propiamente 

di·:ha, es el que se refiere al conflicto c;n.:: l1'\€'dP susc1tarse 

entre la ley ordinaria y la constitución, en el interior de cada 

Estado de la Unión. 

a.2) Lo que puede llamarse el c0nt1-.ol del feder~li3mo, 

es el sistema que consi.=te en la supervisión de las resolucioni::s 

tcma1as de los Tribunales de cada uno de les E~tad·.:.s -pa!.·3. 

observar si éstas cumplen o no-, ~on el deb~L d~ a~t~l:r o de 

detener las leyes aprobadas de los Est-ldos partic•ll~res, que 

estén en contradicción con la constitución Fed~ral. Este control 
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judicial del federalismo, se confía al Tribunal supremo Federal, 

Y es, además, el ünico medio j11ridlco q\t~ existe, para lograr 

y mantener la supremacía de la Constitución Federal. 

bl El control de la Constitucionalidad de las leyes, 

pertenece a los jtw::es ordinarios, ya sea en los Estados 

par~iculares ya en el Estado Federal. Esto p11ede producirse por 

ejemplo,· en ocasi6n de todo litigio, en el que sea inaplicable 

la ley tacl1ada de inconstitucionalidad. Por otra parte, 

frecuentemente se suscita el litigio, tan sólo para resolver la 

cuestión de la inconstitucionalid~d de una ley. Conviene, pues, 

destacar estas dos circunstancias, que la cuestión de la 

inconstitucionalidad, surge en una instancia principal y, por 

otra parte, que esa cuestión es juzgada pcr t1n juez ordinario de 

proceso, y é3ta no pasa ni al tribunal superior de cada estado, 

ni tampoco al Tribunal Supr@mn FederRl, si110 en los casos e11 

que, el mismo litigio principal, llega a uno de e~os tribunales, 

de acuerdo con las reglas ordinarias de la competencia. 

e) Por lo que respecta al alca11ce del control de 

constitucionalidad, conviene distinguir sus dos modalidades 

diferentes: 

c.l) El control de la comFatencia legisl•tiva, que no es 

sino el eximen de la aptitud jel legislador ordinario, para 

reglamt.·ritar acerca de ciertas materias, que le llan sido más o 

menos sustraídas por el texto de la Constitución. Es decir, es 

el caso tipico del conflicto ent•e des textos diferentes. 

c.2) El contrGl de la• ten~•ncias legislativas, que 
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sup0ne el conflicto que puede llegar • ~xistir entre el esp!ritu 

de la Constitución, en contra de sus tendencias individualistas 

y el espíritu de la legislación ordinaria, que bien puede ser de 

tendencias sociales e intervencionistas. En este caso, lo que 

má.s toma en consideraci6n la Suprema Corte, en verdad, sen los 

conceptcs de la moral social o de la jlisticia e~on6mica de la 

obra de un legislador ordinario y, por tanto, lo que se intenta 

controlar, no es la oposición, ni tampoco la contradicción de un 

texto legal en contra de la Constitucjón, sino la justicia y la 

oportunidad de la ley. Hasta 1880-1883, en los Estado• Unid0s no 

se conocía ninguna otra forma, aparte de la del control de la 

competencia legislativa. Pero el control de las tendencias 

legislativas se desenvolvió vigorosamente desde aq11ella époc3, 

intentándose poner diques al r.1ovimiento de tenclear:ias 

intervencionistas del Estado provocado por la inñustriaiizaci6n 

y con la tendencia manifiesta, además, de mantener, de es~e 

modo, los principios individualistas incluidos y pregonados en 

el viejo Derecho Anglosajón. 

B) De los procedimientos empleados por los 

Jueces para ejercer el Control de la 

Constitucionalidad. 

Dichos procedimientos pueden clasificarse en: 

a) La interpretación o construcción de la Ley. Par• la 

Jurisprudencia norteamericana, existe una diferencia esencial 

entre "la interpretación 11 y "la construcción" de la Ley, y así 

se ha puesto d.e manifiesto en las sentencias dictadas por áste .. 
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En ''la construcci6n 1
', se trata de inte~pr~tar, en un sentido 

verdad~r~m~:~:e te~den:ios0, las leyes que han sido votadas por 

de r~f~rirla~ a los principios las legislatur:is, 

co11stitucionales 

individualistas, 

fin 

y, sobre todo, a los viejos principios 

que los norteamericanoF heredaron de sus 

an:~s~ros ingleses y que, en gran parte, con8tituyen el llamado 

Comr.~-;n ·Law. Esta interpreta-:ión, prescinde en absoluto, de la 

v0luntad del l~giElado~, y ·•conforma'' la Ley, para plegarla 

ante les prii1c!pio~ generales d~ justicia y d@ libertada, de que 

se informa ld constitución. 

b) La dedat-ació1. de la rnconstitCJcionalidad de la ley. 

Cua1!do la Suprema Corte se ¿ncuentra con una le:t que estima q1..1e 

e3 c0ntraria a los principios de justicia y de libertad 

d~ri~ajos pr~cisame11te, de 13 org~niz3ció11 constitucio11al de los 

Estadcs Unidcs de Ncrteaméri.:a, y D·'J pued~, con una hábil 

interpret~:i¿n co11structiva, deJar de aplicarla, ~11tonces, este 

organi~mc se decide a declarar que es inconstitucional. La 

dec~ 3:-a:ión do? la incon.st:.tucional idad, no qu~ 1Ja. i~J1 .. :lcla s6lo 

dant~o de 103 li~ites de la relat1v1dad de ld cosa juzgada y, 

por tant0, 110 afecta únicamente 3 los casoF particl1l2res, sino 

que, en virtud de ella, la l~y en ct;esti6n queda totalmente 

ali v i3da. cuar.:10 el Tribunal decl.:.ra la 

incJns~it•;c:..)n'3lidad ::'?e '.:113. ley, di<:hd di?clardción, liga no 

laf" Jtn-1~~di·:-:ionEs fubordinada.3, sino también al 

prcpi;:- Trib•.mal Sttpl"•.?!';!•J, para todc 10 porv~·nir. Además, los 

pod~:-es ::;.,, equ!.dad de 1 os t:-ibunale; norteame:-iranos, también 
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les autori::an para dirigi:: mand¿.mientc.s a los particulares e, 

ig• .. rnlrr.ente, a les funcf,)narios pltbli :r:-.s, ya .:¡u~ PL·:· medir".'l de 

ellos se impide la aplic•ci'n extrcjudicial de la Ley. 

Los criterirJs que sirven los Triht111ales Federal~s 

N0rteameric-:ano .. ~, pa1·a poder ·j<:>clar.:u.· la inconstitucional ir~ad de 

una ley e de un a~to de autoridad, pt1ede11 clasif1=arse e11 ~t1atro 

clase3 diferentes: 

b.1) Dtte proc<?ss claus·?, o se• cláusula d~l debido 

proceso leg~ü. 

b.2) Deprivation of literty. 

b.3) Deprivation of property 

b.4) Impairing the obllg3.tion cf r;ontrar:t:::, .-J ..:e.:l !a 

interv&nción legisl3tiva en el juego de los con~ratos, para 

modifi~ar sus ef~~t~s. 

AdemAs en la apreciación de estas cuatr0 ~la&~s de 

motives de inconstitucionalidad, la supre~a Corte 110 sólo se 

concreta a hacer una ccmparación contraste lógi~o, entre la ley 

el ciclo irr.pugnadc por inconst-i t 11-=i:n:i.l, y ~:. t¡::.~.:to resp>:?.ctivo 

de la constitució11, sino que se ~plica a u11a se~1~ de criterios 

generales, que pueden resumirse en dos eren~~al1nente: el 

carácter no r:izonable de las medidas legislativas ('fhe ~ule cf 

Reasonableness), la falta de oportunidad d¿ ella,;. (The B..tlan•:e 

of Conve11ience), lo que confier9 a dicho trihil~3l ~n po~er 

extracrdinario y, además, un cont.rr:,1 ~aei 3.bsoluto scbri:- la 

legislación estatal o federal y ccn ello sabr~ la f0rma de 

vida política social y eco11ómica de los Estad~~ Unidos de 
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No1·teamérica. 

e) Las advisory 0p1:1i.:rns, que se~. },::; di·-:t.i11t¿:1es 

oficiale~ solicitados por el propio legi~lado~ de los tribt1n6!es 

de justicia, respecto de la constituci·)nalidad d.:> un-i 12y, ·;u:,·3 

E~pedición se prepara. Este sistemr1 ha funciona~.~ realmente, en 

muy pocas ocasionas. 

di El juicio declarativo. Est2 prc~ed1miento, ~e el más 

reciente que existe Je ir·.:rod1Jc1.'ión 1~·'~ co~1tr:>l jt1dicial d~ la 

~cnstitu::ionalidad de las leyes. Tambi~n lo es, de <lcuerdo ~an 

la mism3 doctrina nortedmeric1na, un~ fJrm~ lo mAs cercana a l~ 

perfeccién, dSÍ como también la más directa, qtk• a~1uell1 de l:i. 

e:-cre¡:ción de la inc-:ins ti tt1c it)l13.l ide'ld, -:rne: ha!Jía si d 1), lv1.'."' ~,a ~Pee 

poco tiempo, el ~roceílimien:c, tr~d~·~iona1. 

E1 procedimt?nt0 d~l j1t1~io Je~l~rat!'ln ~pe1·a c111~do u~íl 

de las partes soli~:ta, d11·ectam&nte al )ue:, un~ decldrj~i~n 

judicial sobre ln valide~ ccnstitucional de u113 !~y. 

N-:: (")h.;t.iH1t~ -=-1 pruct?di;n~.::nt".o d(•l j11ii:1.:: d"'!<:l!irat:!.".fo, 

ind~pendic?1~~m~nt~ de t~d~s sus ve11taj·1!·, ~'~ª ve~ YLle ~~ 

facilita la cuesti6n, haciéndose más ágil el plantea1niento d~ l~l1 

caso de inconstitucioncilid~j, que 11n ha sido 3<:og1dc ffids qu~ con 

reti=enci~S. SU d~Se!lVOlVimie11t0 Be :t1i~:ia ~ll l3S :2!'t~S d~ l·:S 

Estadcs
1 

antes de que estt:" ;n;ed 1 ~er adir.ítid··· p•.:·r la::. c\)1.-t·.:s 

fede1·Jles. El 

trienci:>nadas re':icencios e.s 21 d~! ia s11pervi·Jen·-:i:: .=..~ -::-?-:.::J.: 

concepciones tradicionales, en cua11to a 1~ fun~i{n de la 

autoridad judi:ial. Efectivamente, en los E~tl!os U1iidos, ~o ~.e 
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l1a a~eptadc, :i110 ~0lament~ con det~rrninatlas reservaJ, el hech~ 

d.: .1 :.te !:n >.t•~< r· .. ?da pt·c·m.m1; t::i.rs~ a Lwor del prcb!e:ma di? la 

inconst1t11ci0nal1dad de una ley, f11~rR de ui1 litigio conceto, 

entre particttlares. La propia Suprema Corte, fi~l al concepto 

arcaico de les podGres jel j11e:, se rEl1u~6 dur3nte algón tiempo, 

a que pudi~r-ln las cuestiones 

con.stitu•.:iGndles, per se. Es decir, que ésta exigió de la 

existencia de un caso c011creto 1 así como d~ l:nct exc~pción, hecha 

val~r por algu1)a a~ 13~ pat·tes co!~te11dientes, para que, en esta 

forma, nad<?ra la cuestión de la inconstitucionalidad. (31) 

El sistema nortean1~ricano se basa en dos principios 

fundament~les: en la nat11raleza del orga11i~mo de control, que es 

de tipc:: ju1·isd1c.:ional, y en el lE::cho d.o.. qu~ la defensa de la 

constituciór:, así como los der0chos fundamer.tales, se confía a 

todos los jueces existent~s en la U11ión America11a, toda vez que, 

necesariamente, el conflicto de la inconstit11cionalidad siemp~e 

surge de u11a manera incidental, e:1 un caso concreto y es 

únicar:it.?nt•? .J través de los recursos, qt:-:- ,..li,...h0 ca~o puede llegar 

a merecer el con1)ciml0nto dt! los Tr1bunal0s fejerales, Y por 

tanto, de la Supr~ma Co~te d~ Jt1st1~ia de ld Na~ió11. Esta ültima 

circ:1nstancia, es d~~ir, el hech~ de q11~ 01 co11t~nl se confíe a 

todos lo.s J Uf.>C>?S -:¡u.;> l:d:i -?n los Es t:. :\r:111 s Un. ::h~ de ?torteamér ica, 

e~· p::t.c1sam-:·1:t-::, lo q11•C' !~a hE:cl.·~ qui:· dicho .:;i.-:tema .se califique 

de "di h!.:o". 

G'-'1'T~HALA 

Eu el c,p[tulc I~ de la Constituc~6n Política de la 
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República de Guatemala, los articulos 203 y siguientes, 

establecen la independencia del organismo judicial y la potestad 

de juzgar, correspondiendo esta facultod, a los tribunales de 

justicia, La función jurisdiccional se ejerce con exclusividad 

absoluta por la Corte Suprema de Justicia y por los demás 

tribunales que la ley establece. 

se instituyen como garantías del organismo judicial las 

siguientes: independencia funcional y económica, y la no 

remoción de los magistrados y jueces de primera instancia; salvo 

los casos establecidos en la ley, asi como la selección de 

personal, 

Los magistrados y jueces deben ser guatemaltecos de 

origen, de reconocida honorabilidad y estar en goce de sus 

derechos ciudadanos, el ser abogados colegiados. Los magistrados 

durarán en sus funciones cinco afias, pudiendo ser reelectos; 

durante este periodo no podrán ser removidos ni suspendidos, 

sino en los casos y con las formalidades que disponga la ley. 

La Corte Suprema de Justicia se integra con nueve 

magistrados, incluyendo al presidente y se organiza en las 

cámaras que la ley determina. El presidente del organismo 

judicial, lo es también de la corte Suprema y su autoridad, se 

extiende a los tribunales de toda la República. 

Los magistrados serán electos por el congreso por un 

periodo de seis años. Para ser electo magistrado de la Corte 

supremd de Justicia se requiere, además de los requisitos antes 

indicados, ser mayor de cuarenta y cinco años y el haber 
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desempefiado un periodo complete como magistrado de la corte de 

Apelaciones o de los Tribunales Colegiados o el haber ejercido 

la profesión de abogado por más de diez afias. 

La corte de constitucionalidad está integrada con cinco 

magistrados titulares con su respectivo suplente y únicamente 

cuando conozca de asuntos de inconstitucionalidad en contra de 

la corte supremd de Justicia, el Congreso de la República, el 

Presidente o Vicepresidente de la República, el número de 

integrantes se elevará, escogiéndose entre los suplentes por 

sorteo. 

Los magistrados durarán en sus funciones cinco afios y 

serán designados uno por la corte Suprema de Justicia, el pleno 

del congreso de la República, el Presidente de la República en 

el consejo de ministros, un ministro por el consejo superior 

universitario de la Universidad de san Carlos de Guatemala y uno 

último por las asambleas del colegio de abogados. 

Los 

guatemalteco 

requisitos para ser magistrado, son el ser 

de origen, abogado cole9iado, de reconocida 

honorabilidad, así como tener por lo menos quince años de 

ejercicio profesional. 

La corte de constitucionalidad, tiene las siguientes 

atribuciones: 

a) conocer en única instancia de las impugnaciones en 

contra de leyes o disposiciones de carácter general objetadas de 

inconstitucionalidad. 

b) conocer en única instancia en calidad de tribunal 
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extraordinario de amparo. 

e~ ConocBr en apelación todos los amp<lros 

interpuestos ante cualquiera de los tribt1n~les de JUst1cia. 

d) conocer en apelac1ón dE! toda::. las i.mpugnaciont?s de 

leyes obj•tadas de incon•tituc1onalidad en casos concretos. (32) 

9. ITALIA 

Re;1da por la constitución de la República Italiana de 

27 de d!c1embre de 1947, misma, que en su titulo IV establece 

la Magistratura e indica que la justicia será administrada en 

nombre del pueblo. Los jueces estarán suJetos únicamente a la 

ley. La función Jurisdiccional será ejercida por los magistrados 

ordinarios nombrados y regidos por las normas de la organización 

judicial. El T11bunal de Cuentas tendrá jurisdicción en materia 

de contdb1l1dad pública. 

Los tribunales militares, en tiempos de pa:, solamente 

tendrán facultades paL-a conocer de delitvs cometidos por 

personas pertenecientes a las Fuerzas Armadas, así mismo se 

establece que la mag1s:ratura const1tu1ré un poder autónomo e 

i11tle~~11dtente de cualquier otro poder. 

El cense)~ St1perior de la !13;istratura estará presidido 

pur el Preside11te de la Repúbl..tca ir1t~grando este consejo, rjl 

Pdmer P1es1dente y el Fiscal General del Poder Supremo, los 

de111ás mi@mbros sarán elegidos en sus dos terceras partes por 

todos los magistrados ord1na1..tvs petenecientes a las distintas 

categorías 1 ~11 un tercio, por el Pa~lameJ1to en sesión 

ordinaria, entr~ ptofesore~ nume1·arios de las m~tetias )urid1cas 
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y abogados que cuente11 con más de quince años de ejer..:icio 

profesional. 

Los miembrJs electivos del Consejo desen1peftarán el caryo 

dura11t~ cuatrc a~os y no serán inmed1atame11te reelegibles. 

Corr·espondera al ConseJ0 Super1or de la Magistratura, la 

admis1)n, asignacién, tI"dslado y asr:-enso asi como las medidas 

disciplinarias relativas a lo& magistrJdos 

El nombramiento de les magistrados se hará pcr concurso 

y se podrá adm1t1r incluao el no~bram1ento electivo de los 

magistrados honorarios para todas las funciones atribuidas a los 

jueces. Por designación del consejo superior de la magistratura 

podrán ser llamadc>s al ca1 go de consejero.= de casación, por 

méritos i11s1~nes, los prDfe~ores nt1m~rar10~ de las U1111ers1dades 

en materias )urid1ca::. y los at~.Jga.do~. que cHenten cc•u quince a11cis 

de eJerc1~10 prcf~sional esta11do i11scr1t0s e11 los registros 

especiales para l3s JUrisdicc1ones superiores. 

Los Hag1stradoG ser·an inamovibles y el Ministro de 

Justi~1R Pstá autori=ad3 pdrd promover l; acción d1scipli11aria, 

así mismn cab~ seóalar ql1e lob mag~strados se d1~ti11gu1ran etll~~ 

sí solamente- por la. divers1::la~l de sus func1l..·H~~-::, 

En la citadd ccnst1tu~:ó11 de la R~p~bl~ca Italia11a, en 

su artícul-:i 111 establece que en r.:or.tra dt> las sente11c1as y 

disp 1)51c iones la personal, d1ctddct~ por 

organiswos jurisdiccional~s ordinarics o esp@ciales podrá. 

recurrirse siempre al Tr1b11nal Supt.--:-mc por v1olac1ón .Je la ley 

y, solamente podrá ser darogada esta norm3 por di~po~ición de 
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los tribunales castrenses en tiempo de guerra. 

Contra la deliberación del Consejo de Estado y del 

Tribunal de cuentas podrá recurrirse al Tribunal supremo tan 

sólo por los motivos inherentes a la jurisdicción. El tribunal 

de garantías constitucionales conocerá de las relativas a la 

legitimidad constitucional de las leyes y de los actos, con 

fuerza de ley, en el Estado y en las Regiones. Este tribunal 

constituc1onal se .:ompcndrá de quince jueces nombrados; una 

tercet·a par~e por el presidente de la república, otra tercera 

parte por el Parlamento en sesión ordinaria y la parte restante 

por los supremos magistrados ordinarios y administrativos. 

Los jueces del Tribunal Constitucional serán nombrados 

por nueve años, a partir del día de su juramento, y no podrán 

ser 11ombrados de nuevo. Entre sus miembros se elegirá al 

Pres1de11te qu~ durará en el encargo tres aftas y podrá ser 

reelegido quedandt) sin embargo, en firme los términos de cese 

de ~argo je ¡uez. 

Cuando el Tribunal const1tucional declara la 

inconst1tuc1onal1dad de una ley o de un acto con fuerza de ley, 

la normd cesará de te11er eficacia d~sde el día siguiente al de 

la pt1b!icación de la resolución. 

Contra las decisiones del tribunal const1tuc1onal no 

admite re1..·ur~o alguno. 

10. PERU 

Encuntramos ql1¿ la potestad de administrdr jt1stic1a 
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emana del pueblo y se ejerce por los juzgados y tribunales 

jerérquicamente integrados 2n un cuerpo unitario, con las 

especialidades y garantías que corresponden. 

Son garantías de la administración de JHst1cia: la 

unidad Y exclusividad de la func16n jur1sdicc1onal. la 

:ndependencia 

pen.ales, la 

e11 su ejercicio, la 

motivación escrita de 

publicidad en :os juicios 

las resoluciones y la 

indemnización por los errores judiciales cometido~, así como el 

no dejar de administrar justicia por defecto o def 1cienc1a de la 

ley. 

La Corte Suprema de Justicia a través de uno de sus 

miembros tiene derecho de concurrir a las cámaras legislativas 

para tomar parte, sin voto, en la d1scus1ón de los proyectos de 

ley. 

corresponde a la 

instancia o en casación, 

Corte Suprema fallar en dltima 

los asuntos qu~ seftala la l~y. El 

estado garantiza a los magistrados JUdic1ales su independencia, 

únicamente sometidos la constitución y su perma11en:ia en el 

servicio hasta los setenta anos, asi :orno la inamovilidad en sus 

cargos mientras observen conducta e idoneidad propia~ de su 

función. Los magistrados no pueden ser asc~ndidcs. nl 

trasladados sin su consentimiento¡ cuentan además coi; una 

remuneración que les asegura un nivel de vida digno de su m1s1ón 

y jerarquía. 

Para ser magistrado de 13 cort~ suprema s~ resu1ere s~r 

peruano de nacimiento, ciudadano en ejerci<:io de sus derechos, 
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mayor de cuarenta años y haber sido magistrado de la corte 

superior durante diez años o el haber ejercido la abogacia o 

desempeñado cátedra universitaria en disciplina jurídica por un 

periódo no menor a veinte años. 

Así mismo, en Perú el Tribunal de Garantías 

constitucionales es el órgano de ~ontrol de la constitución, se 

compone de nueve miembros, tres designados por el congreso; tres 

por el Poder Ejecutivo y tres por la suprema corte de Justicia. 

Para ser miembro del tribunal, se exigen los mismos 

requisitos que para ser vocal de la suprema corte, que son: ser 

peruano de nacimiento, ciudadano en eJercicio, mayor de 

cincuenta años y haber sido magistrado de la Corte superior 

durante diez años o haber ejercido la abogacía o desempeñado 

cátedra universitaria en disciplina jurídica por un periodo no 

menor a veinte afias; además se requiere probada ejecutoria 

democrática y en defensa de los derechos humanos. La función de 

miembro del tribunal constitucional es incompatible con toda 

otra actividad pública o privada, excepto la docencia 

universitaria. 

El periódo de ejercicio de cada función será de seis 

ados renovado el tribunal por tercios cada dos años y no es un 

cargo reelegible. 

No pueden ser denunciados, ni detenidos durante su 

mandato, salvo los casos de flagrante delito y de acusación 

constitucional. 

El tribunal de garantías tiene jurisdicción en todo el 
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territorio de la _República y es competente para: 

a) Declarar a petición de parte, la inconst1tuc1onal1dad 

parcial o total de una ley o norma regional de carácter general 

Y ordenanzas municipales que contravienen la constitució11 por el 

fondo o por la forma. 

b) Conocer en casación las resoluciones denegatorias de 

la acción del habeas-corpus y la acción de amparo, agotada en 

via judicial. 

La sentencia del tribunal que declara inconstitucional 

una norma en todo o en parte no tiene efecto retroactivo, 

estando facultados para interponer acción de 

inconstitucionalidad, el presidente de la República, la Corte 

Suprema de Justicia, el Fiscal de la Nación, sesenta d1putado8, 

veinte senadores y cincuenta mil ciudadanos con firmas 

comprobadas por el jurado nacional de elecciones. 

un aspecto muy importante del sistema de 

constitucionalidad es el establecido en el articulo 301 de la 

citada constitución que establece que el tribunal comunica al 

presidente del Congreso la senteni:ia de inconstitucionalida de 

normas emanadas del poder legislativo. El congreso por el mérito 

del fallo apLueba una ley que deroga la norma 

anticonstitucional. Transcurridos cuarenta y cinco días 

naturales, sin que se haya promulgado la derogatoria, se 

entiende derogada la norma anticonstitucional y en ese sentido a 

la publicación de la sentencia, hecha por el tribunal en el 

diario oficial. tiene valor desde el dia siguiente de dicha 
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publicación. 
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PRIMERA. 

SEGUNDA. 

TERCERA. 

c o N c L u s I o N E s 

El control de la Constitucionalidad ejercido a 

través de los jueces, es, a nuestro juicio, el 

sistema más 16g1co que puede seguirse, porque el 

hecho de verificar la conformidad de una ley con 

la Constitución, es, ya en sí, la realización de 

un acto de naturaleza judicial y, por tanto, 

resulta natural que dicho acto sea llevado a 

cabo, específicamente por un juez. 

El Poder Judicial es quien tiene, tanto la 

capacidad técnica, como la serenidad y la 

independencia necesarias, para enjuiciar las 

leyes y los actos de las autoridades, cuando se 

les imputa de ser contrarios al texto y al 

espíritu de la Ley Fundamental, de la 

constitución escrita. 

El Poder Judicial es el órgano idóneo para 

E'jercer el control cnnst 1 t11ci.onal, pues por su 

propia naturaleza, 

juego activo de 

es completamente 

la política, en 

ajeno al 

el que si 

part1cipdn tanto el poder legislativo como el 

poder ejecutivo.· Sin embargo, el control de la 

cons ti tuclondl iddd adquiere indiscutiblemente 

alcances políticos, ya que tiene por objeto 

interpretar la ley reguladora de equilibrios 
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CUARTA. 

políticos por eso el juicio constitucional es 

juicio político. De aquí nace el peligro de que 

la justicia se contamine de política, lo que 110 

es deseable, ni para aquélla, 11i para ésta. Es 

preciso, por ta11to. hacer del Poder Judicial el 

titular de la def-:llsd constitucional, pero de 

modo tal que ese pc:ider quede inmunizado en lo 

posible contra toda inJerencia indeseablemente 

política. 

Las ideas capitales sobre las que se erige el 

juicio de amparo, expresadas con singular 

nitidez en la fórmula de Otero y que todavía 

sobrev1ve11 en la Constitución, son lds tres 

siguientes: 

ta. El juicio se sigtle a petición de la parte 

agraviada por el actu i11const1tucional. 

2a. Esa parte agraviada tiene que ser t1n 

individt10 part1ct1lar (persona fis1ca o moral). 

3a. La sentencia se limitará a resolver el caso 

cor.ere to, sin hacer declaracioneli generales 

respecto de la ley o el acto q11e n1otivare la 

queja. 

Estas ideos, nos llevan a conc: luir, que nuestro 

juicic de ampar0, no se trata en :-ea:.idad de un 

sistema de defensa dir.:cta de la 

constitucionalidad, sino dé defensa primordial 
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QUINTA. 

del individuo frente al Estado, que se resuelve 

en defensa secundaria y eventual de la 

Constitución. 

No importa la lesión en sí a la Ley suprema, 

sino solo en cuanto se traduce en daño a un 

individuo, que es lo único que parece interesar 

a la constitución. 

Cuando la violación constitucional consiste en 

invasión de ajena jurisdicción (artículo 103 

fracciones II y III), puede surgir un conflicto 

entre el poder invasor y el invadido, que afecte 

la forma de gobierno, altere la paz pública y 

repercuta en la estabilidad misma del estado. 

Para arreglar dicha situación no puede servir 

eficazmente el juicio de amparo, pues éste no 

remedia una situación general, sino sólo protege 

un interés particular, que en la situación 

imaginada es del todo secundario. Se necesita 

por lo tanto, un pocedimiento diverso al Amparo 

para dirimir en alguna forma las querellas de 

los poderes, motivadas por invasión de sus 

órbitas constitucionales. consideramos que el 

control debe residir en el Poder Judicial 

federal, no en otro poder ni en un órgano 

especial; toda nuestra tradición jurídica que se 

alzó contra el sistema de 1936, nos lleva a esa 
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SEXTA. 

conclusión. El Poder Judicial Federal debe 

ejercitar su función de control en un juicio 

ordinario, iniciado 

sus facultades 

por el poder lesionado en 

en virtud de un acto 

inconstitucional 

debe tener por 

de otro poder. La sentencia 

objeto declarar la nulidad del 

acto inconstitucional erga omnes. 

Si en el aspecto teórico el Juicio de Amparo no 

puede ser considerado como una auténtica defensa 

de la constitucionalidad, en la práctica dicho 

juicio ha derivado, natural y lógicamente, hacia 

una defensa de la simple legalidad. 

El amparo comenzó por ser, en su cuna, una 

protección de la legaliddd, ademis de serlo de 

la constitucionalidad, pues como ya vimos los 

proyectos de Rejón y de otero garantizaban al 

individuo contra las violaciones, no sólo de la 

Constitución, sino también de las leyes 

constitucionales, es decir, d~ las leyes que 

estaban de acuerdo ccn la Constitución. Esta 

primera orientdción del amparo se perdió en la 

constitución de 1857, donde al suprimir la 

expresión referente a la legalid~d y al limitar 

la procedencia del juicio a la defensa de las 

garantías individuales y del orden federal, se 

relacionó el amparo exclusivamente con la 
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SEPTIMA. · 

OCTAVA. 

NOVEllA. 

constitución. Sin embargo, con la interpretación 

de la garantía de exacta aplicación de la ley, 

protegida por la Constitución de 1857, en su 

articulo 14, nuestro Juicio de Amparo se ha 

venido desenvolviendo como un mero control de 

legalidad. 

Los articulos 14 y 16 Constitucionales, han 

servido para poner de relieve, la ficción de 

nuestro control de Constitucionalidad, 

desenmascarando del falso papel del defensor de 

la constitución a lo que es primordial defensa 

del individuo y de la legalidad. 

La Reforma judicial de 1988 no hace que nuestro 

Juicio de Amparo deje de ser lo que siempre ha 

sido, una defensa del individuo dentro del orden 

de la Constitución; ni sea ya lo que acaso nunca 

podrá ser: una defensa directa y autónoma de la 

Constitución. 

No obstante las deficiencias que nuestro jui~io 

de amparo, como control de la constitucionalidad 

tiene, posee en cambio las ventajas que nacen de 

sus propias limitaciones y que lo excluyen de 

las críti:as end~rezadas contra el control 

jurisdicci~11~l de la constitt1cionalidad, porque 

desde el mornettt#o en que aumenta el alcance de 

este co11trol, se dgrava el peligro de que el 
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DECIHA. 

juez constitucional se erija en leglslador 

negativo y de que, a través de su actividad seudo 

legislativa desarrolle una actividad polit1ca. 

La Reforma Judicial de 1988, antes que 

transformar a nuestra suprema corte en un 

Tribunal Constitucional, debe considerarse como 

la culminación del proceso para acabar con el 

problema del rezago existente en la misma, y que 

fuera iniciado en 1951. 

DECIHA PRIMERA. Honestamente no podemos calificar todavía como 

un Tribunal Constitucional a nuestra Suprema 

Corte, la Reforma Judicial en comento, antes que 

darle tal calidad, ha venido a menoscabar su 

respetabilidad 

pues al haber 

competenciales, 

jurídico que 

comentado, han 

jerárquicamente 

y su jerarquia jurisdiccional, 

sido despojada de sus funciones 

independientemente del caos 

ha provocado y que ya hemos 

quedado en ma11os de tribunales 

inferiores, func1on~s que 

corresponden a nt1estro máximo tribu11al, el cual 

no obstante 110 tener la cat¿ynría de Tribunal 

Const1tucinnal, si debe ser ccn3L:1.=-rad<> com0 el 

más altv Tribt111dl dentz.o de~ .;~d-?1: Jerj.:qu1co 

que :nt~vra el Pode.r J 0 1d1f'iai de r.1 .:-.sti.• pdí...;. 

DEC!MA SEGUNrA. A fin de subsanar l)S v1c:.o:;. que ho7-m~s r:-0111,.:.i:t::d .... 

propJn~mo~ una r~estructurac:~n de la St1p:~111a 
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Corte en los siguie11tes términos: 

a) Restitución del control de legalidad dentro 

de un sistema competencia! claramente definido, 

lo cual posibilitarla que la Corte reasumiera la 

función jurispruder.c1al de la que ha sido 

despojada y que sus salas volvieran a operar 

jur1sdiccionalmente eliminándose la inactividad 

en la que actualmente se encuentran y el 

conocimiento de asuntos que por virtud de su 

especialización 

desconocen. 

competencial, jurídicamente 

b) supresión de la facultad de atracción, ya que 

tan absurda fórmula altera el sistema 

competencia! 

Colegiados, 

entre la 

retarda 

Corte 

la 

y los Tribunales 

substanciación y 

resolución de los juicios de garantías y pone en 

peligro la imparcialidad y la seguridad jurídica 

prevaleciente en todo Estado de Derecho. 

e) Exclusivid~d d~ ld suprema Corte para 

restablgcer jurisprudencia en los amparos sobre 

control de ccnstitucionalidad y de legalidad 

concurrente 

Circuito, 

con los Tribu11ales 

a fin de evitar 

Colegiados de 

los vicios de 

contrddicción que suelen generar la anarquía y 

el caos en la aplicación del derecho, y por 

exc~pciÓJl los Tribunales Colegiados, e11 aquellos 
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casos que sea11 de su ex~lus1va competencia. 

dl Nombramiento de mayor personal auxiliar 

dentro de la supr~ma corte a fin de evitar el 

rezago, en lugar de crear nuevos Tribunales 

Colegiados de Circuito. 

e) Exigencia de culturd Jurídica y de 

apoliticidad para ser ministro de la suprema 

Corte, pues esta acividad debe ser desempefiada 

por verdaderos y auténticos funcionarios 

judiciales que no solamente deriven su caráctet·, 

de un simple nombramiento formal. Es ne~esario 

que para ser ministro, magistrado o juez federal 

se requiera, 

distinguido en 

profesional o 

jurídica, por 

cultural. 

comprensividad 

segün fama pública haberse 

la judicatura, en el eje~cicio 

en la docencia u i11vesttgac¡ón 

su hone2tidad, 

conocim1ent0 del 

para los altos 

preparación 

derecho. 

valores del 

espíritu y de la sociedad, valor civil y 

patriotismo. 

f) Inamovilidad condicionada de los ministros de 

la Suprema Corte a conservar las cualidades qt1e 

se ht1b1eren tomado en cuenta al momento de su 

nombramiento durante un determinado periodo 1 si 

al término de este, ·:011derva stt fama co1no bue11 

juzgador en la opinión pQblica, se le ratificará 
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como ministro con el carácter de inamovible. 
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